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CAPÍTULO I  
INTRODUCCIÓN 
 
1.1 ANTECEDENTES  
1.1.1 EL MODELO ACUSATORIO 
 
Antes del año 1998, el ordenamiento jurídico costarricense, y específicamente el 
sistema penal, medio de control social formal por excelencia, seguía un modelo de 
justicia inquisitorio, término acuñado desde la Edad Media con la Inquisición de la 
Iglesia Católica (la persecución de los delitos por la misma persona, quien 
posteriormente los juzgaría). Este sistema se caracterizaba en que el juez 
realizaba la instrucción de la investigación preparatoria, para luego formular el 
requerimiento de elevación a juicio donde sería conocido por un tribunal. El la 
figura del juez de instrucción descansaba la potestad de investigar y juzgar, por lo 
tanto era juez y parte, de ahí la probidad del funcionario de no cometer abusos o 
excederse en sus funciones, pues debía servir también de garante frente al 
acusado. 
Posterior a la fecha indicada, se asumió un sistema marcadamente acusatorio, 
dándole al Ministerio Público el monopolio de la acción penal, es decir, el juez de 
instrucción, pasó a ser un juez de garantías tanto en la fase preparatoria como 
intermedia del proceso, controlando la función del ente acusador (Fiscalía), 
evitando con ello la comisión de abusos o prácticas ilegales por parte de la Fiscalía 
como de la Policía Judicial.  
Se habla de un sistema marcadamente acusatorio, pues la figura del juez aún 
mantiene resabios del sistema inquisitorio; entre estos pueden señalarse la 
fabricación o producción de prueba como las intervenciones telefónicas, o bien, 
compeler u obligar al Fiscal a realizar actos de investigación (por ejemplo, el 
dictado de un sobreseimiento provisional). El profesor Alberto Binder señala como 
características del sistema acusatorio, la potestad de investigar por parte del 
Ministerio Público y la Policía Judicial, amplias potestades de defensa, una etapa 
8 
 
preparatoria y preliminar privada, y una etapa de juicio contradictoria y pública 
(Binder, 1999). 
 
1.1.2 MARCO HISTÓRICO Y JURÍDICO 
 
El Ministerio Público tal y como lo conocemos actualmente, fue reformado a través 
de la Ley 7442, publicada el 25 de noviembre de 1994 reformada integralmente a 
través de la Ley 7442 de 15 de diciembre de 1997, entre sus principales funciones 
están las siguientes definidas en su Ley Orgánica:  
 
ARTICULO 1.- Principios y ubicación. 
El Ministerio Público es un órgano del Poder Judicial y ejerce sus funciones en el 
ámbito de la justicia penal, por medio de sus representantes, conforme a los 
principios de unidad de actuaciones y dependencia jerárquica, con sujeción a lo 
dispuesto por la Constitución Política y las leyes. 
ARTÍCULO 2.- Funciones. 
El Ministerio Público tiene la función de requerir ante los tribunales penales la 
aplicación de la ley, mediante la realización de los actos necesarios para la 
promoción y el ejercicio exclusivo y de oficio de la acción penal pública; salvo en las 
excepciones establecidas en el Código Procesal Penal. 
ARTÍCULO 3.- Independencia funcional. 
El Ministerio Público tendrá completa independencia funcional en el ejercicio de sus 
facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser 
impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de 
Justicia en el ámbito de su competencia. 
 
La creación de un ente encargado de la persecución de los asuntos penales, es 
decir, de las conductas previstas por el legislador como delitos, responde dentro de 
la división de poderes, a la necesidad de contar con un órgano exclusivamente 
acusador, distinto del encargado de juzgar.  
El Ministerio Público está organizado jerárquicamente de forma piramidal, el Jefe 
es el Fiscal General de la República, además tiene un órgano consultor 
denominado Consejo Fiscal, donde se reúnen todos los Fiscales Adjuntos del país, 
quienes, a su vez, tienen a su cargo las jefaturas de las diferentes Fiscalías en 
todo el territorio nacional. De seguido, en el orden jerárquico se encuentran los 
Fiscales de Juicio y los Fiscales Auxiliares, siendo un solo cuerpo, pudiendo actuar 
en cualquier parte de la República. Además, existen Fiscalías Especializadas que 
operan a nivel nacional, como la Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental, Adjunta Penal 
Juvenil, Adjunta de Delitos Sexuales y Violencia Doméstica, Adjunta de Crimen 
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Organizado y la Fiscalía Adjunta de Ejecución de la Pena. 
 
1.1.3 UBICACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO EN EL PROCESO PENAL 
 
El Ministerio Público es una de las partes del proceso penal, teniendo el ejercicio 
exclusivo de la persecución penal de aquellas conductas que el legislador ha 
determinado sean consideradas como delitos. En el Código Procesal Penal (1996) 
se encuentra un título dedicado al Ministerio Público, cuyos artículos de 
importancia indican:  
 
ARTÍCULO 62.- Funciones 
El Ministerio Público ejercerá la acción penal en la forma establecida por la ley y 
practicará las diligencias pertinentes y útiles para determinar la existencia del hecho 
delictivo. Tendrá a su cargo la investigación preparatoria, bajo control jurisdiccional 
en los actos que lo requieran. 
Los representantes del Ministerio Público deberán formular sus requerimientos y 
conclusiones en forma motivada y específica. 
ARTÍCULO 63.- Objetividad 
En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará sus actos a un criterio 
objetivo y velará por el cumplimiento efectivo de las garantías que reconocen la 
Constitución, el Derecho Internacional y el Comunitario vigente en el país y la ley. 
Deberá investigar no sólo las circunstancias que permitan comprobar la acusación, 
sino también las que sirvan para eximir de responsabilidad al imputado; asimismo, 
deberá formular los requerimientos e instancias conforme a ese criterio, aun en 
favor del imputado. 
ARTÍCULO 64.- Distribución de funciones 
Además de las funciones acordadas por la ley, los representantes del Ministerio 
Público actuarán, en el proceso penal, de conformidad con la distribución de labores 
que disponga el Fiscal General de la República. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, como se indicó anteriormente, el Ministerio 
Público forma parte del Poder Judicial, sin embargo esta situación no ocurre en 
todos los sistemas penales (sic):  
 
“El problema respecto a la ubicación política del Ministerio Público (en adelante 
M.P.) dentro del sistema de organización institucional del Estado es un tema 
sometido a continuo debate. La discusión gira en torno a tres posiciones básicas: 
para unos, el órgano requirente forma parte del Poder Judicial (posición 
“judicialista”); para otros, es un miembro más que pertenece al Poder Ejecutivo 
(posición “administrativista”), y una tercera posición lo define políticamente como un 
órgano de justicia independiente, y por ello, un “tertium genus” de naturaleza híbrida 
que ocupa una función intermedia entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial 





1.1.4 EL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL  
 
Como se indicó en el apartado anterior, el Código Procesal Penal es el instrumento 
utilizado por los administradores de justicia penal, para aplicar las normas penales 
de fondo, sea las conductas prohibidas a las cuales se les ha fijado una sanción. 
Esas conductas están compiladas en el Código Penal y en otras leyes especiales, 
las cuales sufren constantes reformas, siendo la tendencia actual el aumento de 
sanciones especialmente las privativas de libertad.  
Además del indicado artículo 63 del Código Procesal Penal que aplica 
exclusivamente al Ministerio Público, existen otros artículos relacionados con el 
principio de objetividad: 
 
ARTÍCULO 6.- Objetividad 
Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos sometidos a su 
conocimiento. 
Desde el inicio del procedimiento y a lo largo de su desarrollo, las autoridades 
administrativas y judiciales deberán consignar en sus actuaciones y valorar en sus 
decisiones no solo las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino también 
las favorables a él. 
Serán funciones de los jueces preservar el principio de igualdad procesal y allanar 
los obstáculos que impidan su vigencia o lo debiliten. 
 
1.1.5 NORMATIVA INTERNACIONAL  
 
El principio de objetividad tiene asidero en el derecho internacional, pues como se 
ha indicado existen otros principios relacionados entre sí, como lo son los 
principios de imparcialidad, independencia, probidad, juez natural, además del 
principio de proporcionalidad (necesidad, razonabilidad y proporcionalidad en 
sentido estricto). 
La principal fuente normativa internacional es la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos (suscrita en San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 
1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos) 
En el Capítulo II “DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS” reza (sic): 
 
“ARTÍCULO 8.- Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
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acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, 
si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 
de su defensa; 
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 
Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la 
ley; 
f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos; 
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 
h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo 
juicio por los mismos hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar 
los intereses de la justicia.” 
 
La norma citada al igual que la mayoría de la normativa nacional e internacional, 
hacen referencia a principios rectores, como imparcialidad, independencia y 
objetividad. La gran parte de estas normas van dirigidas a la función del juez, como 
encargado de la toma de decisiones, sin embargo estos principios también le son 
aplicables a los fiscales, toda vez que sirven de límite al ius puniendi estatal, 
aunque las consecuencias derivadas del incumplimiento a estos principios son 
distintas si se trata del juez o del fiscal.   
 
1.2  JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 
 
El principio de objetividad se encuentra taxativamente tratado en la legislación 
costarricense, sin embargo no ha sido desarrollado doctrinalmente, pues se ha 
fragmentado su estudio en otros principios del derecho, como la proporcionalidad e 
imparcialidad, en especial al momento de fijarse la sanción por parte de los 
Tribunales de Juicio y, por consiguiente, en la función jurisdiccional. Este hecho es 
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el que justifica analizar el principio de objetividad en relación con el Ministerio 
Público, pues considerando las funciones realizada por los y las representantes de 
la Fiscalía, son los primeros actores del proceso penal, siendo su función distinta 
de la de los jueces, por lo tanto entender si se trata de una función meramente 
normativa, sea apegada al principio de legalidad penal, y no de una función moral 
o de un “deber ser”, resulta esencial para alcanzar la madurez que requiere, en la 
actualidad, la administración de justicia, es decir, un Ministerio Público capaz e 
independiente de tomar sus propias decisiones, sujeto a un control de sus 
actuaciones por la actividad jurisdiccional, llamada ésta última a frenar cualquier 
exceso en la actividad desplegada por el Ministerio Público.  
En ese sentido, en relación con el Ministerio Público debe establecerse si el 
principio de objetividad, o la obligación de objetividad según desee observarse, es 
un imperativo legal o se trata de un simple axioma. 
Por lo general, los principios del derecho tienen consecuencias, tanto a nivel 
procesal como para los funcionarios encargados del asunto; por consiguiente, la 
inobservancia de un principio, o bien, la errónea aplicación del mismo, traería 
como consecuencia vicios en los procedimientos y, en caso de ameritarlo, 
sanciones para los funcionarios. 
En el caso del principio de objetividad y su obligación de cumplimiento por parte de 
los y las funcionarias del Ministerio Público no es tan cierta. En primera instancia, 
el deber de objetividad, entendido como la investigación en contra y a favor del 
sospechoso, es una obligación que tiene un sentido práctico sin consecuencias 
legales para el proceso o para el funcionario a cargo de éste. Distinto es el análisis 
de este principio desde la óptica del juez, pues éste podría incurrir en 
responsabilidades administrativas y disciplinarias, además de posibles vicios en el 
procedimiento, lo cual podría influir en sentencias absolutorias, o bien, 
condenatorias dudosas. 
La importancia del estudio del principio de objetividad y si en la práctica realmente 
existe esa obligación por parte de los funcionarios y funcionarias  del Ministerio 
Público, tiene una especial relevancia a nivel criminológico y de efectos mediáticos 
visibles, pues el aumento y persecución de conductas delictivas, sin reparo, o bien, 
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sin cuestionarse desde el inicio del proceso el análisis de la prueba o de la 
tipicidad del asunto, repercute directamente en la sociedad y en el aumento de 
causas llevadas a juicio sin suficiente prueba; por consiguiente, deviene en el 
aumento de sentencias absolutorias, con ello se le causa un grave perjuicio a la 
Administración de Justicia y al Estado en general, pues los recursos deberían 
dirigirse a aquellas investigaciones realmente relevantes, como el crimen 
organizado, la trata de personas, corrupción y el tráfico de drogas.  
 En igual sentido, se expresa el Alfredo Vélez Mariconde (Quiñones & Melgarejo, 
2009), cuando dice:  
 
“Si el Ministerio Público  ejerce una función pública que está perfectamente 
disciplinada por la ley procesal; si carece de todo poder dispositivo; si tiene deber de 
proponer u ofrecer tanto las pruebas de cargo como las de descargo; si debe 
requerir la condena del culpable y la absolución del inocente; y si hasta debe recurrir 
a favor del imputado, siempre que estime injusta la decisión jurisdiccional, parece 
evidente que no puede ser considerado parte en sentido sustancial. Es un sujeto 
imparcial del proceso, a quien se le atribuye la misión de requerir la justa actuación 
de la ley en razón de un interés (el mismo que persigue el órgano jurisdiccional) 
puramente objetivo de la justicia.”   
 
La idea de una parte imparcial es contradictoria porque quien es parte no es 
imparcial, puesto que defiende su propio interés, un interés subjetivo 
completamente extraño al interés objetivo, por la justicia, que el M.P. tiene el deber 
de defender (Quiñones & Melgarejo, 2009) 
 
1.2.1 JUSTIFICACIÓN TEÓRICA 
 
Luigi Ferrajoli (2006) expone los diez axiomas del garantismo penal que 
forman una secuencia lógica donde cada elemento es necesario para la validez del 
siguiente:  
1) Nulla poena sine crimine: Principio de retributividad o de la sucesividad de la pena respecto del 
delito. 2) Nullum crime sine lege: Principio de legalidad, en el sentido lato o en sentido estricto. 3) 
Nulla lex (poenalis) sine necesítate: Principio de necesidad o de economía penal. 4) Nulla necesitas 
sine iudicio: Principio de lesividad o de la ofensividad del acto. 5) Nulla iniuria sine actione: Principio 
de materialidad o de la exterioridad de la acción. 6) Nulla actio sine culpa: Principio de culpabilidad 
o de la responsabilidad personal. 7) Nulla culpa sine indicio: Principio de jurisdiccionalidad, también 
en sentido lato o en sentido estricto. 8) Nullum iudicio sine accusatione: Principio acusatorio o de 
separación entre juez y acusación. 9) Nulla accusatione sine probatione: Principio de la carga de la 
prueba o de verificación. 10) Nulla probatio sine defensione: Principio de contradictorio o de la 




Alfredo Vélez Mariconde (Quiñones & Melgarejo, 2009) caracteriza a la relación 
procesal penal como de derecho público, porque surge de normas jurídicas que 
disciplinan una función exclusiva del Estado, cuyos órganos se inspiran siempre en 
el interés (objetivo) de averiguar la verdad y hacer justicia mediante la actuación de 
la ley sustantiva. Actualmente se concibe al proceso penal como una estructura 
dinámica en la que los órganos de la jurisdicción, acción y defensa ejercen 
poderes emanados de la Constitución, cuya finalidad es provocar la vida del 
proceso en su composición integral, ante el órgano jurisdiccional con potestad de 
aplicar la ley, surgen aquellos órganos requirentes que representan posiciones 
antagónicas y que responden a poderes específicos y determinados, como la 
acción y la defensa.  
 
Entoces, la importancia del tratamiento del tema, valida la investigación en sentido 
teórico y práctico, por a la necesidad del tratamiento del principio de objetivo del 
Fiscal, como un imperativo legal (normativo) y no un “deber ser”, pues en el primer 
sentido, existitía una consecuencia material ante el exceso en su función, mientras 
que el segundo amplía la función sin ninguna consecuencia legal (material) ante su 
inaplicación, lo cual deja por la libre el tema de un “proceso justo”, tal y como lo 
indica la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
1.2.2 JUSTIFICACIÓN PRÁCTICA 
 
En primer lugar, el Ministerio Público es el órgano que por ley, tiene la 
obligación de investigar los delitos de acción pública, de acción pública a instancia 
privada (artículos 17 y 18 del Código Procesal Penal), y debe hacerlo de modo 
"objetivo", es decir, determinando cuáles elementos son justificativos de su acción 
y promoción, así como los eximentes. En segundo lugar, los y las fiscales deben 
garantizar el respeto de los derechos fundamentales de los imputados; la policía 
por su propia naturaleza, tiene una actividad inquisitorial, la que, generalmente, se 
inclina a favor de la acusación, más que eximir de responsabilidad (de ahí la 
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importancia de la dirección funcional a cargo del Ministerio Público) (Campos, 
2000). Por otra parte, la función de garante de los derechos fundamentales no se 
le atribuye a la policía, al contrario, existe la idea de que en dicha sede se 
violentan, por lo que se establecen mecanismos de control, por ejemplo, la 
dirección funcional a cargo del Ministerio Público (Campos, 2000).  
La objetividad del Fiscal ha sido un tema poco controvertido por en los Tribunales 
costarricenses, sin embargo, es importante pues el Ministerio Público da luz o vida 
a las investigaciones criminales, por lo tanto, la respuesta jurídico penal a los 
problemas puestos en su conocimiento deben responder al principio de legalidad y 
a los objetivos planteados por el discurso criminológico, plasmado en las políticas 
de persecución penal. Es ahí donde en todo el ordenamiento jurídico debe 
respetarse este principio, el cual está supeditado a otros de mayor importancia, 
como el principio de legalidad y el principio de inviolabilidad de la defensa. Así lo 
ha determinado la Sala Constitucional (Sentencia número 2005-11916 Sala 
Constitucional de La Corte Suprema de Justicia. San José, a las 08.39 horas, del 2 
de setiembre del 2005): 
 
“Tanto el recurrente, en su condición de representante del querellante, como la  
Fiscal del Ministerio Público, sostienen que sus alegatos obedecen a lo establecido 
en el artículo 292 del Código Procesal Penal, de allí que sus criterios se originan en 
diferentes interpretaciones de este numeral. En lo que interesa, artículo 292 señala 
en su primer párrafo: "El Ministerio Público permitirá la presencia de las partes en 
los actos que practique; asimismo, velará porque su participación no interfiera en el 
normal desarrollo de las actividades”. Ya la Sala ha tenido oportunidad para 
analizar la disposición normativa de cita. En la resolución 2003-11251 de las 14:54 
horas del primero de octubre del dos mil tres, se indicó en lo que interesa: "…Para 
lograr una interpretación armoniosa con los principios que rigen el proceso penal, 
debe responderse las siguientes interrogantes: ¿qué debe entenderse por "permitir 
la presencia de las partes" en los actos que realice el Ministerio Público? ¿Se trata 
de permitir que estén presentes las partes pero que no intervengan o lo hagan en 
forma "pasiva", según los términos utilizados por la Fiscal? Pareciera que no es así. 
Y esa conclusión se deriva de una interpretación lógica del mismo numeral cuando 
indica expresamente que el Ministerio Público deberá velar porque la participación 
de las partes no interfiera en el normal desarrollo del proceso. Este supuesto no 
tendría sentido si la participación de las partes fuera pasiva, en el sentido que lo 
entiende la representante del Ministerio Público, pues de lo contrario ¿cómo podría 
pensarse en que un defensor pueda obstaculizar o interferir en el normal desarrollo 
de una entrevista si ni siquiera se le permite hacer preguntas y su intervención es 
permitida únicamente en forma pasiva? Como bien lo analiza el recurrente, resulta 
claro entonces que cuando el artículo 292 se refiere a la presencia de las partes, no 
basta con ello, sino que tal presencia -de manera inexorable- implica su 
participación activa en el normal desarrollo de las actuaciones que realice el Fiscal. 
Y es que esa presencia de las partes deriva de una principio protegido 
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constitucionalmente, como es el derecho de defensa, de allí que el Fiscal no puede 
vulnerar dicho principio de manera solapada, sea, permitiendo la presencia de un 
defensor en determinado acto como mero formalismo, pero impidiéndole a su vez, 
hacer uso de la palabra para interrogar o aclarar puntos esenciales para la defensa. 
Esta Sala ya se ha pronunciado en relación a lo previsto en el artículo 292 referido 
y ha sostenido que sí existe un derecho a participar activamente en las actuaciones 
del Ministerio Público y que la restricciones que puedan darse a esa participación, 
no pueden ser arbitrarias, discrecionales ni realizadas a priori: "De este modo, 
cuando en el artículo 292 citado se estipula que el Ministerio Público permitirá la 
presencia de las partes en los actos que practique, lo que se colige es una 
obligación para los empleados de ese órgano y de ninguna manera una facultad de 
ejercicio discrecional. Lo que sí autoriza la misma norma es la restricción de la 
participación de las partes, cuando alguna de ellas interfiera en el normal desarrollo 
de las actividades, lo que se refiere, más que nada, a evidentes injerencias o 
entorpecimientos que se produzcan durante la diligencia y que el Fiscal puede 
válidamente detener. (...)IV.- La Fiscal señala en su informe que su acción tuvo 
como motivo una llamada de la ofendida alertándola que el testigo que estaba por 
llegar era objeto de manipulación por parte del encartado. Una situación de esa 
índole conduciría a la aplicación de la última frase del primer párrafo del artículo 
292 si, por ejemplo, durante la entrevista el abogado defensor comenzara a sugerir 
respuestas o amenazara por cualquier otro medio al testigo, obstruyendo la 
comunicación con la funcionaria del Ministerio Público. Sin embargo, no permite la 
norma una valoración a priori sobre la actitud del defensor, como la efectuada por 
la recurrida. Recuérdese que la regla ya enunciada de plena participación de las 
partes en el proceso admite, como única excepción, la prevista en el numeral 296, 
cuando pueda preverse de antemano que la publicidad va a entorpecer el 
descubrimiento de la verdad. El 292, por su parte, simplemente faculta a mantener 
en cauces de normalidad las diligencias que se efectúen." Sala Constitucional, 
sentencia número 07505-98 de las dieciséis horas tres minutos del veintiuno de 
octubre de mil novecientos noventa y ocho.-III.-Desde el punto de vista del 
Ministerio Público, también vale preguntarse, qué perjuicio puede tener el órgano 
requirente por permitir al abogado defensor que acompaña en ese momento a los 
testigos ofrecidos, realizar preguntas para aclarar un punto que considera 
necesario? Al fin y al cabo, tales declaraciones no podrán ser tomadas en cuenta 
en el contradictorio y únicamente son base para sustentar la acusación o bien, la 
resolución que proceda conforme a derecho. Por otro lado, parte de la 
objetividad del Ministerio Público es obtener de un testigo toda la 
información que pueda serle útil y pertinente para lograr la verdad de los 
hechos investigados, de allí que en determinados casos puede resultar de 
suma utilidad la información que brinde un testigo gracias a la intervención 
de la defensa. En este orden de ideas, si el Ministerio Público limita la participación 
de las partes, tal restricción puede darse únicamente en los supuestos del artículo 
292 según la interpretación realizada en el considerando anterior, sea si la 
intervención está interfiriendo en el normal desarrollo de las actividades. IV.- Por 
último, es importante aclarar que el derecho de la defensa de participar en los actos 
que realice el Ministerio Público no se traduce en la obligación de este último de 
dar aviso a las partes cuando vaya a realizar actos de investigación para garantizar 
su presencia. Es claro que -salvo en los casos en los que expresamente se prevé 
su intervención- el Fiscal puede realizar los actos de investigación por sí solo, pues 
lo que se tutela en este caso es la facultad de ejercer el derecho de defensa en 
casos en los que -como éste- resulta claro el deseo de participar en la obtención de 
prueba. Una interpretación contraria, ocasionaría entrabar la actuación del 
Ministerio Público en la fase de investigación, pues se convertiría esta etapa en un 
trámite engorroso en el que para cada actuación que se realice, se le debe dar 
audiencia a las partes. Los lineamientos establecidos son válidos para casos como 
el presente, en el que resulta arbitraria la actuación de la Fiscal, que de manera 
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inmotivada procede a limitar la participación del defensor, sin siquiera tener un 
soporte legal para su actuación y mucho menos, la idea de un Ministerio Público 
imparcial, que ha de regirse por reglas de interpretación restrictiva cuando se 
refiere a limitar el ejercicio de un derecho de la defensa (artículo 2 C.P.P.) y en 
respeto al deber de lealtad, que excluye de por sí, los planteamientos meramente 
formales y el abuso de las facultades que como Fiscal, le otorga el Código Procesal 
Penal (artículo 127). Por las razones expuestas, el recurso ha de ser declarado con 
lugar. Se advierte a la autoridad recurrida no incurrir nuevamente en actuaciones 
como la que origina este amparo.” (El sobresaltado no corresponde al original) 
 
 
En igual sentido, haciendo referencia a un caso en concreto, vía hábeas corpus la 
Sala Constitucional cuestionó la objetividad del Ministerio Público, declarando con 
lugar el recurso, en donde el sospechoso le había sido levantada la prohibición de 
salida del país (Sentencia número 2000-4573, Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justica San José, a las 8.44 horas, del 2 de junio del 2000): 
 
“En todo caso, lo que sí puede afirmarse con certeza en este asunto es que una 
Fiscal del Ministerio Público tuvo conocimiento, con una simple llamada 
telefónica hecha desde el 13 de abril del 2000, que la visa estadounidense 
utilizada por el amparado era auténtica, al punto que le hizo entrega de su 
pasaporte; sin embargo, por motivos que se desconocen ni ella misma 
gestionó ante el despacho el levantamiento de la medida cautelar de 
inmediato, ni ningún otro Fiscal del Ministerio Público procedió de esa 
manera, lo que a juicio de la Sala configura una omisión de ese órgano que 
conlleva el efecto de prolongar una restricción a la libertad ambulatoria del 
amparado arbitrariamente a partir del 13 de abril del 2000 hasta que se ordenó 
su levantamiento y notificó a las autoridades migratorias (deber de objetividad 
del Ministerio Público, artículo 63 Código Procesal Penal). Por lo tanto, solo en 
cuanto a este extremo sí debe estimarse este recurso. Por otra parte, no puede 
omitir la Sala pronunciarse acerca de la inercia del Ministerio Público en resolver 
con la prontitud que el caso amerita la situación jurídica del amparado, puesto que 
ya consta en el expediente suficiente prueba para proceder en ese sentido, pero se 
informa a la Sala que el asunto sigue en investigación, motivo por el cual se ordena 
















Encontrar una definición adecuada de objetividad en el ejercicio de la función del 
Ministerio Público, va más allá de limitarse a indicar que se trata de la obligación 
de investigar no solo en contra del sospechoso, sino también a favor de éste. 
La doctrina y el desarrollo de las ciencias penales no han abarcado el tema de la 
objetividad del Fiscal, quizás por tratarse de una discusión poco pacífica y la 
existencia de límites garantistas en manos del juez penal, sirven como contrapeso 
para frenar cualquier tipo de abuso que se pretenda por parte del ente acusador. 
Así que acuñar un concepto unificado es tarea difícil, por lo tanto lo óptimo es 
desarrollar la investigación desde lo general hacia lo particular, realizando un 
explicación de los modelos procesales penales y su evolución, desgranando cada 
uno de los principios vigentes, así desde un panorama ampliado, se logrará ubicar 
al principio de objetividad, no solo en cabeza del Ministerio Público, sino en todo el 
ordenamiento jurídico, en ese sentido, la búsqueda de jurisprudencia de las Salas 
de Casación así como de la Sala Constitucional, son un parámetro para medir el 
impacto e importancia de este principio en la Administración de Justicia. También, 
el análisis de las directrices de la Fiscalía General de la República en ponderación 
con las potestades y beneficios que puede otorgar en Ministerio Público a los 
acusados (sospechosos, imputados o encausados) debe ser objeto de reflexión, 
pues, en la actualidad, la persecución penal responde a otros intereses distintos, 
como la presión social y la prensa, lo cual deja al descubierto la debilidad de 
ciertos instrumentos otorgados por el ordenamiento jurídico, y que no son 
utilizados pese a existir la potestad legal de aplicarlos a favor de los acusados (por 
ejemplo tenemos el criterio de oportunidad y el sobreseimiento provisional). 
 
Es la objetividad un verdadero principio de aplicación obligatoria para el Fiscal y 
Fiscala, o bien, es una obligación o valor moral a cumplir en la función, ese es el 
centro de la investigación. 
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1.3.2 SUBPROBLEMAS  
 
a) Existen diferencias entre la objetividad del Fiscal e imparcialidad del Juez. 
b) Existe una sanción para el Fiscal en caso de no ser objetivo, es decir haber 
inobservado los principios de objetividad, imparcialidad e independencia. 
c) Existe repercusiones a nivel judicial procesal en caso de no cumplirse con el 
principio de objetividad por parte del Fiscal. 
 
1.4 OBJETIVOS 
1.4.1   OBJETIVOS GENERALES 
 
a) Definir el principio de objetividad del Fiscal y sus diferencias con el de 
imparcialidad del Juez, a la luz de la jurisprudencia y la legislación procesal penal 
vigente en Costa Rica. 
b) Definir el rol del Ministerio Público en el proceso penal como investigador y 
como acusador público. 
c) Establecer las consecuencias jurídicas procesales en caso de no cumplirse 
con el principio de objetividad por parte de los Fiscales del Ministerio Público 
costarricense. 
d) Establecer las consecuencias para las partes involucradas, llámese 
acusado y víctima, en caso de existir una violación al principio de objetividad, por 
parte de los representantes del Ministerio Público de Costa Rica. 
 
1.4.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
a) Analizar los votos considerados relevantes de la Sala Constitucional y la 
Sala Tercera, ambas de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, en relación 
con el principio de objetividad del Fiscal.  
b) Verificar si en el caso del principio de objetividad, existe sanción disciplinaria 
o consecuencias jurídicas para los funcionarios y funcionarias del Ministerio 
Público en caso de incumplirlos.´ 
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c) Indagar si existe la posibilidad de apertura de causas penales en contra de 
los Fiscales, en caso de incumplir con su deber de objetividad, mediante las figuras 
delictivas de: abuso de autoridad, prevaricato, incumplimiento de deberes, o 
cualquier otra figura delictiva análoga existente en el ordenamiento jurídico 
costarricense. 
d) Señalar las consecuencias jurídicas negativas para la Administración de 




Se trata de un análisis descriptivo narrativo, consistiendo en un análisis de la 
literatura sobre el tema en estudio, estableciendo la relación entre los diferentes 
principios generales del derecho y su interacción con el principio de objetividad, 
analizado éste de manera general, así como su interacción con su aplicación 
específica en la función del juez y del fiscal, indicando sus diferencias y similitudes.  
Por otro lado, en lo referente a la aplicación del principio en estudio, a la función 
del Ministerio Público, se individualizarán cada uno de los factores que lo 
componen, para así determinar si se trata de un principio independiente, un valor 
moral o un elemento normativo, para caer en la determinación de acuerdo con el 
análisis de los datos obtenidos, de la importancia de contar con una definición, 
ámbito de aplicación y función a nivel criminológico del principio de objetividad del 
Ministerio Público.  
  
1.5.1 TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Se trata de una investigación de tipo cualitativo, donde se expondrán las diferentes 
posturas doctrinarias, jurisprudenciales y propias, de los principios del Derecho 
Penal estudiados, realizando una definición de cada uno de ellos en los aspectos 
antes indicados, comparándolos entre sí e indicando similitudes y diferencias, en 
aras de analizar en principio de objetividad del Ministerio Público como una forma 
de limitar el poder represivo Estatal y apegarse a investigar aquellas causas 
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verdaderamente importantes para la vida en sociedad.  
 
1.5.2 FUENTES DE INFORMACIÓN 
 
Como fuentes de investigación están los artículos doctrinarios, es decir, 
producciones jurídicas literarias de autores reconocidos, tanto nacionales como 
extranjeros; jurisprudencia de la Sala Constitucional y Sala Tercera de la Corte 
Suprema de Justicia de Costa Rica, que sirven como base para definir el ámbito de 
aplicación de varias normas y principios investigados; artículos revistas de revistas 
especializadas; monografías y trabajos finales de graduación, en los cuales se han 
estudiado los principios jurídicos en análisis; circulares del Ministerio Público de 
Costa Rica; la legislación nacional e internacional vigente en las cuales se definen 
los principios de objetividad e independencia; y recursos electrónicos disponibles 



























2.1 EL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO Y LA 
POLÍTICA CRIMINAL 
 
Como se indicó al inicio del trabajo, en relación con el Ministerio Público, el 
principio de objetividad recae sobre la función de investigar o recolectar pruebas 
en contra y si existieren a favor del investigado (artículo 63 del Código Procesal 
Penal). Con base en  la función del juez, se establece la misma función en cuanto 
a la objetividad (valorar las decisiones favorables y perjudiciales del imputado), 
preservando los principios de igualdad procesal (artículo 6 del Código Procesal 
Penal), así mismo al juez le amparan o cobijan los principios de imparcialidad e 
independencia, los cuales interactúan con el principio de objetividad, situación que 
no ocurre con la función del fiscal. 
En relación con el principio de objetividad y a la política criminal, debe tenerse 
claro como eje de la investigación, es decir, su aplicación criminológica, que este 
principio debe llevar al Ministerio Público a la persecución de las causas jurídico 
penalmente relevantes, que inciden materialmente en el fenómeno delincuencial, 
entre estas pueden mencionarse lo referente al Crimen Organizado (trata de 
personas, blanqueo de capitales, corrupción, evasión fiscal, narcotráfico y 
explotación sexual, entre otras). 
En relación con Política Criminal, el principio de objetividad cobra real importancia, 
pues esta última forma parte de la primera, así ha sido estipulado por el legislador. 
Sin embargo, al ser la política criminal tan amplia, entendida como la interacción 
de factores sociales, ambientales, legislativos y políticos, encaminadas al 
tratamiento del fenómeno delictivo, debe delimitarse el ámbito de estudio de la 
Política Criminal, enfocándose en el análisis del principio de legalidad.  
En la doctrina moderna, al principio de legalidad se le atribuye un fundamento que 
puede ser examinado desde dos vertientes: significado político y significado 
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científico del axioma nullum crimen sine lege (Borja, 2001, p.145). En cuanto al 
fundamento político, se trata de un triunfo del pensamiento de la ilustración, como 
garantizador de certeza en la Ciencia del Derecho. El axioma indicado significa el 
principio de legalidad criminal, es decir nadie puede ser sancionado por un delito, 
si esa conducta previamente no se ha establecido como tal vía legislativa. 
En cuanto al principio de legalidad, como parte del debido proceso ha indicado la 
Sala Constitucional (Sentencia número 1739-1992, Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justica. San José, a las 11.45 horas, del 1º de julio de 1992): 
 
“B) EL DERECHO GENERAL A LA LEGALIDAD: 
Aunque el principio de legalidad y el correspondiente derecho de todas las personas 
a la legalidad -y, desde luego, por encima de todo, a la legalidad y legitimidad 
constitucionales- parecen referirse más a problemas de fondo que procesales, 
tienen sin embargo, repercusiones importantes en el debido proceso, aun en su 
sentido estrictamente procesal. 
En los términos más generales, el principio de legalidad en el estado de derecho 
postula una forma especial de vinculación de las autoridades e instituciones públicas 
al ordenamiento jurídico, a partir de su definición básica según la cual toda autoridad 
o institución pública lo es y solamente puede actuar en la medida en que se 
encuentre apoderada para hacerlo por el mismo ordenamiento, y normalmente a 
texto expreso -para las autoridades e instituciones públicas sólo está permitido lo 
que esté constitucional y legalmente autorizado en forma expresa, y todo lo que no 
les esté autorizado les está vedado-; así como sus dos corolarios más importantes, 
todavía dentro de un orden general: el principio de regulación mínima, que tiene 
especiales exigencias en materia procesal, y el de reserva de ley, que en este 
campos es casi absoluto. En nuestra Constitución Política, el principio general de 
legalidad está consagrado en el artículo 11, y resulta, además, del contexto de éste 
con el 28, que recoge el principio general de libertad -para las personas privadas- y 
garantiza la reserva de ley para regularla, con el 121, especialmente en cuanto 
atribuye a la Asamblea Legislativa competencias exclusivas para legislar (incisos 1º, 
4º y 17), para crear tribunales de justicia y otros organismos públicos (incisos 19 y 
20) y para disponer de la recaudación, destino y uso de los fondos públicos (incisos 
11, 13 y 15); potestades que no pueden delegarse ni, por ende, compartirse con 
ningún otro poder, órgano o entidad (artículo 9º), y que generan consecuencias aun 
más explícitas como las que se recogen en la Ley General de la Administración 
Pública, principalmente en sus artículos 5º y 7º -que definen las jerarquías 
normativas-, 11 -que consagra el principio de legalidad y su corolario de regulación 
mínima-, 19 y 59.1 -que reafirman el principio de reserva de la ley para régimen de 
los derechos fundamentales y para la creación de competencias públicas de efecto 
externo-. Téngase presente, asimismo que en Costa Rica tal reserva de ley está 
confinada a la ley formal emanada del órgano legislativo, por estar prohibida 
constitucionalmente toda delegación entre los poderes públicos (art. 9º), haciendo 
así impensables los actos con valor de ley, por lo menos en situaciones de 
normalidad. 
Es en virtud de la presencia de todos esos elementos del principio de legalidad, que 
prácticamente toda la materia procesal está reservada a la ley formal, es decir, a 
normas emanadas del órgano legislativo y por los procedimientos de formación de 
las leyes, con exclusión total de reglamentos autónomos y casi total de los propios 
reglamentos ejecutivos de las leyes; así como que la ley procesal debe ser 
suficiente para disciplinar el ejercicio de la función jurisdiccional y de la actividad de 
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las partes ante ella, en forma tal que no queden lagunas importantes por llenar 
reglamentaria ni subjetivamente; y, por último, que las exigencias de la ley procesal 
han de tener garantizada eficacia, material y formal, al punto de que en esta materia 
las violaciones a la mera legalidad se convierten, por virtud del principio, 
automáticamente en violaciones al debido proceso, por ende de rango 
constitucional. 
Pero es que, además, las exigencias del principio general de legalidad se extreman 
en el campo del proceso penal, en el cual se manifiestan, amén de en aquellos 
aspectos generales, en los siguientes, entre otros: 
a) En la aplicación de la regla de oro del derecho penal moderno: el principio 
"nullum crimen, nulla poena sine previa lege", recogido en el artículo 30 de la 
Constitución, el cual también obliga, procesalmente, a ordenar toda la causa penal 
sobre la base de esa previa definición legal, que, en esta materia sobre todo, 
excluye totalmente, no sólo los reglamentos u otras normas inferiores a la ley formal, 
sino también todas las fuentes no escritas del derecho, así como toda interpretación 
analógica o extensiva de la ley -sustancial o procesal-; unos y otras en función de 
las garantías debidas al reo, es decir, en la medida en que no lo favorezcan. No es 
ocioso reiterar aquí que el objeto del proceso penal no es el de castigar al 
delincuente sino el de garantizarle un juzgamiento justo. 
b) Cabe también enmarcar aquí, en la medida de su trascendencia procesal, 
principios como el de igualdad y no discriminación, ya mencionados (art. 33 Const.), 
los de irretroactividad de la ley penal en perjuicio del reo y de retroactividad en su 
beneficio (art. 34 id.), el de "indubio pro reo" y la presunción o, más que presunción 
estado de inocencia -ambos derivables también del artículo 39 Constitucional-, en el 
tanto en que deben presidir todas las actuaciones del proceso y, desde luego, la 
sentencia misma. 
 
Como colorario de lo anterior, puede indicarse entonces, en relación con el Código 
Procesal Penal, la existencia de un principio de objetividad en sentido amplio y 
un principio de objetividad en sentido estricto, tal y como ocurre con el 
principio de proporcionalidad. En la primera acepción se encuentra lo referente al 
ordemaniento jurídico en general, como consecuencia de otros principios del 
derecho, y en la segunda interpretación se tendrá entonces a la aplicación del 
principio en el caso en concreto, es decir, a la sujeción de éste, por parte de cada 
uno de los intervinientes en el proceso, con las consecuencias normativas que 
cada uno conlleva (al hablar de sentido escrito, se ubica entonces, la aplicación del 
principio por parte del Ministerio Público). 
Lo anterior lleva a indicar que, en el caso del principio de objetividad, al estar 
explícitamente indicado en el ordenamiento jurídico (derecho positivo), tal y como 
se ha transcrito los artículos del Código Procesal Penal, cumple con lo indicado en 
el principio general de legalidad y por consiguiente debe ser acatado por ser parte 
del debido proceso. Ahora bien, como se ha indicado el análisis doctrinario va 
encaminado a la función jurisdiccional, pues una errónea decisión del juez por 
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omitir valorar prueba a favor del imputado, lo lleva a limitar la libertad de una 
persona, en cambio, si el representante del Ministerio Público omite valorar una 
prueba a favor del imputado y formula así una acusación, o bien, solicita una 
sentencia condenatoria con pena privativa de libertad, está sujeto a la valoración 
jurisdiccional. Así, se indica el deber de objetividad del fiscal en el Código Procesal 
Penal: 
 
ARTÍCULO 63.- Objetividad 
En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará sus actos a un criterio objetivo y velará 
por el cumplimiento efectivo de las garantías que reconocen la Constitución, el Derecho 
Internacional y el Comunitario vigente en el país y la ley. Deberá investigar no sólo las 
circunstancias que permitan comprobar la acusación, sino también las que sirvan para eximir de 
responsabilidad al imputado; asimismo, deberá formular los requerimientos e instancias conforme a 
ese criterio, aun en favor del imputado. 
 
En un trabajo publicado en la revista de la Asociación de Ciencias Penales de 
Costa Rica, la Dra. Mayra Campos Zúñiga, trata indirectamente el tema de la 
objetividad del fiscal, pues analiza la posibilidad de utilizar al fiscal que investigó la 
causa, como testigo en el proceso penal contra el imputado “El tema de la prueba, 
y más específicamente el fiscal como testigo, implica un estudio a profundidad, de 
carácter político criminal, relacionado con la dinámica del nuevo Código Procesal 
Penal. Obliga a cuestionarse cuál es la "nueva política criminal" que busca 
responder a la lucha contra la criminalidad organizada conforme son las 
tendencias del Derecho Penal moderno” (Campos, 2000). Además de importancia 
se destaca: 
 
“En primer lugar, el Ministerio Público es el órgano que, por ley, tiene la obligación 
de investigar los delitos de acción pública, de acción pública a instancia privada, y 
debe hacerlo de modo "objetivo". Es decir, determinando cuáles elementos son 
justificativos de su acción y promoción, así como los eximentes. En segundo lugar, 
los fiscales deben garantizar el respeto de los derechos fundamentales de los 
imputados. 
Aparte de ello, se ha establecido en nuestro sistema procesal un principio esencial, 
que constituye otra limitante, El artículo 127 del código ibídem dispone: "Las partes 
deberán litigar con lealtad, evitando los planteamientos dilatorios, meramente 
formales y cualquier abuso de las facultades que este Código les concede". Es en 
este último párrafo que ubicamos, que al permitir esta "conversión" es un claro 
ejemplo de "abuso de las facultades" que otorga este código. En efecto, el artículo 
62 señala: "El Ministerio Público ejercerá la acción penal en la forma establecida por 
la ley y practicará las diligencias pertinentes y útiles para determinar la existencia 
del hecho delictivo. Tendrá a su cargo la investigación preparatoria, bajo control 
jurisdiccional en los actos que lo requieran. Los representantes del Ministerio 
Público deberán formular sus requerimientos y conclusiones en forma motivada y 
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específica" .Es decir, es una "facultad" —en el entendido de que la opción de los 
criterios de oportunidad excepciona el concepto de deber absoluto de persecución 
penal— que le permite al Ministerio Público identificar las fuentes de prueba que le 
permitan sustentar su hipótesis (sea esta acusatoria o no). Por su parte, el artículo 
63 señala que esta función debe ser objetiva: "En el ejercicio de su función, el 
Ministerio Público adecuará sus actos a un criterio objetivo y velará por el 
cumplimiento efectivo de las garantías que reconocen la Constitución, el Derecho 
Internacional y el Comunitario vigentes en el país y la ley. Deberá investigar no sólo 
las circunstancias que permitan comprobar la acusación, sino también las que sirvan 
para eximir de responsabilidad al imputado; asimismo, deberá formular los 
requerimientos e instancias conforme a ese criterio, aun en favor del imputado". 
Aparte de las razones ya expuestas, al convertirse el fiscal en testigo se 
desnaturaliza el objetivo del juicio, pues no se centra la discusión en determinar la 
existencia del hecho delictivo y la participación del imputado en este, sino más bien 
en corroborar la versión del fiscal o del policía, según el caso. Nos preguntamos, 
¿podrá un fiscal, conforme a los principios de lealtad y objetividad, luego de 
investigar un caso, convertirse en testigo del mismo proceso? ¿Garantiza este 
mecanismo el equilibrio procesal entre parte acusadora y parte acusada? 
¿Constituye este medio una ventaja procesal?” (Campos, 2000, p.p. 103-104) 
 
A manera conclusiva, la Dra. Campos Zúñiga, señala que en un Estado 
Democrático como el nuestro, la participación del fiscal como testigo es contraria a 
los principios de lealtad y objetividad y, por otro lado, le otorga un favorecimiento 
indebido al Ministerio Público ante el más débil del proceso, el imputado. 
Para juristas como Vélez Mariconde y Vicenzo Manzini, el Ministerio Público no 
puede ser parte sustancial, sino sujeto imparcial de la relación procesal (Di Giulio, 
2004), sin embargo para la doctrina dominante, la función de imparcialidad está 
referida a la función jurisdiccional. En ese mismo sentido, Clariá Olmedo se refiere 
al Ministerio Público como “órgano de la acusación” (Di Giulio, 2004). 
La objetividad no es axiológica como lo es la imparcialidad, pareciera tener un 
sentido ontológico. Debe entenderse que para la existencia de una función objetiva 
del Ministerio Público, su función debe estar libre de subjetivismos, prejuicios e 
intereses particulares, debe regirse por la verificación de los hechos y la correcta 
aplicación de la ley.  
Por el principio de objetividad en el ejercicio de las funciones del Ministerio Público, 
debe entenderse la correcta aplicación de la ley y el aseguramiento también, de 
todos los elementos probatorios que favorezcan al imputado; asimismo deben ser 
recogidas las pruebas de cargo y de descargo. El Ministerio Público no tiene como 
misión la simple acusación, sino hallar la verdad de lo sucedido y proponer la 
solución más justa dentro del sistema jurídico positivo, es decir; la restitución de la 
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paz social, la realización del Derecho (Aguiló, 1997).  
En el caso del derecho comparado, la legislación argentina sobre la función del 
Ministerio Público y la protección de intereses sociales indica: “La ley Nª 12.061, 
Orgánica del Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires, en su art. 1 establece que: “…es 
el cuerpo de fiscales, defensores oficiales y asesores de incapaces que encabezado por el 
procurador general, actúa con legitimación plena en defensa de los intereses de la sociedad 
y en resguardo de la vigencia equilibrada de los valores jurídicos consagrados en la 
disposiciones constitucionales y legales”  (Rodríguez, 2005).  
 
Acerca de la objetividad del Ministerio Público la jurista María del Carmen 
Rodríguez señala: 
 
“Por último, así como afirmamos que es incuestionable el rol protagónico del 
Ministerio Fiscal como acusador público, lo cierto es que para que exista una 
convicción requirente, esta debe sustentarse en una investigación que refleje la 
verdad objetiva sobre la materialidad del hecho de origen ilícito y donde la 
recolección de la prueba se halla instrumentado de manera respetuosa de las 
garantías constitucionales del debido proceso. El Agente Fiscal, como investigador, 
dirige desde un primer momento la pesquisa criminal, si bien luego volveremos 
sobre este tema, cabe hacer notar que en esta tarea cuenta con la colaboración de 
la policía en función judicial, la policía judicial y la policía científica.” (Rodríguez, 
2005). 
 
Por su parte, los autores chilenos Mauricio Duce y Cristián Riego revelan tres 
facetas del principio de objetividad:  
 
“1) Pareciera razonable exigir que, en virtud de este principio el Ministerio Público 
deba chequear, mediante su investigación, hipótesis fácticas de exclusión o 
atenuación de responsabilidad plausibles y serias, argumentadas por la defensa, 
con el objetivo de confirmarlas o descartarlas; pero no resultaría razonable que 
investigara todas y cada una de las hipótesis posibles, si ellas no tienen un sustento 
en su propia investigación. El Principio de Objetividad no obliga al Ministerio Público 
a investigar todas y cada una de las innumerables situaciones de hecho que puedan 
excluir o atenuar la responsabilidad del imputado, ya que ello significaría agotar las 
posibilidades reales de actuación de los fiscales, especialmente pensando que 
normalmente las posibilidades de teoría del caso para la defensa resultarían ser 
múltiples. En este sentido, solo sería exigible que investigara aquellas situaciones 
invocadas por la defensa que reúnan elementos mínimos sustentados en la propia 
investigación del Ministerio Público, que le permitan evaluar si se trata de 
situaciones plausibles que ameriten ser revisadas. Esta manifestación de la 
objetividad podría denominarse como deber de profesionalismo del Ministerio 
Público en la investigación.  
 
2) Este principio debiera imponer un deber de lealtad del Ministerio Público para con 
la defensa, deber que se traduce, entre otras cosas, en que este no debe esconder 
información disponible que pueda favorecer a esta y en su deber de mostrar las 
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cartas en forma oportuna para que la defensa pueda prepararse adecuadamente. Lo 
contrario, es decir la ocultación de evidencias, la estrategia astuta (pero dentro de la 
buena fe), es propio del litigante en el proceso civil, donde hay intereses privados y 
partes propiamente dichas.  
 
3) Este principio debiera imponer el deber del Ministerio Público de actuar de buena 
fe durante todo el procedimiento, evitando que las reglas de un juego justo sean 
vulneradas. El Ministerio Público debe siempre resguardar que se mantenga vigente 
la posibilidad de que defensa pueda actuar eficazmente a favor de sus intereses” 
(Duce & Riego, 2002). 
 
En ese mismo sentido, la Corte Suprema de Justicia de Chile (Santiago, 20 de 
setiembre del 2004) ha analizado el principio de objetividad del Ministerio Público 
(en el caso chileno), tratándolo como un axioma, sin embargo contrario a la 
postura sostenida, es decir, a que debe ser tratado desde un punto de vista 
ontológico, es importante rescatar varios puntos relevantes del fallo referido: 
 
“En los antecedentes rol único 0210001533-4 e interno del tribunal 44-2004 se 
registra la sentencia dictada por el Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Copiapó el 
dieciséis de julio recién pasado, que impuso al acusado M.J. G. dos penas de 
quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio cada una y 
multa de once Unidades Tributarias Mensuales, con sus respectivas accesorias, por 
su responsabilidad de autor de dos delitos de giro doloso de cheques en perjuicio de 
la sociedad "All Macigos S.A.", perpetrados el veinte de marzo de dos mil dos en 
esa ciudad; además del pago de las costas de la causa, otorgándosele el beneficio 
de la remisión condicional de la pena contemplado en la ley Nº 18.216, pero también 
se le ordenó satisfacer el capital de los instrumentos mercantiles materia de autos, 
más los correspondientes intereses, con las costas pertinentes. 
En contra de este fallo la abogada Daniela Horvitz Lennon, en representación de 
dicho sentenciado y en su calidad de defensora penal privada interpuso recurso de 
nulidad, fundamentándolo en la causal de la letra a) del artículo 373 del Código 
Procesal Penal, pues, denuncia ausencia de defensa técnica durante la tramitación 
del proceso y vulneración al principio de objetividad, por parte del Ministerio Público. 
Pide tener por interpuesto recurso de nulidad en contra del juicio oral y la sentencia, 





Tercero: Que en lo que toca al principio de objetividad, la recurrente reclama 
que la fiscalía conculcó las disposiciones contenidas en los artículos 3º de la 
Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público y del Código 
Procedimental Penal, así como el 77 de esta última recopilación, donde se 
establece la obligación del persecutor de dirigir las pesquisas también hacia 
los hechos que acrediten la inocencia del inculpado, pues debe obtener todo 
el material de descargo y velar porque ninguno de los derechos procesales del 
agente sea ignorado, lo que, como ya se dijo, fue declarado por el propio fiscal 
en la audiencia de formalización, donde expresó que iba a cometerse a la 
indagación de la compra de plantas enfermas, pero jamás citó a los peritos ni 
a los testigos individualizados por el acusado, razones por las cuales pide se 
manifieste que se ha infringido el derecho a la defensa que garantiza nuestra 
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Carta Magna, así como el principio de objetividad. Pide se declare, en 
definitiva la nulidad del juicio oral y se ordene que el procedimiento se 
retrotraiga a la etapa de instrucción. 
Cuarto: Que a partir del citado artículo 19, Nº 3º, inciso 2º, de la Constitución Política 
de la República nuestro actual régimen legal garantiza a todas las personas el 
derecho a contar con la defensa jurídica técnica que la ley señale, sin que autoridad 
o individuo alguno pueda impedir, restringir o perturbar la debida intervención del 
letrado si hubiere sido impetrada, regla que se repite en diversos preceptos del 
nuevo estatuto de enjuiciamiento criminal. 
Precisando lo anterior, la garantía de nuestra Carta Magna consiste, en primer lugar, 
que cualquiera persona pueda contar con una defensa jurídica y también le asegura 
su conveniente ejercicio en el conflicto en orden a que desarrolle dicho profesional 
su defensa con la debida libertad para hacer valer sus pretensiones y excepciones, 
sin que para estos efectos se vea afectado por actos de otros que le impidan, 
restrinjan o perturben esa actividad, situaciones que en caso alguno pueden 
producirse con respecto de los defectos que critica el recurso y que conciernen a la 
forma de actuar de los juristas en el procedimiento, desde el momento que cada 
defensor es libre de elegir la estrategia procesal que estime conducente a los fines 
correspondientes, máxime si se tiene en cuenta que fueron abogados quienes 
defendieron al convicto, que asistieron a todas y cada una de las audiencias fijadas, 
ofrecieron y rindieron prueba e interrogaron testigos, no pudiendo, en consecuencia, 
entrar a pronunciarse acerca de la calidad de la defensa, por ser una cuestión que 
abiertamente excede las facultades de este tribunal. 
Quinto: Que en el evento sub lite, no se ha cuestionado que en este conflicto se 
haya expuesto al querellado a defender sus pretensiones en un procedimiento 
irracional o injusto, sin otorgarle sensatas posibilidades de defensa, lo que es el 
complemento necesario para la observancia de la garantía constitucional invocada y 
que es en definitiva su acatamiento el que autoriza la intervención de esta Corte. 
Sexto: Que en lo que atañe a la contravención del principio de objetividad que 
gobierna al Ministerio Público, es menester destacar que dicha máxima no se 
encuentra dentro de las garantías constitucionales que nuestra Carta 
Fundamental consagra, sino que conforma uno de los criterios que orientan la 
instrucción criminal y es una obligación del fiscal enmarcar su actuación 
dentro de dicho axioma, bajo su propia responsabilidad y con las sanciones 
que la ley asigna al efecto, entre las que no se contiene la anulación del juicio 
por desconocimiento de dicha norma, en caso de haber existido, más aún si 
se repara en la carencia de pautas, parámetros o instrucciones de índole 
reglamentario para determinarlo. 
Séptimo: Que, a mayor abundamiento, cabe aclarar que la situación que la 
recurrente esgrime como agraviante al adagio de objetividad, consiste en la 
falta de citación de los peritos referidos por el querellado en su declaración 
indagatoria voluntaria prestada ante el fiscal el veinte de septiembre de dos 
mil dos, para dar cuenta de un hecho que es ajeno a la averiguación misma, 
como son las malas condiciones de las plantas entregadas por el querellante, 
en circunstancias que el objeto del pleito propiamente dice relación con el no 
pago de los efectos de comercio, una de cuyas características singulares 
consiste en la de ser títulos abstractos independientes de la causa que les dio 
origen, por lo que no resulta razonable indagar todas y cada una de las 
hipótesis planteadas cuando no ostentan un sustento en las propias 
pesquisas del Ministerio Público”  (El sobresaltado y subrayado es 
propio)(Chile, 2004).  
 
Sobre el fallo referido es importante rescatar dos aspectos, coincide la legislación 
chilena con la costarricense, en que el principio de objetividad no se encuentra 
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taxativamente indicado en la Constitución Política, por otro lado, cuando el fallo 
referido indica “bajo su propia responsabilidad y con las sanciones que la ley 
asigna al efecto”, en cuanto a la observancia o no del principio de objetividad, 
señala la responsabilidad del funcionario (Fiscal) por sus actuaciones, y también 
consecuencias de éstas. En el caso costarricense no existe una sanción específica 
por violentar el principio de objetividad por parte de los y las representantes del 
Ministerio Público, entonces deben cuestionarse ¿qué pasaría en nuestro 
ordenamiento si se presentara un caso como el reseñado?, la respuesta es 
sencilla; al contar con un sistema de libertad probatoria y de libre valoración de la 
prueba, en caso de existir un vicio por falta de objetividad en el momento de 
incorporar prueba al juicio, quien juzga debe valorar tanto la prueba que beneficie y 
perjudique al imputado, y de ahí extraer el juicio de reproche quebrantando el 
estado de inocencia, o bien, absolver de responsabilidad penal; sin embargo, el 
sólo hecho de no existir una investigación objetiva no es motivo para formular un 
recurso de casación (al menos no está así previsto en los artículos 458 y 
siguientes del Código Procesal Penal), empero sí puede recurrirse en cuanto a la 
vulneración de otros principios fundamentales. 
 
2.1.1 INDEPENDENCIA JUDICIAL Y EL MINISTERIO PÚBLICO 
 
Acerca de la relación de la Independencia Judicial y el Ministerio Público, primero 
debe delimitarse los alcances y conceptos de la primera, para relacionarlos con la 
estructura del Ministerio Público y su ubicación dentro del Poder Judicial 
costarricense. Al respecto, la Sala Constitucional se ha pronunciado, en varias 
ocasiones, sobre el principio de independencia: 
 
“Vale la ocasión para recordar que, respecto de la independencia judicial, esta Sala 
ha expresado que: 
"La independencia del Poder Judicial se encuentra garantizada constitucionalmente 
en los artículos 9 y 154. También la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, normativa de rango internacional de aplicación directa en nuestro país se 
refiere al tema. La Convención Americana sobre Derechos Humanos establece la 
independencia del juez como un derecho humano, al disponer en el artículo 8.1 que: 
“1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
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penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral o de cualquier otro carácter..." 
La independencia del Órgano Judicial se plantea hacia lo externo. El Órgano 
Judicial es independiente frente a los otros Poderes del Estado, no así el juez cuya 
independencia debe ser analizada de una forma más compleja. Pero cuando se 
asegura que un Poder Judicial es independiente, lo mismo se debe predicar de sus 
jueces, pues éstos son los que deben hacer realidad la función a aquél 
encomendada (...).- La independencia que verdaderamente debe interesar -sin 
restarle importancia a la del Órgano Judicial- es la del juez, relacionada con el caso 
concreto, pues ella es la que funciona como garantía ciudadana, en los términos de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos.". 
 "Para el caso que nos ocupa, interesa referirse al tema de la independencia de los 
jueces frente a sus superiores y frente a la legislación. En el primer caso, por cuanto 
en el ámbito latinoamericano existe la tradición de aceptar como válida y aún 
exigible la fiscalización de los superiores sobre la labor, que en lo judicial 
desempeñan los jueces de rango inferior, y el tratar de que los criterios de aquéllos 
sean los que informen la acción del “subalterno”; y en el segundo, porque la forma 
en que se legisle sobre la organización de los tribunales y el procedimiento a aplicar 
al administrar justicia en el caso concreto, inciden directamente en el reconocimiento 
de una mayor o menor independencia de los jueces. Por otra parte, la organización 
vertical del Poder Judicial también favorece la intervención sobre los jueces de 
rango inferior. En forma equivocada se estima que la existencia de los recursos 
conlleva a que los tribunales deban estar organizados verticalmente, sea con 
superiores que conozcan de esos recursos, cuando en realidad lo único que se 
pretende es establecer un sistema que pueda superar el error en que 
frecuentemente cae el ser humano.  La propia nomenclatura acepta esa dirección, 
existen Cortes Supremas, Tribunales Supremos y Tribunales Superiores, por 
ejemplo, cuando en realidad lo que se da es una distribución de la competencia por 
razones de la materia, la cuantía o el territorio. La jurisdicción es una sola y se la 
distribuyen los diferentes tribunales según las reglas de competencia previamente 
establecidas. Es de recordar que los recursos no aparecieron históricamente como 
una garantía, sino como una forma de fiscalizar la actuación de los inferiores; su 
origen lo encontramos en el sistema inquisitivo, como medio para posibilitar la 
fiscalización de los superiores de la actuación de los inferiores, pues la actuación de 
los primeros -por estar más cerca de quien delegó la administración de la justicia- es 
la que realmente resulta válida para el sistema, ello conllevó también a que el 
órgano judicial se organizara verticalmente, en instancias, con superiores e 
inferiores, pero la situación ha cambiado radicalmente al presente, en que los 
recursos son conceptualizados como una garantía de las partes y en tal razón la 
organización de los tribunales puede ser variada con base a distribución de 
funciones y a criterios de horizontalidad. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en su artículo 8.2.h señala el derecho de recurrir del fallo, para toda 
persona inculpada de delito, como una garantía.  No obstante que en la formula 
empleada en la Convención se utiliza el calificativo de superior para el juez o 
tribunal que conozca del recurso, no creo que con ello  se haya optado por una 
organización jerarquizada de los jueces -herencia de los sistemas autoritarios que 
nos heredó la Corona Española-, simplemente, parece que el legislador 
convencional utilizó la terminología propia -en América- al momento en que se 
aprobó la Convención (1969), sin esforzarse por analizar el tema y optar por una 
terminología propia de un sistema más democrático de organización judicial, con 
estructuras más horizontales y distribución de competencias por materia, territorio y 
cuantía, con el término superior sólo se pretendió señalar que quien conoce del 
recurso tiene el poder suficiente para resolver en forma contraria a como lo hizo 
quien resolvió inicialmente." 
IV.- Queda claro entonces que para la Sala el ejercicio constitucionalmente 
adecuado de la función de juzgar, incluye necesariamente la independencia del 
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juzgador en la apreciación de los hechos y la interpretación del derecho, no obstante 
que -debe reconocerse- tal característica no es irrestricta, sino que está acotada por 
situaciones del más diverso carácter, todas vinculantes para el juzgador, como por 
ejemplo, las normas estatuidas en la Constitución y la Ley, o el obligado 
seguimiento de las reglas de razonamiento o reglas para el conocimiento, que 
hayan sido aceptadas dentro de un particular ordenamiento jurídico y sujeto lo 
anterior a la responsabilidad -aún personal- por la actuación del funcionario.- Tal 
independencia en la función de juzgar no está amenazada en este caso por la 
resolución cuestionada porque en ella no se obliga al Juez a tomar determinada 
decisión; la parte considerativa, que incluye la desautorización de los argumentos y 
razones del Juez consultante, tiene claramente el objetivo de fundar la revocatoria 
que se hace del rechazo del sobreseimiento provisional, y si -tal como parece- el 
Tribunal incumplió con el deber de pronunciarse  sobre la cuestión de fondo del 
recurso, ello no podría servir de base para promover -por parte del Tribunal- y 
aceptar -por parte del Juez- que se coarte la independencia de este último para 
valorar los hechos y interpretar el derecho de la forma que el juez estime es la 
correcta, para arribar a la decisión más justa en cada caso concreto sometido a su 
conocimiento.” (Resolución número 6759-98, Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. San José, de las 15.51 horas, del 22 de 
setiembre de 1998).  
 
Cuando se habla de Independencia Judicial, se refiere al libre ejercicio de la 
administración de justicia, exenta de presiones a nivel político, económico, o de 
cualquier otro tipo, tanto en a lo interno como a lo externo del Poder Judicial, 
también responde la independencia al derecho general a la justicia, como principio 
rector en un Estado Democrático de Derecho (sic): 
 
“A) EL DERECHO GENERAL A LA JUSTICIA: En la base de todo orden procesal 
está el principio y, con él, el derecho fundamental a la justicia, entendida como la 
existencia y disponibilidad de un sistema de administración de la justicia, valga 
decir, de un conjunto de mecanismos idóneos para el ejercicio de la función 
jurisdiccional del Estado -declarar el derecho controvertido o restablecer el violado, 
interpretándolo y aplicándolo imparcialmente en los casos concretos-; lo cual 
comprende, a su vez, un conjunto de órganos judiciales independientes 
especializados en ese ejercicio, la disponibilidad de ese aparato para resolver los 
conflictos y corregir los entuertos que origina la vida social, en forma civilizada y 
eficaz, y el acceso garantizado a esa justicia para todas las personas, en 
condiciones de igualdad y sin discriminación. 
a) En este primer sentido, pues, el debido proceso tiene, ante todo, 
dimensiones programáticas, no por esta menos vinculantes jurídicamente, que 
exigen la existencia, suficiencia y eficacia de un sistema judicial y procesal idóneo 
para garantizar precisamente ese derecho fundamental a la justicia, que no es, por 
otra parte, más que una consecuencia del monopolio de la fuerza, asumido por el 
Estado, y la más importante manifestación del derecho de petición, que en Costa 
Rica se consagra, en los artículos 27 -en general- y 41 -en especial- de la 
Constitución, conforme a los cuales: 
  "Artículo 27 - Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o 
colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener 
pronta resolución". 
  "Artículo 41 - Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación 
para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses 
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morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida y en estricta conformidad con las 
leyes". 
b) Pero tiene también otras implicaciones aun más inmediatamente exigibles, 
las cuales pueden, a su vez, atañer al sistema mismo de administración de la 
justicia, en sí, o al derecho de acceso a la justicia para todas las personas: 
 1. Pertenecen a lo primero, varios postulados que, por cierto, aun distan de 
ser plena realidad, incluso en los ordenamientos más adelantados, aunque en Costa 
Rica sí han venido alcanzando, progresivamente, por lo menos avances 
importantes, como son: ante todo, la total independencia, incluso económica, del 
sistema judicial -independencia que, por cierto, se trató de recoger en el artículo 
177.2, según reforma de ley 2122 de 22 de mayo de 1957, si bien ha requerido de 
un largo esfuerzo de consolidación, no totalmente logrado todavía-, y además, la 
exclusividad y universalidad de la función jurisdiccional en manos de los tribunales 
de justicia resultante de los artículos 152, 153, 156 y 35 de la Constitución. En este 
sentido, ya esta Sala, en su sentencia Nº 1148-90 de las 17:00 horas del 21 de 
setiembre de 1990, declaró expresamente que en nuestro ordenamiento 
constitucional la jurisdicción judicial es exclusiva y universal: exclusiva, en cuanto 
que sólo puede ser ejercida por tribunales dependientes del Poder Judicial, y 
universal, en cuanto que no puede haber materias ni actos inmunes o no justiciables 
... ni siquiera los llamados de gobierno, ya que, si bien éstos no son anulables 
judicialmente, lo cierto es que las únicas dos categorías que reconoce nuestra 
legislación -los actos de relación entre los poderes públicos y los atinentes a las 
relaciones internacionales- están siempre sujetos al contralor judicial, sólo sea 
limitadamente para constatar su legitimidad e imponer la correspondiente 
indemnización (artículo 4º inciso b) de la Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa); porque, por lo demás, la inmunidad de los miembros 
de los Supremos Poderes, además de establecida por la propia Constitución, no 
constituye propiamente una excepción a la exclusividad y universalidad de la 
justicia, desde que se trata, precisamente, de un mero requisito de procedibilidad, 
que, además, lejos de excluir la competencia de los tribunales, la confirma, para una 
vez desaforados aquellos funcionarios mediante un "antejuicio". 
 2. Y pertenecen a los segundo -derecho de todos por igual a acceder a la 
justicia-, además del genérico derecho de petición del artículo 27 y del específico 
derecho a la justicia del artículo 41 de la Constitución ya citados, una serie de 
atributos complementarios -pero también fundamentales-, entre los cuales: 
  (i) el derecho y principio generales de igualdad -y su contrapartida de no 
discriminación-, que recoge el artículo 33 de la Constitución, así como todos los 
instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos, por ejemplo los artículos 
1.1 y 24 de la Convención Americana, con la particularidad de que la dualidad de 
éstos demuestra que la igualdad, además de criterio de interpretación y aplicación 
de los derechos fundamentales, es ella misma un derecho fundamental, de modo 
que también se viola éste cuando se discrimina respecto de derechos no 
fundamentales; principio y derecho que, si bien no son incompatibles con ciertas 
distinciones razonables conforme a la máxima de "igualdad para los iguales y 
desigualdad para los desiguales", también conocido como principio de igualdad 
sustancial, en materia penal no parece permitir ninguna posible distinción; 
  (ii) En general, el acceso universal a la justicia para toda persona, 
indiferentemente de su sexo, edad, color, nacionalidad, origen o antecedentes, o 
cualquier otra condición social, todo lo cual plantea, a su vez, consecuencias que no 
es necesario examinar aquí por no estar implicadas directamente en el caso en 
consulta, como la gratuidad de la justicia, el informalismo, etc.” l” (Resolución 
número 1739-92, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justica. San José, a 
las 11.45 horas del 1º de julio de 1992) 
 
En países como Colombia (Justicia, 2005), se ha cuestionado la labor objetiva del 
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Ministerio Público en cuanto a su independencia, enfocándose en presiones 
internas y externas. En el caso particular colombiano por su situación política, 
diversos informes han señalado presiones a nivel del Poder Ejecutivo y Legislativo, 
sobre todo, en cuanto a los nombramientos de los miembros del Ministerio Público; 
en cuanto a las presiones externas, se señalan factores relacionados con la 
violencia, amenazas, guerrillas y secuestros. Esta situación no es la costarricense 
vivida en la actualidad, sin embargo es rescatable el hecho de que en el Poder 
Judicial no existe la denominada “Carrera Fiscal”, como sí ocurre con la función 
jurisdiccional a través del Consejo de la Judicatura y la Carrera Judicial, esto en el 
entendido de la selección para optar por el cargo de Fiscal y Fiscala del Ministerio 
Público. 
 
Situación similar ocurre con el Salvador, donde existe una democracia inestable 
producto de años en la llamada “guerra de guerrillas”, siendo que en los informes 
de la Comisión de Derechos Humanos se ha cuestionado el funcionamiento del 
aparato judicial (sic):  
..”Sin embargo tal respuesta amerita una explicación más detallada. Es necesario 
señalar que decisiones internacionales han existido, contra El Salvador, desde fines 
de la década de 1970-1980, y durante toda la década 1980-1990, especialmente en 
el desarrollo de la guerra, decisiones provenientes fundamentalmente de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas. Sin embargo, siendo un hecho que durante esos 
períodos la independencia judicial no existía (como lo demostró y concluyó el 
informe de la Comisión de la Verdad), no puede considerarse que las decisiones 
internacionales en esos momentos hayan influido positivamente en el fortalecimiento 
de la independencia judicial. Sin embargo, luego de la firma de los Acuerdos de Paz, 
el panorama comienza a cambiar y a ser más receptivo de la observación 
internacional. Sin embargo, apenas ha comenzado a darse pasos en esa dirección, 
y no se puede decir que existan decisiones internacionales que hayan motivado el 
fortalecimiento de la independencia judicial, en parte por la escasa capacitación 
sobre derecho inter-nacional que tienen todos los abogados y abogadas 
salvadoreñas, incluyendo a toda la planta de jueces, y, en segundo lugar, porque 
existe una arraigada idea que por tener el Presidente de la República la atribución 
de dirigir las relaciones internacionales, todo lo relacionado con decisiones 
internacionales y su impacto en el país, será mediatizado por él.  
Dos resoluciones internacionales recientes, sobre casos que cuestionaban la 
independencia judicial, y donde se recomendaba la reapertura de los casos y el 
sometimiento de los responsables a un juicio justo (resoluciones de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en los casos de la muerte de Ignacio 
Ellacuría y otros miembros de la Compañía de Jesús y sus colaboradoras, y la 
muerte de Monseñor Oscar Arnulfo Romero), no provocaron la reapertura de los 
casos ni incidieron en la independencia judicial, pues la reacción nacional ante esas 
recomendaciones fue centralizada por el Presidente de la República. En este 
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ámbito, la judicatura manifiesta total dependencia a decisiones políticas del Órgano 
Ejecutivo (Diaz & Urquilla, 2000). 
  
En el caso costarricense, no se ha cuestionado a lo interno la independencia del 
Ministerio Público, pues se goza de una estabilidad democrática, siendo que las 
presiones externas pueden limitarse al “escándalo público”, presión social y 
manifestaciones políticas, fuera del Poder Judicial, sobre todo de la prensa, 
solicitándole a la Fiscalía medidas más efectivas, tal vez en los últimos años la 
única respuesta del Poder Judicial a estas presiones es la creación y 
establecimiento de “Tribunales de Flagrancia”. Tal vez amenaza o presiones 
personales ante los y las miembros del Ministerio Público, podrían afectar la 
estabilidad de la institución pues las bases son de un personal con mística y de 
amplia trayectoria judicial, como se indicó líneas antes, el fortalecimiento del 
Ministerio Público debe darse con su independencia del Poder Judicial, 
reconocimiento de rango constitucional y creación de la Carrera Fiscal, el 
establecimiento de formas de protección para los y las Fiscales (no figurar en los 
registros telefónicos, direcciones, o datos personales disponibles a terceros), uno 
de los mayores ataques a la independencia (se entiende por independencia del 
Ministerio Público, como institución democrática, no del criterio de sus miembros) y 
objetividad de sus miembros, es un proyecto de Ley para la reforma del Ministerio 
Público, donde sin ningún estudio técnico pretendía sacarse a la mayoría de sus 
miembros, quienes para el momento histórico en que se da el proyecto, formaban 
parte de investigaciones contra ex presidentes de la República y ex miembros de 
diferentes Instituciones Autónomas relacionados con casos de corrupción.  
Tal es el caso del expediente legislativo número 16860 (proyecto de Ley para la 
Independencia del Ministerio Público), en su exposición de motivos indicaba (sic):  
 
“Como legislador siento una enorme preocupación porque exista un adecuado 
control de las actuaciones de los funcionarios de todo rango o nivel de nuestro país, 
de tal forma que estén sujetas a un examen objetivo e independiente, por parte de la 
opinión pública y de los sistemas de control existentes, la administración de justicia 
no escapa a esta posibilidad de análisis, y de esto se trata esta iniciativa de ley. 
Recientemente ha sido del conocimiento del país en general los resultados de la 
gestión de la Fiscalía General de la República, los números son alarmantes, la 
impunidad registra su nivel más alto de nuestra historia: un 93%. En el 2006 se 
registra la tasa más alta de robos y la más baja en condenas. Solo 2 de cada 100 
denuncias reciben sentencia condenatoria. Existe un sentimiento generalizado de 
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deterioro en la justicia y aumento en la inseguridad. 
A pesar de estas cifras la Corte Plena no ha asumido el rol que le corresponde, y no 
ha emanado de ella la toma de decisiones que reviertan esta tendencia, como le 
correspondería actuar a cualquier jerarca sobre sus subalternos cuando no cumplen 
con las funciones encomendadas por ley. Se pretende dotar de independencia 
administrativa y presupuestaria, para que la relación de jerarquía no sea un 
obstáculo en la toma de decisiones oportunas. 
Como legislador he visto como en el último año denuncias serias y fundamentadas 
que han presentado contra el actual Fiscal General de la República ante la Corte 
Plena del Poder Judicial, han terminado en el archivo, las cuales si se hubiesen 
presentado contra cualquier otro funcionario público habría representado el cese del 
cargo.  Así por ejemplo: un grupo de policías del OIJ denunciaron ante la Corte 
Plena al Fiscal General de la República por el mal uso de los recursos públicos y el 
abuso en el ejercicio del poder; sin embargo, los sancionados fueron los mismos 
denunciantes.  Personalmente denuncié con documentación en mano la desviación 
de fondos públicos por parte del Fiscal General, los cuales debían utilizarse única y 
exclusivamente en la lucha contra las drogas; sin embargo, la Corte Plena exoneró 
de toda responsabilidad al Fiscal General, por una acción que cualquier otro 
funcionario público hubiera terminado en la cárcel. 
Pienso que debe hacerse un esfuerzo por darle a la Fiscalía General de la 
República credibilidad pero, sobre todo, por brindarle independencia para el 
desarrollo de sus funciones, pero paralelo a ello, crear un mecanismo de control 
interno, rápido y efectivo, que oriente adecuadamente el funcionamiento de la 
Fiscalía General. 
En nuestro país el Fiscal General de la República es nombrado por la Corte Plena, 
pero también es él quién conoce de las denuncias que se presenten contra los 
magistrados.  Lo cual convierte el tema en delicado y susceptible de incurrir, bajo 
ciertas circunstancias, de omitir actuaciones por intereses que no son 
necesariamente los más sanos.  Lo descrito nos hace desconfiar del criterio que se 
esté aplicando para el nombramiento de un cargo tan importante y de tanta 
trascendencia para nuestro país.  Se propone que sea la Asamblea Legislativa 
quien lo nombre, esto por cuanto en nuestro país sobre el Parlamento existe un 
enorme control por parte de la opinión pública. 
Esta iniciativa de ley pretende entre otras cosas: 
1.- Independizar el Ministerio Público del Poder Judicial, dotándolo de 
independencia administrativa y presupuestaria, con una definición clara de sus 
competencias (artículo 1). 
2.- Que el nombramiento del fiscal general lo realice la Asamblea Legislativa, 
con votación calificada por períodos de 4 años (artículo 26). 
3.- La creación de una auditoría fuerte que permita garantizar que las 
actuaciones del Ministerio Público sean ajustadas a nuestro régimen de derecho 
(artículo 55). 
4.- El proyecto incluye sanciones fuertes para aquellos funcionarios que 
aprovechándose de su cargo, cometan excesos en el ejercicio de sus funciones, en 
perjuicio de los más elementales derechos constitucionales penales de los 
imputados (artículo 10).” 
 
De la exposición de motivos del proyecto citado, es importante rescatar dos 
puntos, el primero es un discurso efectivista, es decir, la utilidad de mantener al 
Ministerio Público dentro del Poder Judicial, va a depender de la cantidad de 
condenas respecto de las denuncias presentadas, esto colocaría a la Fiscalía en 
un plano meramente estadístico, donde no podrían ponderarse otras variables. Por 
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otro lado, plantea la injerencia de la Asamblea Legislativa en el nombramiento del 
Fiscal General, y en el control de las actuaciones de la Fiscalía, lo cual atenta 
contra la independencia funcional, pues se vería seriamente comprometida la 
imposición de funcionarios parcializados con ciertos sectores políticos, pues no se 
hace referencia, tal y como está actualmente en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, a la prohibición de participar en actos de índole político electoral.  
Tal y como se indicaba, parte de los elementos cuestionables de dicho proyecto de 
ley, era la remoción tácita de quienes ocupaban los cargo de Fiscales, pues pese a 
que estuvieran en propiedad, o bien, con derechos laborales adquiridos en el 
ejercicio de la función pública, éstos no serían del todo respetados, así se indicaba 
en las disposiciones transitorias: 
 
…”TRANSITORIO I.- Dentro de los tres meses posteriores a la publicación de 
esta Ley la Asamblea Legislativa deberá nombrar al fiscal general de la República. 
TRANSITORIO II.- Los cargos de fiscal del Ministerio Público saldrán a 
concurso de oposición en un plazo no mayor de un año a partir de la vigencia de 
esta Ley. Mientras ello ocurre, quienes estén ocupando tales posiciones continuarán 
en ellas.  Si hubieren cumplido diez años de servicios en el Ministerio Público, serán 
evaluados por una comisión designada por el fiscal general de la República.  De 
aprobar dicha evaluación, estarán exceptuados del concurso de oposición.” 
 
En varios casos llevados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Humanos, 2008), han sido cuestionados los sistemas latinoamericanos, por 
violación a la independencia judicial, mediante la intromisión de otros Poderes en 
la función Judicial, también el sistema de nombramientos de los y las funcionarias, 
así mismo sobre las garantías laborales que deben gozar quienes ocupen ciertos 
cargos dentro del Poder Judicial, resoluciones que debería el Poder Judicial 
costarricense tomar en cuenta, para evitar futuros conflictos ante el Sistema 
Interamericano. Si bien la idea de sacar al Ministerio Público del Poder Judicial, 
contextualiza al proyecto de ley citado, dentro de la búsqueda de la independencia 
del mismo, para cumplir una verdadera función objetiva (normativista e imparcial); 
lo cierto del caso es que pareciera se pretende adscribir (tácitamente) a la Fiscalía 
al Poder Legislativo, mediante el nombramiento del Fiscal General, pues contrario 
a como ocurre con el nombramiento de las Magistraturas, se trata de miembros de 
un Supremo Poder Independiente. Incorpora un elemento importante como lo es 
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una Auditoría y se establecen sanciones al exceso en las funciones por parte de 
los miembros del Ministerio Público, lo cual vislumbra una primera aproximación a 
una sanción por incumplimiento al principio de objetividad, empero está teñida de 
un alto contenido político, lo cual serviría como mampara para entrabar el proceso 
de investigación, contraer la labor de la Fiscalía otorgándole una independencia 
formal pero no material. Entre los artículos importantes de resaltar se encuentran 
los siguientes (sic):  
 
“ARTÍCULO 1.- El Ministerio Público es persona jurídica de Derecho público, 
autónoma e independiente de los demás órganos del poder público en lo 
administrativo y presupuestario. 
Sin menoscabo de su autonomía e independencia, el Ministerio Público colaborará 
en el ejercicio de las facultades de investigación que corresponden a la Asamblea 
Legislativa y a las comisiones que de su seno se nombren.” 
 
En esta norma, no se le otorga ningún tipo de independencia a la Fiscalía, pues se 
le otorga en dicho proyecto una supuesta autonomía, adscribiéndolo a la Asamblea 
Legislativa, lo cual como se indicó anteriormente politiza la función del Ministerio 
Público. 
 
…“ARTÍCULO 2.- El Ministerio Público velará por el respeto de la 
Constitución y las leyes.  El Ministerio Público tiene la función de requerir ante los 
tribunales penales la aplicación de la ley, mediante el ejercicio de la acción penal y 
la realización de la investigación preparatoria en los delitos de acción pública. 
Deberá intervenir en el procedimiento de ejecución penal, en la defensa civil de la 
víctima cuando corresponda y asumir las demás funciones que la ley le asigne.” 
 
Este artículo es similar en su redacción al actual artículo 1 de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público, sin embargo, mantiene a la Defensa Civil de la Víctima como 
órgano de la Fiscalía, siendo que el mismo debería estar fuera del Ministerio 
Público, pues la Defensa de la Víctima debe ser totalmente parcializada a favor de 
ésta, contrario al deber de objetividad que debe privar en las actuaciones de la 
Fiscalía.  
 
…“ARTÍCULO 10.- Los funcionarios del Ministerio Público serán responsables 
penal y civilmente por sus actuaciones, cualquier exceso en el ejercicio de sus 
funciones en perjuicio de los derechos fundamentales de los imputados constituirá 
un agravante de la pena. 
ARTÍCULO 12.- Son deberes y atribuciones del Ministerio Público: 
1.- Velar por la observancia de la Constitución, de las leyes y de las libertades 
fundamentales en todo el territorio nacional; 
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2.- Vigilar, por medio de los fiscales que determina esta Ley, por el respeto de 
los derechos y garantías constitucionales; y por la celeridad y buena marcha de la 
administración de justicia en todos los procesos en que estén interesados el orden 
público y las buenas costumbres; 
3.- Cumplir sus funciones con objetividad, diligencia y prontitud, respetando y 
protegiendo la dignidad humana y los derechos y libertades fundamentales, sin 
discriminación alguna, y con estricto apego a los postulados de la ética; 
4.- Ejercer la acción penal en los términos establecidos en la Constitución, el 
Código Procesal Penal y en las leyes; 
5.- Intentar las acciones a que hubiere lugar para hacer efectiva la 
responsabilidad civil, penal, administrativa o disciplinaria en que hubieren 
incurrido los funcionarios públicos, con motivo del ejercicio de sus funciones, 
de acuerdo con las modalidades establecidas en el Código Procesal Penal y 
las leyes; 
6.- Ejercer la dirección funcional de las investigaciones penales preparatorias 
del Organismo de Investigación Judicial y de los demás órganos de policía 
correspondientes, cuando tenga conocimiento de la perpetración de un hecho 
punible y de acción pública, según lo establecido en el Código Procesal Penal; y 
supervisar la legalidad de esas investigaciones; 
Tales órganos son aquellos que por ley están obligados a investigar la comisión de 
hechos punibles y la responsabilidad de sus autores y partícipes; 
7.- Supervisar la ejecución de las decisiones judiciales cuando se relacionen 
con el orden público o las buenas costumbres; 
8.- Ejercer, por medio de los fiscales especializados, las atribuciones 
señaladas en las leyes especiales; 
9.- Velar por el correcto cumplimiento de las leyes, y vigilar para que en los 
retenes policiales, en los locales carcelarios, en las cárceles y penitenciarías, 
institutos de corrección para menores, y demás establecimientos de reclusión e 
internamiento, sean respetados los derechos humanos y constitucionales de los 
reclusos y menores, vigilar las condiciones en que se encuentren los reclusos e 
internados; tomar las medidas legales adecuadas para mantener la vigencia de los 
derechos humanos cuando se compruebe que han sido o son menoscabados o 
violados; todo ello, sin perjuicio de las competencias de los jueces de ejecución de 
la pena y de los defensores públicos; 
En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios del Ministerio Público, tendrán 
acceso a todos los establecimientos, examinar los expedientes de los internos y 
recabar cuanta información estimen convenientes.  Quienes entraben en alguna 
forma el ejercicio de esa atribución incurrirán en responsabilidad disciplinaria; 
10.- Pedir la cooperación de cualquier organismo público, funcionario o 
empleado público o empresa sometida a control económico o directivo del Estado.  
Estos estarán obligados a prestar tal cooperación sin demora. 
11.- Solicitar a los organismos públicos, funcionarios o empleados públicos o 
empresas sometidas a control económico o directivo del Estado, que suministren los 
documentos e informaciones que le sean requeridos, salvo aquellos que constituyen 
secreto de Estado, a juicio del órgano de mayor jerarquía de la correspondiente 
estructura administrativa. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio Público solo podrá 
intervenir en sus oficinas y dependencias, y revisar los documentos que se 
encuentren en ellas, con autorización de juez competente; 
12.- Las demás que le señalen las leyes. 
ARTÍCULO 26.- El fiscal general de la República será nombrado por mayoría 
calificada de la totalidad de los diputados de la Asamblea Legislativa, por períodos 
de cuatro años.  Podrá ser reelegido por períodos iguales.  En caso de reelección 
igualmente requiere de mayoría calificada. 
Quien haya sido nombrado y ocupe en propiedad algún cargo en la Administración 
Pública, se suspenderá en el ejercicio de este último; pero, conservará el derecho 
de reintegrarse a ese puesto, con el salario que corresponda a tal cargo, una vez 
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que termine en sus funciones como fiscal general.  Todo ello, siempre que no haya 
vencido el período para el que fue nombrado en ese otro puesto, no haya sido 
reelegido en él, o no hubiere sido despedido. 
ARTÍCULO 27.- Para aplicar sanciones al fiscal general se seguirá el procedimiento 
ordinario establecido en la Ley General de la Administración Pública, ante el 
Directorio de la Asamblea Legislativa, pero la revocatoria del nombramiento 
requerirá el voto de las dos terceras partes del total de miembros de la Asamblea 
Legislativa. 
El fiscal general de la República no gozará del privilegio constitucional.  Sin 
embargo, solo podrá ser detenido por orden del juez, en virtud de auto de apertura a 
juicio firme dictado en su contra o por haber sido sorprendido en flagrante delito. 
 
 
Uno de los pocos aspectos rescatables del proyecto de ley citado, es la creación 
de la “Carrera Fiscal”, es decir la vía o mecanismo para acceder al cargo de 
funcionario del Ministerio Público, pese a ello el proyecto se queda corto en cuanto 
a los alcances y requisitos, dando la potestad que sea la Fiscalía General quien 
establezca un “estatuto personal”. 
 
…”DE LA CARRERA DE LOS FISCALES DEL MINISTERIO PÚBLICO 
ARTÍCULO 47.- Créase la carrera de los fiscales del Ministerio Público, la cual se 
regirá por las disposiciones del Estatuto de Personal que dicte el fiscal general de la 
República, dentro de un plazo no mayor de noventa días contados desde su entrada 
en vigencia. 
Para ingresar a la carrera como fiscal se requiere aprobar un concurso de oposición 
con la mayor calificación, la cual deberá estar por sobre el setenta y cinco por ciento 
(75%) de la escala de puntuación establecida. 
ARTÍCULO 48.- Los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público tendrán 
derecho a la jubilación de acuerdo con lo previsto en la ley de la materia y el 
Estatuto de Personal.” 
 
A nivel de legislaciones extranjeras, el caso de España constituye uno de los 
mayores ejemplos de madurez dentro de la administración de justicia. La 
estructura del Ministerio Público español, responde a las necesidades de un ente 
acusador dentro de un Estado Democrático, dotándolo de independencia y 
consolidándolo a nivel constitucional: 
 
“El Ministerio Fiscal es un órgano de relevancia constitucional y con personalidad 
jurídica propia integrado con autonomía funcional en el Poder Judicial, al que el 
artículo 124 de la Constitución Española, se refiere en los siguientes términos:  
El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, 
tiene por misión promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de 
los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley, de oficio o a 
petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y 
procurar ante ellos la satisfacción del interés social. 
El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios 
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conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y 
con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.  
La norma básica que regula el Ministerio Fiscal español es el Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal, aprobado por Ley 50/81 de 30 de diciembre y  modificado por la 
Ley  24/2007, de 9 de octubre, que refuerza su autonomía y moderniza su 
organización territorial.  
En el Estatuto Orgánico se contiene la regulación básica de las funciones, la 
organización, estructura y principios, normas de actuación, formas de acceso y 
pérdida de la condición de Fiscal, los derechos y deberes de los Fiscales y el 
régimen disciplinario.  
Los principios de legalidad e imparcialidad son los que rigen en todo caso la 
actuación del Ministerio Fiscal. Por el principio de legalidad el Ministerio 
Fiscal actúa con sujeción a la Constitución, a las leyes y demás normas que 
integran el ordenamiento jurídico. Por el principio de imparcialidad el 
Ministerio Fiscal actúa con plena objetividad e independencia en defensa de 
los intereses que le están encomendados.  
 El artículo 3 del Estatuto de Ministerio Fiscal define en dieciséis apartados las 
funciones del Ministerio Fiscal que son, entre otras, las siguientes:  
• Velar por que la función jurisdiccional se ejerza eficazmente conforme a las leyes y 
en los plazos y términos en ellas señalados, ejercitando, en su caso, las acciones, 
recursos y actuaciones pertinentes. 
• Ejercer cuantas funciones le atribuya la ley en defensa de la independencia de los 
jueces y tribunales. 
• Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y de los derechos 
fundamentales y libertades públicas con cuantas actuaciones exija su defensa. 
• Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos y faltas u oponerse a 
las ejercitadas por otros, cuando proceda. 
• Intervenir en el proceso penal, instando de la autoridad judicial la adopción de las 
medidas cautelares que procedan y la práctica de las diligencias encaminadas al 
esclarecimiento de los hechos o instruyendo directamente el procedimiento en el 
ámbito de lo dispuesto en la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de 
los menores, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas diligencias que estime 
oportunas. 
• Tomar parte, en defensa de la legalidad y del interés público o social, en los 
procesos relativos al estado civil y en los demás que establezca la ley. 
• Velar por la protección procesal de las víctimas y por la protección de testigos y 
peritos, promoviendo los mecanismos previstos para que reciban la ayuda y 
asistencia efectivas. 
• En materia de responsabilidad penal de menores las funciones que le encomiende 
la legislación específica, debiendo orientar su actuación a la satisfacción del interés 
superior del menor. 
• Promover o, en su caso, prestar el auxilio judicial internacional previsto en las 
leyes, tratados y convenios internacionales” (Español, 2009). 
 
 
En cuanto a la Carrera Fiscal, como mecanismo de selección de los 
miembros del Ministerio Público, la legislación española, prevé a diferencia 
de la costarricense, la equiparación de puestos y la inserción mediante 
cursos de formación  (Español, 2009):  
 
..”El ingreso en la Carrera Fiscal se hace por oposición libre entre licenciados en 
Derecho y que reúnan las condiciones de capacidad exigidas. La oposición para el 
43 
 
ingreso en las Carreras Judicial y Fiscal es conjunta. Tras superar las pruebas 
teóricas, los aspirantes eligen el ingreso en una u otra Carrera. Quienes eligen la 
Carrera Fiscal deben superar en el Centro de Estudios Jurídicos un curso de 
formación, produciéndose tras ello el ingreso en la Carrera Fiscal con el 
correspondiente juramento y toma de posesión de la plaza de destino. 
La plantilla orgánica está formada por Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, 
equiparados a Magistrados del Alto Tribunal, Fiscales, equiparados a Magistrados 
y Abogados-Fiscales, equiparados a Jueces. Tales constituyen las que se 
denominan categorías primera, segunda y tercera de la Carrera Fiscal. 
En cuanto a la adquisición y pérdida de la condición de miembro de la Carrera 
Fiscal, incapacidades, situaciones administrativas, deberes y derechos, 
incompatibilidades, prohibiciones y responsabilidades de los mismos, cuando no 
está expresamente regulado en el Estatuto Orgánico, es aplicable supletoriamente 
lo dispuesto para Jueces y Magistrados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo 
que atribuye a los miembros del (sic) ministerio Fiscal un estatuto asimilado al de 
Magistrado, salvo las peculiaridades propias de la Institución”. 
 
 
En el caso costarricense, alcanzar la independencia del Ministerio Público, no solo 
significa su salida del Poder Judicial, sino un cambio en torno a la percepción y 
funcionamiento del ente Fiscal, esto a raíz de los sesgos aún presentes en la 
legislación procesal. En una entrevista al periódico La Nación, el Fiscal General de 
la República mencionó lo oportuno que sería esta independencia por parte del 
Ministerio Público costarricense, contestando una serie de preguntas donde se le 
cuestionaba la pertinencia de su posición (sic)  (Nación, "El Ministerio Público debe 
independizarse", entrevista al Fiscal General Francisco Dall'Anese, 2009): 
 
…‘El ministerio público debe salir del Poder Judicial’  
El máximo jerarca del Ministerio Público asegura que tras 34 años de 
funcionamiento esa institución ya adquirió la suficiente madurez e 
independencia para salir del alero del Poder Judicial. Dall’Anese aboga por 
una reforma que le dé rango constitucional al Ministerio Público. 
 
El Ministerio Público cumplió el pasado 23 de octubre 34 años de existencia durante 
los cuales ha sido un órgano auxiliar de justicia dentro del Poder Judicial. 
Francisco Dall’Anese Ruiz, actual fiscal general de la República, fue designado por 
la Corte Plena por primer vez en noviembre del 2003 y por segunda vez en 
noviembre del 2007 por un período de cuatro años más. 
Casi a manera de sentencia, Dall’Anese asegura que durante estos 34 años el 
Ministerio Público alcanzó la suficiente madurez e independencia para salir del 
amparo del Poder Judicial. 
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Este es un extracto de una entrevista realizada el miércoles 11 de noviembre en su 
despacho. 
¿Cuál es el principal reto que tiene por delante la Fiscalía una vez cumplidos 
los 34 años de existencia?  
La institución demostró la madurez suficiente para adquirir independencia. Llegó la 
hora de pedirle a la Asamblea Legislativa una reforma para que el Ministerio Público 
tenga rango constitucional. Eso le daría mayor solidez jurídica y mayor 
independencia para la persecución de los delitos. 
¿Dentro de esta reforma el nombramiento del fiscal general sería hecho por 
los diputados?  
No. Yo sí creo que el nombramiento del fiscal general debe seguir a cargo de la 
Corte como se hace con los magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones. Eso 
pone distancia entre la Fiscalía, la política y los partidos. El fiscal general no tiene 
que deberle (sic) nada a los políticos. 
¿Esta idea de separar el Ministerio Público del Poder Judicial será uno de sus 
frentes de batalla para el 2010?  
Por ahí se va a orientar buena parte de mi labor en el 2010. Ya el propio Luis 
Paulino Mora (presidente de la Corte) dijo en un discurso reciente que el Ministerio 
Público y la Defensa Pública deben salir del Poder Judicial. Estoy de acuerdo. Hay 
que estar en frecuencias distintas. 
¿Hay algún país que tenga un Ministerio Público con una estructura como la 
que plantea?  
Aspiro a una estructura como la colombiana, donde el Ministerio Público tiene rango 
constitucional con independencia de los poderes del Estado y está llevando 
investigaciones contra las FARC, contra el crimen organizado y contra funcionarios 
del mismo gobierno sin que se pueda tocar al fiscal general. 
Durante su gestión se han acusado diferentes casos de corrupción de altos 
funcionarios públicos. ¿Cómo analiza estos casos?  
Una de las acciones importantes de mi antecesor, Carlos Arias Núñez, fue la 
creación de la Fiscalía de Asuntos Económicos y Corrupción. Hoy por hoy ha sido la 
oficina que ha tenido los casos más importantes de los últimos años. Sus frutos se 
están viendo con los juicios grandes sobre corrupción. Durante mi gestión se 
fortaleció esta Fiscalía con mayores recursos humanos y materiales. 
¿Cuál ha sido el principal logro durante su gestión?  
Aparte del narcotráfico, tenemos el embate de otras formas de criminalidad 
empresarial que es crimen organizado y entonces creamos una Fiscalía contra 
estos delitos. En año y medio se ha logrado casi un 100 por ciento de efectividad en 
juicios con penas altas. 
¿Pero hay casos del crimen organizado que no se han ganado en los 
tribunales?  
Solo dos casos no han tenido el éxito esperado. Tengo presente el caso de un triple 
homicidio en que los acusados fueron absueltos porque el tribunal resolvió que 
como los testigos eran delincuentes entonces no se les podía creer. Con ese 
criterio, cualquier homicidio en una cárcel quedaría impune. 
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¿Cuál es uno de los mayores desafíos para los próximos años?  
Hay 63.000 (sic) ciudadanos que pertenecen a los pueblos indígenas insatisfechos 
con el tratamiento que les da la justicia costarricense. Estamos preparando a los 
fiscales para dar atención más (sic) cercana a estas poblaciones. Mandamos a 
construir una fiscalía móvil adonde llegarán los expedientes. Esta Fiscalía 
funcionará en una especie de cámper (sic) que se inaugurará pronto y recorrerá las 
diferentes zonas indígenas. 
¿Qué otros retos le esperan a la Fiscalía el próximo año?  
Hay retos internos que debemos enfrentar. Hay una tendencia de un sector de la 
Corte por cerrar nuestra Oficina de Relaciones Internacionales (Oatri). Esta oficina 
nos ha dado mucha agilidad en el intercambio de información con otros países para 
el combate de la criminalidad transnacional. Un informe del Departamento Legal del 
Poder Judicial señala que esta oficina es ilegal. No tiene sentido porque fue la 
misma Corte la que la aprobó y le dio presupuesto. Ese informe omite citar el 
artículo 65 del Código Procesal Penal que establece que las investigaciones 
internacionales y la integración de equipos le corresponde al Fiscal General. A 
contrapelo de lo que dice la Ley, el informe descalifica la oficina de relaciones 
internacionales del Ministerio Público. No puede ser así. 
¿Y qué pasaría si la Corte cierra esa oficina?  
Si sucede, vamos a perder la agilidad que hemos logrado en el intercambio de 
información con otros países. A esta situación hay que sumar otro problema interno. 
Hay un informe de auditoría del Poder Judicial que señala que los gastos 
confidenciales del fiscal general se deben regir por los reglamentos de caja chica. 
Esto desnaturaliza los gastos confidenciales. No me imagino cómo la plata que uno 
le puede dar a un policía para que se siente a hablar con un narco o traficante de 
armas y lo invite a tomarse unos tragos y se gane su confianza, tenga que ser 
respaldada por una factura timbrada y a nombre del Poder Judicial. No me explico 
cómo tendríamos que consignar el nombre de los hoteles que nos hacen el favor de 
ocultar testigos o imputados o los nombres de las personas protegidas y que todo 
eso tenga que consignarse en un informe con facturas timbradas. 
¿Planteará un proyecto de ley en la Asamblea Legislativa para separar al 
Ministerio Público del Poder Judicial?  
Este gobierno está de salida. Prefiero esperar y hacer la propuesta a la próxima 
administración. Será una lucha dura porque habrá personas que nos adversen. 
Como dijo recientemente Leonel Fernández (presidente de República Dominicana) 
al inaugurar una asamblea de fiscales en Punta Cana, los ministerios públicos son 
como floreros chinos. Nadie sabe dónde ponerlos”. 
 
De la posición del Fiscal General Francisco Dall’Anese, se colige la sintonía con la 
propuesta de independizar al Ministerio Público del Poder Judicial. Contrario al 
proyecto de ley citado anteriormente, su posición es que el nombramiento del 
Fiscal General lo realice la Corte Suprema de Justicia tal y como sucede en la 
actualidad, para evitar injerencia política en su nombramiento. Otro punto 
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rescatable, es la necesidad de fortalecer la labor investigativa, con recursos ágiles 
y oportunos; contrario a lo que podría pensarse como una persecución penal eficaz 
o eficiente (como se ha indicado, contrario al garantismo penal), la existencia de un 
Ministerio Público fortalecido, independiente, imparcial y objetivo, garantiza el 
acceso a la justicia de los sectores más vulnerables, así mismo, se orienta la 
persecución hacia aquellas conductas verdaderamente lesivas para la sociedad, 
las cuales de forma piramidal generan la comisión de otros tipos de figuras 
delictivas, entre estas conductas se tiene al narcotráfico, blanqueo de capitales, 
evasión fiscal, corrupción, trata de personas y otras producto del desarrollo de 
nuevas tecnologías, como la manipulación genética humana, animal y vegetal, el 
tráfico y venta de datos informáticos, la fabricación de armas nucleares y de guerra 
entre otros. Algunos de estos temas no han sido tratados en nuestro medio, pues 
ni siquiera se encuentran regulados de forma alguna, por ejemplo, no existe interés 
político en regular e investigar las casas de apuestas, a sabiendas de la ilegalidad 
de la actividad en el ordenamiento jurídico, sin embargo, todas estas actividades 
generan recursos a favor de las organizaciones delictivas, quienes, a su vez, 
deben ingeniárselas para burlar los controles fiscales y legitimar sus actividades.   
A parte de los proyectos de ley para independizar al Ministerio Público, se han 
presentado otros proyectos a la corriente legislativa, con el fin de regular la 
actividad disciplinaria del ente Fiscal. Tal y como ocurrió en el caso del proyecto 
analizado, en referencia a la modificación de la potestad disciplinaria sobre los 
administradores de justicia, con el fin de fortalecer su independencia; similar ocurre 
en el proyecto bajo el número de expediente 15234, denominado “Reforma al 
artículo 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público”. Dicho proyecto lo que 
pretendía era la modificación del citado numeral, además de la adición de un 
nuevo artículo a la Ley Orgánica del Ministerio Público y una reforma al artículo 
211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dentro de su exposición de motivos se 
pueden rescatar varias ideas: (Legislativa, 2009) (sic):  
 
“Consecuente con la autonomía funcional que debe tener el Ministerio Público, con 
una visión futurista, capaz de dimensionar efectivamente el cumplimiento de la 
amplia gama de funciones encomendadas por el Estado y las grandes 
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responsabilidades adquiridas ante la sociedad, resulta de vital importancia 
consagrar a nivel legal la autonomía de este órgano en materia disciplinaria, 
mediante una adecuada regulación de las competencias internas, evitando así lo 
que ocurre en la actualidad, la injerencia de órganos externos (Tribunal de la 
Inspección Judicial, Consejo Superior del Poder Judicial y Corte Suprema de 
Justicia) en asuntos tan delicados y susceptibles de comprometer lealtades e 
independencia. 
 
Básico resulta el establecimiento de las posibilidades de acción de cada jefe de 
oficina y de la Fiscalía Adjunta Disciplinaria, como los dos ejes principales que 
velarán por la buena marcha y el cumplimiento de los deberes de los servidores del 
Ministerio Público. 
 
La Fiscalía Adjunta Disciplinaria y cada jefatura de oficina en particular, por su 
conocimiento directo de las realidades particulares de su entorno, de las directrices 
institucionales que rigen los controles instaurados, así como las debilidades y 
fortalezas del Ministerio Público son las llamadas a ejercer en forma definitiva las 
competencias de disciplina. 
 
El proyecto de ley que ahora se presenta precisamente perfila a los órganos 
indicados como los titulares de las potestades disciplinarias, los jefes de oficina en 
forma limitada, para aquellos asuntos donde la sanción a imponer no exceda de 
quince días de suspensión, con apelación ante la Fiscalía Adjunta Disciplinaria. 
Cuando esta última actúa puede decretar hasta la revocatoria del nombramiento, 
pudiendo sus resoluciones ser recurridas ante el fiscal general, quien agotaría la vía 
administrativa. 
 
Debe dejarse claro que la iniciativa, respetando la adscripción actual del Ministerio 
Público al Poder Judicial, tan solo circunscribe la potestad disciplinaria al órgano, 
como un correlato necesario de la autonomía funcional, no crea un régimen 
disciplinario nuevo ni diferente al de los otros servidores judiciales, pues a los 
empleados del Ministerio Público se seguirán aplicando las mismas prohibiciones y 
sanciones que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
 
Finalmente, el proyecto reforma el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
a fin de aclarar y detallar los plazos de prescripción de los procesos disciplinarios en 
el Poder Judicial.” 
 
 
Como se observa, los intentos para dotar al Ministerio Público de mayor 
independencia del Poder Judicial no son novedosos, la búsqueda de una 
verdadera autonomía funcional ha motivado la presentación de proyectos como el 
de cita, si bien dicha reforma no fue aprobada o por lo menos no lo ha sido, se 
trata de un antecedente rescatable. De la propuesta de reforma se discrepa de la 
potestad de un solo órgano dentro del Ministerio Público para aplicar la sanción 
más gravosa, la cual sería la revocatoria de nombramiento, en ese caso lo correcto 
es que se trate del Consejo Fiscal, quienes en pleno o con mayoría puedan aplicar 
esta sanción. Otro punto discrepante, es tratar al Ministerio Público como un ente 
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adscrito al Poder Judicial, esta adscripción podría pensarse en el caso de la 
Contraloría General de la República respecto a la Asamblea Legislativa, lo cual en 
el caso del derecho administrativo se entiende como un Órgano de 
desconcentración máxima; entonces no cabe el término respecto al Ministerio 
Público, pues si bien en la Ley se indica una cierta independencia funcional, está 
sujeto al presupuesto, reglas, normas, circulares y directrices internas emanadas 
de la Corte Plena, y en ese sentido la eficiencia (como se ha indicado, esta palabra 
se utiliza como calidad de servicio o buen servicio, no como referencia al derecho 
penal eficaz o eficientismo penal)  (Campos, 2005), en la labor investigativa y 
sobre todo en la atención de calidad a víctimas, testigos e imputados, se ve 
disminuida, pues los recursos económicos y humanos no están al servicio 
exclusivo del ente Fiscal, sino de todo el Poder Judicial, como ejemplo sencillo 
está la selección del personal auxiliar y profesional, que responde a las 
necesidades, utilidades y criterios del Consejo de Personal, Consejo Superior y 
Corte Plena con lo cual se ve limitada la participación del Ministerio Público en la 
selección y manejo de su más valioso recurso. 
A manera de cita, se referencian algunas de las reformas planteadas en el 
proyecto de creación de una Fiscalía Adjunta Disciplinaria (sic) (Legislativa, 2009):     
“Artículo 28.-  Régimen disciplinario 
La Fiscalía Adjunta Disciplinaria será órgano del Ministerio Público 
competente para conocer, instruir y resolver los procesos disciplinarios que se 
tramiten contra los funcionarios y empleados del Ministerio Público, excepto el fiscal 
general y fiscal general adjunto. Estará integrada por un fiscal con categoría de 
adjunto, quien además dirigirá y coordinará todas las labores del despacho, contará 
con los fiscales, fiscales auxiliares y personal de apoyo que sean necesarios para el 
buen desempeño de su labor. Gozará de total independencia de criterio en el 
ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias. 
Los jefes de oficinas del Ministerio Público podrán ejercer el régimen 
disciplinario sobre sus subalternos, cuando por la naturaleza de la falta no deba 
aplicarse una suspensión mayor de quince días.  La decisión deberá comunicarse al 
Departamento de Personal y a la Fiscalía Adjunta Disciplinaria.  Cuando este último 
órgano estimare, dentro de los quince días siguientes al recibo de la comunicación, 
que concurre alguna de las  causales de nulidad previstas en el artículo 210 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, dispondrá la nulidad de las actuaciones. En tal 
caso, asumirá el conocimiento del asunto y repondrá los procedimientos en cuanto 
sea necesario. 
La Fiscalía Adjunta Disciplinaria conocerá los recursos de apelación 
interpuestos contra las sanciones que impongan los jefes de oficina en materia de 
su competencia. El recurso de apelación de las resoluciones emanadas 
directamente de la Fiscalía Adjunta Disciplinaria será conocido por el fiscal general 
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de la República sin ulterior recurso, su resolución agota la vía administrativa.” 
ARTÍCULO 2.-  Adiciónase un nuevo artículo, el 28 bis, siguiendo la numeración, a 
la Ley Orgánica del Ministerio Público, Ley Nº 7442, de 25 de octubre de 1994, 




“Artículo 28 bis.   Competencias y procedimiento 
La Fiscalía Adjunta Disciplinaria y los jefes de oficina cuando ejerzan 
potestades disciplinarias, tendrán competencia para investigar y resolver todos 
aquellos procesos disciplinarios por faltas leves, graves y gravísimas en los términos 
que establecen los artículos 190 al 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
A todos los efectos los órganos disciplinarios tendrán las facultades, 
potestades y deberes que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial para el 
Tribunal de la Inspección Judicial. La suspensión preventiva será potestad de la 
fiscalía adjunta disciplinaria y del fiscal general de la República. 
En la tramitación del proceso disciplinario los órganos competentes del 
Ministerio Público se ceñirán en forma estricta al procedimiento establecido en los 
artículos 197 a 212 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Los derechos y prerrogativas que establece la Ley Orgánica del Poder 
Judicial a favor de los servidores judiciales en materia disciplinaria, serán aplicables 
a los funcionarios y empleados del Ministerio Público.” 
 
ARTÍCULO 3.- Reformase el artículo 211 de la  Ley  Orgánica del  Poder Judicial, 
Ley Nº 7333, de 5 de mayo de 1993, que es reforma integral de la Ley Nº 8, de 29 
de noviembre de 1937 y sus reformas, cuyo texto dirá: 
 
“Artículo 211.- En el proceso disciplinario se observarán las siguientes reglas de 
prescripción y caducidad: 
1.-  Las actuaciones para investigar las faltas imputables a los servidores 
judiciales deberá iniciarse dentro del plazo de dos meses contados a partir de que la 
conducta fuera conocida por un representante patronal con potestad disciplinaria. 
2.- La acción para investigar y sancionar las faltas disciplinarias caducará en el 
término de dos años, contados a partir de iniciado el expediente respectivo. Dentro 
de este plazo deberán tramitarse todas las instancias hasta la resolución definitiva, 
una vez vencido, el órgano que tramita el expediente disciplinario, aun de oficio, 
archivará el expediente. El plazo de caducidad de la investigación y sanción admite 
tan solo suspensión por orden de autoridad judicial. 
3.-  Contra toda resolución disciplinaria siempre cabrá recurso de apelación, 
salvo que resolviere la Corte Plena, contra cuyo pronunciamiento solo cabrá el de 
reposición o reconsideración.” 
 
 
Como se ha analizado, existe el interés de reformar la estructura actual del 
Ministerio Público, sea mediante proyectos de ley y reformas constitucionales, sin 
embargo todas estas propuestas requieren tiempo, tramitología, burocracia, interés 
político y otros adjetivos, pues como bien es conocido, a nivel legislativo los 
proyectos se vuelven mediáticos, privando el interés sobre un aspecto de 
relevancia social momentánea y no sobre reformas profundas a la legislación 




Parte de esas reformas que causarían un impacto en la manera de funcionar del 
Ministerio Público, sería la modificación del nombramiento de los Fiscales Adjuntos 
por parte del Fiscal General, si bien como se ha venido diciendo, debe 
implementarse una verdadera Carrera Fiscal, es indispensable dotar de 
independencia los nombramientos de los y las Adjuntos, pues formar parte del 
Consejo Fiscal, por ende el discurso jurídico y la elaboración de propuestas en un 
sistema democrático debe venir de la discusión entre personas con diferentes 
criterios, en ese sentido si ese nombramiento requiriera un concurso por oposición 
y puntos referidos a la Carrera Fiscal, el Fiscal General estaría en la obligación de 
nombrar a personas que cumplan con el requisito, lo cual evitaría todo tipo de 
subjetivismos en relación a los nombramientos. Esto sería mediante reforma al 
artículo 27 que reza: “Del ingreso y ascenso. Corresponde al Fiscal General el 
nombramiento por nómina de los fiscales adjuntos, fiscales y fiscales auxiliares, los 
cuales deberán ser mayores de edad, costarricenses, de reconocida solvencia 
moral, poseer idoneidad para el puesto y el título de abogado. De existir línea de 
ascenso se podrá autorizar la promoción de un servidor a un puesto de grado 
superior sin necesidad de concurso…”. 
 
2.1.2 EL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO EN LA 
JURISPRUDENCIA 
 
El análisis de la jurisprudencia costarricense, es esencial en el abordaje del 
principio de objetividad, si bien es cierto es una de las fuentes de de las cuales se 
pueden extraer diferentes criterio, el punto de vista crítico de las resoluciones 
judiciales, son parte importante de la evolución de las ciencias jurídicas. 
En la resolución número 1869-2004, la Sala Constitucional al conocer de un 
recurso de hábeas corpus formulado por la defensa pública, indicando haberse 
violentado el principio de objetividad del Ministerio Público, en el tanto se le dictó 
prisión preventiva a su defendido en el momento de habérsele dictado una 
sentencia condenatoria, sin que el Ministerio Público así lo hubiera solicitado, en 
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ese particular el Tribunal Constitucional entró a conocer el recurso e indicó: (Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justica. San José, a las 15.47 horas, del 24 
de febrero del 2004) (sic): 
“III. Objeto del recurso. La recurrente acude ante este Tribunal Constitucional en 
amparo de la libertad y la integridad personal de su defendido, quien fue 
sentenciado en una causa penal y se le impuso una pena de cinco años de prisión. 
Acusa específicamente que la decisión del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito 
Judicial de San José de imponerle una prisión preventiva por un término de seis 
meses, es desproporcional e injustificada quebrantándose el principio de 
objetividad del Ministerio Público, pues éste ni siquiera solicitó la aplicación de 
esta medida preventiva.  
IV. Sobre el fondo. Para resolver lo que corresponde en el presente recurso de 
hábeas corpus, resulta esencial citar en lo conducente lo que dispone el artículo 364 
del Código Procesal Penal:  
“Artículo 364.- (...) Si la sentencia es condenatoria y el imputado esté en libertad, el 
tribunal podrá disponer la prisión preventiva cuando haya bases para estimar 
razonablemente que no se someterá a la ejecución una vez firme la sentencia.  
(...)”  A partir del numeral parcialmente trascrito esta Sala ha considerado en 
reiteradas oportunidades que una sentencia condenatoria, máxime si se trata de una 
decisión en la que se ordena una condena a varios años de prisión, puede constituir 
una base suficiente para revocar una excarcelación concedida o acordar una prisión 
no dispuesta en las etapas procesales previas, pues esa circunstancia hace variar el 
estado en que se encontraba la persona sometida a juicio antes de que el mismo se 
llevara a cabo y en algunos casos puede ser la motivación de una evasión a la 
acción de la justicia. Resulta de importancia para esta resolución citar textualmente 
el criterio vertido por este Tribunal tratándose de reproches semejantes al que acusa 
la recurrente:  
“...El recurrente estima que las razones vertidas por el Tribunal para imponer la 
medida cautelar de prisión preventiva en contra del amparado no tienen sustento, 
pues dicha medida cautelar es innecesaria, pues durante el proceso el recurrente se 
hizo presente a todas las diligencias judiciales para las que fue citado. Esta Sala ya 
ha aceptado en múltiples ocasiones que una condenatoria -máxime si lo es a varios 
años de prisión-, puede constituir base suficiente para revocar una excarcelación 
concedida o acordar una prisión no dispuesta en la etapa preparatoria, pues esa 
circunstancia hace variar el estado en que se encontraba la persona sometida a 
juicio antes de que se diera y en algunos casos ser la causa de una evasión a la 
acción de la justicia. No es que el estado de inocencia que goza el encausado 
mientras una sentencia firme no disponga lo contrario decaiga; es que la situación 
del acusado frente al proceso cambia y esa modificación puede alterar la relación de 
aquél con los fines del proceso y en consecuencia motivar que se disponga la 
restricción a la libertad, para proteger esos fines que tienen también raigambre 
constitucional. El artículo 364 del Código Procesal Penal establece que si la 
sentencia es condenatoria y el imputado está en libertad, el tribunal podrá disponer 
la prisión preventiva cuando haya bases para estimar razonablemente que no se 
someterá a la ejecución una vez firme la sentencia. En éste caso, el monto de la 
pena de prisión impuesta y las circunstancias personales del imputado, sea las 
relaciones internacionales que tiene, debido a su trabajo como guía de turismo, 
constituyen base suficiente para que el Tribunal haya considerado prudente revocar 
el beneficio acordado previamente.” ( Sentencia 3622–2003 del seis de mayo de dos 
mil tres a las dieciséis con cuarenta y uno minutos; criterio reiterado en la sentencia 
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2262-1999 de las nueve horas con cuarenta y ocho minutos del veintiséis de marzo 
de mil novecientos noventa y nueve ).  
A la luz de las consideraciones expuestas, aplicándolas al caso concreto, se arriba a 
la conclusión de que no se han quebrantado los derechos constitucionales del 
amparado, toda vez que se acredita que en su contra se dictó una sentencia 
condenatoria de cinco años de prisión por la comisión del delito de venta de droga 
en perjuicio de la salud pública. Así las cosas, no lleva razón la recurrente puesto 
que el Tribunal de Juicio recurrido actuó conforme a las potestades que le confiere 
la legislación procesal penal y razonó la medida de prisión preventiva fundándose 
en la necesidad de garantizar el cumplimiento de la pena impuesta y por la 
existencia del peligro de evasión de la acción de justicia por la sentencia 
condenatoria, y además, el Tribunal recurrido consideró que su libertad lo podría 
llevar a reiterar la acción delictiva en virtud de haberse comprobado que se dedica a 
la venta de cocaína base crack.  
V. Conclusión: Por todo lo anterior, a juicio de la Sala la medida impuesta por el 
Tribunal de Juicio no resulta ilegítima, toda vez que motivó fundadamente la 
decisión de imponer una prisión preventiva contra el amparado. Conforme con dicha 
apreciación, el recurso debe ser declarado sin lugar, como en efecto se dispone”.  
 
En el caso anterior, la Sala Constitucional no entró a valorar si la prisión preventiva 
que puede ser acordada luego de la sentencia condenatoria, debe ser incoada por 
el Ministerio Público en virtud de encontrarnos en un sistema marcadamente 
acusatorio, siendo que como en Código prevé la posibilidad sin indicar 
expresamente la solicitud Fiscal, entonces rechaza el asunto, sin embargo, queda 
claro un interés sobre el cumplimiento de la sanción, sobre la esencia de la 
actividad adversarial.  Por otro lado en la resolución número 4573-200, la misma 
Sala Constitucional (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San 
José, a las 8.44 horas, del 2 de junio del 2000) declaró con lugar un recurso de 
hábeas corpus, donde a un imputado se le habían decretado medidas cautelares 
(específicamente impedimento de salida del país), sin embargo fue de 
conocimiento del Ministerio Público, durante la fase de investigación un cambio de 
circunstancias, que indicaba la no existencia de figura delictiva alguna, sin que se 
le solicitare al juzgado penal el levantamiento de la medida impuesta, siendo que a 
pesar que el juzgador conocía tal circunstancia, se le reprocha al Ministerio Público 
haber faltado al principio de objetividad; existiendo también dos votos salvados, 
donde ante esta situación los Magistrados solicitan que sean los funcionarios a 
título personal quienes respondan por el daño causado: 
“El problema que observa la Sala y por el cual se impone la estimatoria de este 
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recurso es que se haya mantenido el impedimento de salida por tan prolongado 
tiempo –del 7 de abril al 5 de mayo de este año-, a pesar de que desde el 13 de 
abril del 2000 a las 10:00 la licenciada M.M,M., Fiscal del Ministerio Público dejó 
constancia en el expediente de que se comunicó vía telefónica con la Supervisora 
de Visas de la Embajada Americana, a fin de consultar si la Embajada había 
otorgado o no visa al amparado y que obtuvo respuesta afirmativa, coincidiendo el 
número de visa y demás datos consignados en la visa del imputado, con los datos 
que tiene la Embajada. Además, de que a las 11:30 horas del 13 de abril del 2000, 
en la Fiscalía Adjunta de Alajuela se hizo entrega del pasaporte costarricense 
número D026013 al amparado, "…en razón de que el mismo es verdadero, y la 
tarjeta de embarque y estando conforme, lo recibe en este acto y para constancia 
firma", (copias a folios 91 y 92 de este expediente). El Tribunal de Juicio recurrido 
aduce que esa constancia no obraba en autos cuando ese despacho resolvió la 
apelación incoada por la defensa contra la resolución que ordenó el impedimento de 
salida del amparado; sin embargo, de la copia que se remitió a los autos se puede 
observar que se le asignó el folio 16 del expediente, así que bien pudo haberse 
omitido su valoración por error involuntario del despacho, como también que se 
haya agregado tardíamente al expediente. En todo caso, lo que sí puede afirmarse 
con certeza en este asunto es que una Fiscal del Ministerio Público tuvo 
conocimiento, con una simple llamada telefónica hecha desde el 13 de abril del 
2000, que la visa estadounidense utilizada por el amparado era auténtica, al punto 
que le hizo entrega de su pasaporte; sin embargo, por motivos que se desconocen 
ni ella misma gestionó ante el despacho el levantamiento de la medida cautelar de 
inmediato, ni ningún otro Fiscal del Ministerio Público procedió de esa manera, lo 
que a juicio de la Sala configura una omisión de ese órgano que conlleva el efecto 
de prolongar una restricción a la libertad ambulatoria del amparado arbitrariamente a 
partir del 13 de abril del 2000 hasta que se ordenó su levantamiento y notificó a las 
autoridades migratorias (deber de objetividad del Ministerio Público, artículo 63 
Código Procesal Penal). Por lo tanto, solo en cuanto a este extremo sí debe 
estimarse este recurso. Por otra parte, no puede omitir la Sala pronunciarse acerca 
de la inercia del Ministerio Público en resolver con la prontitud que el caso amerita la 
situación jurídica del amparado, puesto que ya consta en el expediente suficiente 
prueba para proceder en ese sentido, pero se informa a la Sala que el asunto sigue 
en investigación, motivo por el cual se ordena notificar al Jefe del Ministerio Público 
para lo de su cargo.  
V.- Los Magistrados Piza y Jiménez concurren con el voto, pero condenan en lo 
personal a los funcionarios a cargo de la causa.  
 
Otro de los casos en que la Sala Constitucional, ha entrado a valorar de manera 
indirecta el principio de objetividad del Ministerio Público, es cuando durante la 
labor investigativa el Ministerio Público realiza entrevistas u otras diligencias de 
conformidad con lo establecido en el artículo 292 del Código Procesal Penal, en 
ese particular se ha indicado la supremacía del derecho de defensa (Resolución 
11251-2003, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, de las 
14.54 horas del 1º de octubre del 2003):  
“Considerando….:  
I.- El reclamo planteado lo es contra la actuación de la Fiscal del Ministerio Público 
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mediante la cual le impide al abogado defensor participar en la entrevista de una 
testigo ofrecida por la propia defensa, actuación que a criterio del accionante lesiona 
su derecho a la defensa. Por su parte, la Fiscal del Ministerio Público, acepta que 
los hechos se desarrollaron de la manera en que lo indica el recurrente, pero 
considera que su actuar fue ajustado a derecho, pues en el momento en que el 
fiscal realiza una entrevista, la actuación de la defensa debe ser pasiva, ya que de lo 
contrario se convertiría a esta etapa en un contradictorio.    
II.- Tanto el abogado defensor –hoy recurrente-, como la Fiscal del Ministerio 
Público, sostienen que sus alegatos obedecen a lo establecido en el artículo 292 del 
Código Procesal Penal, de allí que sus criterios se originan en diferentes 
interpretaciones de este numeral.  En lo que interesa, artículo 292 señala en su 
primer párrafo: “El Ministerio Público permitirá la presencia de las partes en los 
actos que practique; asimismo, velará porque su participación no interfiera en el 
normal desarrollo de las actividades.”  Para lograr una interpretación armoniosa con 
los principios que rigen el proceso penal, debe responderse las siguientes 
interrogantes: ¿qué debe entenderse por “permitir la presencia de las partes” en los 
actos que realice el Ministerio Público? ¿Se trata de permitir que estén presentes las 
partes pero que no intervengan o lo hagan en forma “pasiva”, según los términos 
utilizados por la Fiscal?   Pareciera que no es así.   Y esa conclusión se deriva de 
una interpretación lógica del mismo numeral cuando indica expresamente que el 
Ministerio Público deberá velar porque la participación de las partes no interfiera 
en el normal desarrollo del proceso. Este supuesto no tendría sentido si la 
participación de las partes fuera pasiva, en el sentido que lo entiende la 
representante del Ministerio Público, pues de lo contrario ¿cómo podría pensarse en 
que un defensor pueda obstaculizar o interferir en el normal desarrollo de una 
entrevista si ni siquiera se le permite hacer preguntas y su intervención es permitida 
únicamente en forma pasiva?  Como bien lo analiza el recurrente, resulta claro 
entonces que cuando el artículo 292 se refiere a la presencia de las partes, no basta 
con ello, sino que tal presencia –de manera inexorable- implica su participación 
activa en el normal desarrollo de las actuaciones que realice el Fiscal. Y es que esa 
presencia de las partes deriva de una principio protegido constitucionalmente, 
como es el derecho de defensa, de allí que el Fiscal no puede vulnerar dicho 
principio de manera solapada, sea, permitiendo la presencia de un defensor en 
determinado acto como mero formalismo, pero impidiéndole a su vez, hacer 
uso de la palabra para interrogar o aclarar puntos esenciales para la defensa. 
Esta Sala ya se ha pronunciado en relación a lo previsto en el artículo 292 referido y 
ha sostenido que sí existe un derecho a participar activamente en las actuaciones 
del Ministerio Público y que la restricciones que puedan darse a esa participación, 
no pueden ser arbitrarias, discrecionales ni realizadas a priori:  
“De este modo, cuando en el artículo 292 citado se estipula que el Ministerio Público 
permitirá la presencia de las partes en los actos que practique, lo que se colige es 
una obligación para los empleados de ese órgano y de ninguna manera una facultad 
de ejercicio discrecional. Lo que sí autoriza la misma norma es la restricción de la 
participación de las partes, cuando alguna de ellas interfiera en el normal desarrollo 
de las actividades, lo que se refiere, más que nada, a evidentes injerencias o 
entorpecimientos que se produzcan durante la diligencia y que el Fiscal puede 
válidamente detener. (...)IV.- La Fiscal señala en su informe que su acción tuvo 
como motivo una llamada de la ofendida alertándola que el testigo que estaba por 
llegar era objeto de manipulación por parte del encartado. Una situación de esa 
índole conduciría a la aplicación de la última frase del primer párrafo del artículo 292 
si, por ejemplo, durante la entrevista el abogado defensor comenzara a sugerir 
respuestas o amenazara por cualquier otro medio al testigo, obstruyendo la 
comunicación con la funcionaria del Ministerio Público. Sin embargo, no permite la 
norma una valoración a priori sobre la actitud del defensor, como la efectuada por la 
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recurrida. Recuérdese que la regla ya enunciada de plena participación de las 
partes en el proceso admite, como única excepción, la prevista en el numeral 296, 
cuando pueda preverse de antemano que la publicidad va a entorpecer el 
descubrimiento de la verdad. El 292, por su parte, simplemente faculta a mantener 
en cauces de normalidad las diligencias que se efectúen.” Sala Constitucional, 
sentencia número 07505-98 de las dieciséis horas tres minutos del veintiuno de 
octubre de mil novecientos noventa y ocho.- 
III.- Desde el punto de vista del Ministerio Público, también vale preguntarse, 
qué perjuicio puede tener el órgano requirente por permitir al abogado 
defensor que acompaña en ese momento a los testigos ofrecidos, realizar 
preguntas para aclarar un punto que considera necesario? Al fin y al cabo, 
tales declaraciones no podrán ser tomadas en cuenta en el contradictorio y 
únicamente son base para sustentar la acusación o bien, la resolución que 
proceda conforme a derecho. Por otro lado, parte de la objetividad del 
Ministerio Público es obtener de un testigo toda la información que pueda 
serle útil y pertinente para lograr la verdad de los hechos investigados, de allí 
que en determinados casos puede resultar de suma utilidad la información 
que brinde un testigo gracias a la intervención de la defensa.  En este orden 
de ideas, si el Ministerio Público limita la participación de las partes, tal 
restricción puede darse únicamente en los supuestos del artículo 292 según la 
interpretación realizada en el considerando anterior, sea si la intervención está 
interfiriendo en el normal desarrollo de las actividades.  
IV.- Por último, es importante aclarar que el derecho de la defensa de participar en 
los actos que realice el Ministerio Público no se traduce en la obligación de este 
último de dar aviso a las partes cuando vaya a realizar actos de investigación para 
garantizar su presencia. Es claro que -salvo en los casos en los que expresamente 
se prevé su intervención- el Fiscal puede realizar los actos de investigación por sí 
solo, pues lo que se tutela en este caso es la facultad de ejercer el derecho de 
defensa en casos en los que –como éste- resulta claro el deseo de participar en la 
obtención de prueba. Una interpretación contraria, ocasionaría entrabar la actuación 
del Ministerio Público en la fase de investigación, pues se convertiría esta etapa en 
un trámite engorroso en el que para cada actuación que se realice, se le debe dar 
audiencia a las partes. Los lineamientos establecidos son válidos para casos como 
el presente, en el que resulta arbitraria la actuación de la Fiscal, que de manera 
inmotivada procede a limitar la participación del defensor, sin siquiera tener un 
soporte legal para su actuación y mucho menos, la idea de un Ministerio Público 
imparcial, que ha de regirse por reglas de interpretación restrictiva cuando se refiere 
a limitar el ejercicio de un derecho de la defensa (artículo 2 C.P.P.) y en respeto al 
deber de lealtad, que excluye de por sí, los planteamientos meramente formales y el 
abuso de las facultades que como Fiscal, le otorga el Código Procesal Penal 
(artículo 127). Por las razones expuestas, el recurso ha de ser declarado con lugar. 
Se advierte a la autoridad recurrida no incurrir nuevamente…” 
 
La anterior resolución ha sido reiterada por el Tribunal Constitucional, 
indicando expresamente el respeto al derecho de defensa por parte del 
Ministerio Público, lo que en definitiva coloca al principio de objetividad en 
un plano meramente normativo (Resolución 11916-2005, Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, de las 08.39 horas, del 2 de 
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setiembre del 2005): 
“De conformidad con el antecedente de cita, la Sala ha sostenido que sí existe un 
derecho a participar activamente en las actuaciones del Ministerio Público y que las 
restricciones que puedan darse a esa participación, no pueden ser arbitrarias, 
discrecionales ni realizadas a priori. En el caso que nos ocupa, la Fiscal del 
Ministerio Público acepta que por disposición suya, ordenó que la participación del 
recurrente, en su condición de representante del querellante, se limitara únicamente 
a presenciar la entrevista que se realizó al testigo ofrecido por el mismo 
promovente, sin posibilidad de intervenir en esa diligencia. La recurrida justifica su 
actuación en que la entrevista es una diligencia de la Fiscalía, no un contradictorio, 
en los términos descritos por el numeral 292 del Código Procesal Penal; no 
obstante, si el Ministerio Público limita la participación de las partes, tal restricción 
puede darse únicamente en los supuestos del artículo 292 según la interpretación 
realizada en el antecedente supra citado, sea si la intervención está interfiriendo en 
el normal desarrollo de las actividades. De este modo, en criterio de este Tribunal la 
actuación de la Fiscal resulta arbitraria, ya que de manera inmotivada limitó la 
participación del recurrente, sin siquiera tener un soporte legal para su actuación y 
mucho menos, la idea de un Ministerio Público imparcial, que excluye de por sí, los 
planteamientos meramente formales y el abuso de las facultades que como Fiscal, 
le otorga el Código Procesal Penal (artículo 127). Por los motivos expuestos, el 
recurso resulta procedente, como en efecto se dispone, debiendo advertirle a la 
autoridad recurrida no incurrir nuevamente en actuaciones como la que origina este 
amparo”.  
 
En esa misma resolución, existe un voto salvado de los Magistrados Adrián 
Vargas Benavides y Fernando Cruz Castro, el cual es de importancia 
indicar, pues otorga al Ministerio Público según su criterio, potestades 
inherentes a la función acusatoria, la cuál a la fecha sigue siendo oscura, 
obstaculizada por los resabios inquisitivos plasmados en el Código Procesal 
Penal:  
“Voto salvado de los Magistrados Vargas y Cruz, -con redacción del segundo-  
… 
El elemento central del enjuiciamiento criminal costarricense, es el debate. Es la 
audiencia oral, pública, contradictoria y continua la que desarrolla, plenamente, las 
garantías constitucionales del proceso. El órgano de la acusación durante la etapa 
preliminar debe definir si asume o renuncia al ejercicio del poder requirente, por esta 
razón cuando el artículo 292 del c.p.p. se refiere a la intervención de las partes en 
los actos que practique la Fiscalía, admitiendo, exclusivamente, que su intervención 
debe ser presencial. Cuando la norma comentada prohíbe la interferencia, autoriza 
la posibilidad que tal función presencial pueda excluirse si se trastorna la actividad 
investigativa de la Fiscalía. La exclusión de la interferencia, que no se refiere, 
exclusivamente, a la recepción de una prueba testimonial, no permite inferir, como 
se hace en el voto de mayoría, según un antecedente jurisprudencial, que la 
participación deba ser activa. No se infiere tal conclusión de la norma comentada ni 
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tampoco es constitucionalmente necesario. La norma define dos supuestos, que las 
partes pueden estar presentes en los actos de investigación de la Fiscalía y que en 
ningún caso, la participación puede interferir la actividad investigativa del Ministerio 
Público. Esta exclusión denota que no es una exigencia irremediable de la 
investigación preliminar la inclusión del contradictorio. En ninguna hipótesis 
puede existir interferencia, según criterio de la Fiscalía y en todo caso, la 
intervención de las partes es sólo presencial. Esta pasividad, según la interpretación 
que se expone, no lesiona, de ninguna manera, el derecho de defensa, puesto que 
el imputado y su defensor pueden proponer pruebas ante la autoridad judicial, 
cuando estimen que incide en la imputación inicial o en la acusación. Estas pruebas 
pueden proponerse al discutir la aplicación de una medida cautelar, o bien puede 
plantearse como petición ante el juez de garantías o durante la audiencia preliminar. 
La pertinencia de la prueba no depende, de ningún modo, de la voluntad del 
Ministerio Público, pues todos los sujetos intervinientes en el proceso, incluido el 
órgano de la acusación, pueden ofrecerlas ante la autoridad jurisdiccional. Ninguna 
de las partes puede definir la pertinencia o admisibilidad de una prueba, pues 
admitir tal posibilidad, sería volver al sistema inquisitivo en el que la función 
fiscal y jurisdiccional se fundía en la figura del juez de instrucción. No es 
posible transformar el ente acusador en una autoridad instructora, tal como 
ocurría con el viejo sistema inquisitivo; el fiscal prepara su acusación y las 
partes no pueden pretender convertirlo en una autoridad que recibe pruebas, 
que no tendrían ningún valor judicial, pues las probanzas adquieren plena 
legitimidad constitucional hasta en el debate, salvo que haya existido un 
anticipo jurisdiccional de prueba. Los datos y la información que recaba el ente 
acusador no requieren el contradictorio, porque tales exigencias están reservadas al 
debate. El derecho de defensa no está en juego en los actos de investigación que 
realice la fiscalía, puesto que las pruebas recabadas no tienen valor jurídico y 
pueden contradecirse y cuestionarse ante el juez de garantías o en el propio debate. 
Existe en este supuesto una falsa contradicción entre el derecho de defensa y la 
potestad investigativa de la fiscalía, pues cuando ésta se ejerce, la prueba sólo tiene 
valor si se recibe, confronta y valora en un contradictorio ante una autoridad 
jurisdiccional. El ejercicio del derecho de defensa no se vulnera por la pasividad 
del abogado defensor o de las otras partes durante los actos de investigación 
que practiquen los representantes del Ministerio Público. Tanto la Fiscalía como 
los otros sujetos intervinientes, sean imputados, defensores o querellantes, deben 
tener gran autonomía en la configuración y determinación de las probanzas que 
sustentan sus pretensiones; el modelo procesal adoptado supone que la Fiscalía 
prepara su acusación sin necesidad de convertir sus diligencias en un contradictorio 
anticipado que no tendría, en todo caso, ningún valor probatorio. El derecho de 
defensa se asegura en la etapa preliminar en otros escenarios procesales, según se 
expuso. La participación de las partes es un principio procesal de innegable valor, 
sin embargo, el artículo 292 del c.p.p. contiene restricciones que se justifican en 
virtud de la naturaleza y objetivos político criminales del procedimiento preparatorio; 
estas restricciones no conculcan el derecho de defensa, ni pretenden, de ninguna 
manera, impedir que los otros sujetos intervinientes conozcan el contenido de la 
actividad investigativa del ente acusador, tal como lo prevé el artículo 296 del c.p.p. 
Las dos disposiciones comentadas responden a objetivos diferentes, sin que su 
contenido lesione derechos fundamentales. Mientras el artículo 292 del c.p.p. 
pretende darle plena autonomía al ente acusador en la investigación y preparación 
de la acusación, el artículo 296 del c.p.p. asegura, dentro de márgenes de 
razonabilidad y proporcionalidad, la eficacia en el descubrimiento de la verdad. No 
existe realmente conexión entre las limitaciones que imponen las dos normas 
comentadas. La restricción a la actividad de alguna de las partes en los actos de 
investigación de la Fiscalía, sólo pretende asegurar la eficacia y agilidad del órgano 
de la acusación, cuya actividad se someterá, siempre, a la valoración y control de la 
autoridad judicial; la introducción de un contradictorio en una fase de investigación 
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preliminar ante una autoridad que no es jurisdiccional, no asegura el derecho de 
defensa, pues se trata de actos cuyo valor y trascendencia constitucional siempre 
dependerá del control judicial. La determinación del contenido y valor de la prueba 
es una actividad estrictamente jurisdiccional, tanto al momento de imponer una 
medida cautelar privativa de la libertad, al anticipar una prueba durante la 
investigación preliminar, al discutir la acusación durante la etapa intermedia y 
finalmente, en el debate, que marca la centralidad del proceso penal en el que la 
prueba debe analizarse y valorarse mediante la saludable dialéctica del 
contradictorio. La pretensión de la presente acción de amparo debe rechazarse, 
pues la decisión del órgano recurrido, no conculca el derecho de defensa; el 
proceso penal prevé otras instancias y escenarios en los que la pretensión del 
recurrente puede ser tutelarse. El sustento probatorio del proceso no depende de la 
voluntad del órgano requirente y por este motivo, según se expuso, debe rechazarse 
la acción planteada por el amparado”.  
 
En otro ámbito del quehacer judicial, donde no está clara la aplicación del principio 
de objetividad, es durante la fase del contradictorio o debate, donde en teoría 
luego de recibidas las probanzas, el o la Fiscal a cargo del debate solicita la 
absolución de pena y responsabilidad del acusado, el Tribunal de Juicio 
apartándose de la posición de la Fiscalía, dicta una sentencia condenatoria. Para 
un sector de la jurisprudencia (Sala Tercera) esta actuación sí está legitimada y es 
posible, sin embargo para el Tribunal de Casación Penal, en virtud del proceso 
penal acusatorio, tal resolución (condenatoria) no es procedente:    
 
“Los reclamos son atendibles.  Consta en la documentación examinada que 
cuando la Fiscalía expresó sus conclusiones en el debate, solicitó que se 
absolviera al acusado por duda (cfr. acta de debate a folio 652 y sentencia, 
folio 770 vuelto) y durante la audiencia oral celebrada con motivo del recurso 
de casación, el propio señor Fiscal Miguel Angel Ramírez López indicó que el 
principio de objetividad le impone solicitar que se declare con lugar el recurso 
de la defensa, que se anule la sentencia y se ordene el juicio de reenvío para 
su nueva sustanciación, estimando innecesario que el acusado continúe en 
prisión preventiva, porque la sentencia tiene los defectos formales que le 
atribuye el recurrente en el primer motivo, en cuanto al proceso de 
acreditación y fundamentación del hecho sancionado, porque el tribunal de 
juicio no tuvo ningún elemento de prueba directo acerca de esos hechos, sino 
algunos elementos indirectos que no son suficientes para fundar la certeza 
que requiere una sentencia condenatoria. ……Todos estos defectos de 
naturaleza formal minan el proceso de acreditación judicial del hecho, la 
fundamentación de la sentencia es deficiente porque hay una serie de factores que 
de haber sido expresamente analizados por el tribunal eventualmente pudieran 
haber incidido tanto en la determinación del hecho que constituye objeto del proceso 
como en su calificación jurídica, a favor del encartado, por lo que se declara con 
lugar el recurso de casación, se anula parcialmente la sentencia, únicamente en 
cuanto declaró al imputado autor de los dos delitos de Relaciones sexuales 
remuneradas con personas menores de edad, Corrupción y Producción de 
pornografía en perjuicio de Y.C.J. y de K.Ch.V., y se ordena el reenvío del proceso 
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al competente para la nueva sustanciación de la sentencia respecto a esos hechos 
(descritos en los acápites A.I y F.VII de la acusación, folios 231 a 233 y 240 a 241).  
El resto de la sentencia, en cuanto absolvió al imputado por los delitos de 
Relaciones sexuales remuneradas con personas menores de edad, Corrupción, 
Producción y difusión de pornografía en perjuicio de las menores M.C.Q., E.J.H, 
M.J.H., A.M.L. y G.B.V., se mantiene incólume.  La representación del Ministerio 
Público, como se dijo antes, expresó que considera innecesario que se 
mantenga la prisión preventiva del imputado, de manera que si otra causa no 
lo impide se ordena la inmediata libertad del imputado” (Resolución número 
1228-2009, Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. 
Goicoechea, de las 10.00 horas, del 9 de noviembre del 2009”. (El sobresaltado y 
subrayado son propios) 
 
Como se había venido indicando, la jurisprudencia no tiene del todo clara cuál es 
la función del principio de objetividad de Ministerio Público dentro del Proceso 
Penal, ello deriva de las propias inconsistencias del ordenamiento jurídico 
costarricense. Esta circunstancia es plausible si se revisan con detenimiento las 
resoluciones judiciales sobre un mismo aspecto, en ese mismo sentido dos años 
antes de la anterior resolución el mismo Tribunal de Casación por voto de mayoría 
y un voto salvado, reiteró la posición de la vulneración al proceso acusatorio en los 
casos en que la Fiscalía pidiese una sentencia absolutoria y el Tribunal pese a ello 
dictara una sentencia condenatoria, el voto salvado (del juez Ronald Cortes Coto) 
es de importancia referirse indicarlo (Resolución número 2007-088, Tribunal de 
Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Goicoechea, de las 
15.45 horas, del 26 de enero del 2007) (sic):  
 
...CONSIDERANDO:  
I - En el segundo motivo del recurso de casación interpuesto, los defensores 
Públicos del encartado reclaman violación al Debido Proceso por quebranto al 
sistema acusatorio y el principio de imparcialidad del juez. Lo anterior se plantea en 
torno a la circunstancia de que la sentencia condenatoria dictada en esta causa, 
surge a pesar de que en los alegatos finales el representante del Ministerio Público 
solicitó la absolutoria del acusado. Señalan que se vulneró el principio de lealtad 
procesal y esto implicó una incertidumbre procesal e inseguridad jurídica para el 
imputado. Solicitan se acoja el motivo, se case la sentencia y se ordene su nueva 
sustanciación. Se declara con lugar el reclamo. Efectivamente, como lo señalan 
los recurrentes, este Tribunal de Casación ya ha tenido oportunidad de plantearse el 
tema relativo a la posición que debe asumir el tribunal de sentencia, cuando el 
encargado de la persecución penal solicita que se dicte sentencia absolutoria en 
favor del sujeto que fue sometido al proceso penal y, sin embargo, el tribunal decide 
desatender esa solicitud. En ese sentido, se han declarado con lugar los recursos 
de la defensa al considerar que no es posible que el Juzgador de instancia se aparte 
de la solicitud de las partes asumiendo una posición oficiosa, que resulta impropia 
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para la tutela del principio de objetividad e imparcialidad que debe caracterizar a un 
juez en un sistema penal democrático como es el nuestro. Basta citar la resolución 
Nº 201- 2006 de las 10:55 horas del 09 de marzo de 2006 en la que esta Cámara 
resolvió lo siguiente:  
"POR TANTO: Se revoca la sentencia recurrida y, en su lugar, se absuelve de toda 
pena y responsabilidad a Edgardo Zúñiga Moraga, por el delito de Portación ilegal 
de arma permitida y portación de arma sin inscribir, en perjuicio de La Seguridad 
Pública. Son los gastos del proceso a cargo del Estado. Firme el fallo archívese la 
causa." 
En esta misma resolución, no sólo se tomaron los fundamentos que se habían dado 
en un voto de minoría anterior, sino que además el Cojuez Salazar Murillo aportó 
una serie de consideraciones que resultan totalmente de recibo para los efectos de 
la solución al presente asunto. Dicho juez apuntó lo siguiente:  
IV.-Nota del Juez Ronald Salazar Murillo: Concurro en un todo con lo resuelto, no 
obstante quiero agregar o ampliar las razones que motivan la decisión. La reforma 
del Código Procesal Penal que entró en vigencia en el año 1998, introdujo al país en 
un modelo procesal marcadamente acusatorio (pues se mantienen resabios 
importantes del sistema inquisitivo, Cfr. Sanabria, "Resabios inquisitivos en el código 
procesal penal costarricense", en: Revista de la Asociación de Ciencias Penales de 
Costa Rica, No. 22, año 16), entre cuyas características definitorias tenemos la 
separación de funciones entre los sujetos o partes del proceso (art. 277 cpp), para 
darle una verdadera función de objetividad e imparcialidad al tribunal, como lo 
establecen los principios sobre derechos humanos ( Artículo 8 Convención 
Americana de Derechos Humanos y 14 Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos) y los artículos 3 y 5 del Código Procesal Penal. El impulso de las 
acusaciones deben provenir siempre del fiscal o acusador particular o público, de 
manera que no puede haber juicio sin que exista acusación. En ese tanto, el papel 
del Juez en el Juicio debe ser el de un observador imparcial, que espera que sean 
las partes las que debaten sobre los hechos y el derecho, sin cobrar un papel de 
protagonismo. Dicho esto, creo que cuando el fiscal o acusador en juicio solicita 
absolutoria, el tribunal no puede condenar al imputado, por lo siguiente: i.- Autorizar 
una condena cuando se ha pedido absolutoria, es contradecir los cimientos de un 
modelo acusatorio y sobre todo, confundir el papel del juez y a los jueces mismos, 
sobre cuál es su posición en el proceso?, de ahí que en ocasiones no sabe si 
asumir un compromiso con el caso o su papel de observador imparcial. Ciertamente 
puede mantenerse un criterio diferente entre los juzgadores, sobre una disminución 
de su perfil de director del proceso y de sus facultades, sin embargo, esto resulta 
más armónico con el modelo que hemos adoptado y el cual debe ser más coherente 
en sus principios. Cuando el fiscal llega a juicio es para tratar de corroborar la 
hipótesis de la acusación, de manera que si luego de recibida la prueba considera 
que no es suficiente para pedir la condena, entonces no sostiene la acusación ante 
el Juez o Tribunal y si solicita la absolutoria es porque considera que los 
presupuestos que dieron base a la acusación no eran suficientes para la condena. 
ii.- El titular de la acusación tiene una importante disponibilidad sobre el objeto del 
proceso, porque en la fase preparatoria puede prescindir de acusar - en ciertos 
casos- o bien formular la acusación, por uno o todos los hechos, decisión que tiene 
una naturaleza tal, que aún ante la duda pueda inclinarse por un sobreseimiento 
parcial o total, provisional o defitivo, ( sic) que tendrá importantes consecuencias en 
el proceso. Si trasladamos ese poder dispositivo del acusador a la sede de juicio, 
podremos identificar que la situación es idéntica, cuando el persecutor una vez 
evacuada la prueba en juicio decide que el imputado es inocente o que hay duda y 
pide la absolutoria, no hace más que reiterar ese carácter dispositivo de sus 
peticiones, al igual que lo ha hecho en las fases anteriores del proceso, de manera 
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que no debe sorprendernos el hecho de otorgarle esas mismas consecuencias a 
sus actos en la sede de juicio. iii.- La condena en juicio ante una petición de 
absolutoria lesiona el derecho de defensa: otra de las razones por las cuales 
sostengo esta posición, es porque resulta evidente que cuando el acusador solicita 
la condena, la defensa técnica y material adoptan una posición absolutamente 
diferente en juicio, pues es la fase previa a la decisión del caso y la última para 
alegar sobre el resultado de la prueba, lo que implica un mayor esfuerzo para poder 
combatir la acusación y procurar la mayor ventaja para el cliente. Lo contrario ocurre 
cuando el acusador en juicio, considera insostenible la hipótesis inicial y solicita una 
absolutoria, pues, aunque se quiera ignorar, hay mayor confianza del imputado y 
defensor de manera tal que las conclusiones no implican un enfrentamiento en 
juicio, pues hay coincidencia entre lo alegado por las partes. Si se produce la 
condena, sobre otras razones no contempladas en el alegato del fiscal, entonces 
inevitablemente la defensa se verá sorprendida por el análisis del tribunal. Es cierto 
que esto último también puede presentarse cuando el fiscal pide la condena, no 
obstante, al menos la defensa está informada que la pretensión de condena le 
obliga en mayor medida a considerar todas los posibles flancos de análisis para 
descartar o combatir esa petición. iv.- Admitir una condena es actuar de oficio por el 
tribunal: Si el proceso acusatorio es un proceso de partes y si éstas solicitan la 
absolutoria, el aceptar una condena en esas circunstancias, es otorgarle al juzgador 
un papel oficioso de representar los intereses del Estado, prescindiendo así de la 
voluntad de las partes, propio de un sistema inquisitivo. Basta con examinar los 
parámetros para fijar la pena, sobre los cuales deberá definir oficiosamente ante la 
ausencia de petición para sancionar. Si ello fuera así, entonces habría que aceptar 
que el juez ordene prueba y disponga medidas cautelares cuando las partes no la 
han solicitado, con lo cual evidentemente retrocedemos en la formulación de nuestro 
modelo procesal. v.- Los temores por el error en el criterio del acusador: también 
tiene importancia para la decisión sobre el punto, el cuestionamiento de qué 
sucederá si el acusador carece de un buen criterio para pedir la absolutoria en juicio 
y un asunto se resolverá contrario a lo que debió ser, con el consecuente perjuicio 
para la víctima o el Estado. Este argumento es inaceptable. Efectivamente, lo que 
pueda decirse del acusador podría ser aplicable a todas las partes y al tribunal. 
También está latente en las diversas etapas del proceso, pues siempre puede existir 
errores de apreciación, como cuando se acusa un hecho que no se debe, o cuando 
el juez de la fase intermedia envía a juicio todos los asuntos sin discriminar. Lo 
propio ocurriría cuestionar, cuando el tribunal condena ante una gestión de 
absolutoria de las partes. vi.- Efectos que genera la petición de absolutoria sobre la 
acción penal: Finalmente, un punto importante es definir qué sucede con la acción 
penal cuando el titular considera que el caso no debe derivar en una condena. Lo 
primero es que la acción penal se mantiene invariable, no desaparece por la sola 
petición de absolutoria, como tampoco ocurre cuando se pide un sobreseimiento en 
fases anteriores, pues son formas de ejercer la acción penal, solamente que 
dirigidas a poner fin al proceso o a resolverlo de una determinada forma. Respecto 
de la acusación la misma no desaparece, porque fue la base que originó el juicio, 
pero no debe perderse de vista, que el formular una acusación es sólo una 
pretensión de que el asunto se dilucide en juicio y no una petición de condena. 
Efectivamente, cuando se remite una acusación se funda en la vinculación que las 
pruebas permiten derivar de la responsabilidad del acusado, no obligan al acusador 
a sostener esa hipótesis, ni implica que una vez en la sede de juicio el prosecutor 
abandone su posición para privilegiar el pronunciamiento del tribunal sobre la 
misma, sino que ejerce un papel activo. Cuando el acusador solicita absolutoria, no 
hace desaparecer la acusación, porque esa es una hipótesis inicial, sino que se 
convence, que los presupuestos que sustentaron la misma, han desaparecido con la 
recepción de la prueba, de manera que se hace insostenible la petición primigenia. 
El tribunal no puede condenar porque no hay petición de condena, así de sencillo. 
Aunque lo resuelto puede ser controversial en el foro jurídico, especialmente para 
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los juzgadores, ello en realidad sólo aplica los principios que inspiran la nueva 
legislación, reafirmando la posición del acusador en el proceso y las consecuencias 
son las más acordes dentro de un proceso de partes, inserto en un sistema 
democrático como el nuestro. Si el acusador estima que no hay prueba suficiente 
para una condena, el tribunal no puede condenar sin esa solicitud del titular de la 
acción penal".  
Sí es necesario que se tenga claro, que el problema planteado no se soluciona con 
un análisis textual de normas del Código Procesal Penal, sino que se debe hacer un 
análisis de coherencia del sistema y de la necesidad de que los juzgadores 
encuentren la forma en que puede tutelarse de manera más efectiva y democrática 
los principios fundamentales del proceso penal. No es posible en este momento de 
evolución del proceso, aferrarse a conceptos tradicionales y de corte inquisitivo que 
deben considerarse ampliamente superados, excusándose en conceptos tales como 
la "búsqueda de verdad real" o, incluso, pretender que hasta tanto no se diga 
expresamente que el modelo nuestro es acusatorio, entonces el juez mantiene o 
conserva atribuciones que lejos de tutelar los derechos y garantías de las partes, 
representan una intromisión oficiosa que compromete su objetividad e imparcialidad. 
Es claro que nuestro sistema procesal penal ha evolucionado históricamente como 
una mixtura de los sistemas acusatorio e inquisitivo, pero la introducción de los 
elementos inquisitivos en el proceso (como por ejemplo los recursos ante un 
superior) no deben verse como prerrogativas de la autoridad judicial, sino como 
factores que posibiliten o fortalezcan las garantías en favor del imputado y de las 
partes en contra de la arbitrariedad o el error en el ejercicio del poder jurisdiccional. 
Debe además tenerse presente que si el Tribunal de Juicio sustituye el ejercicio de 
la acción penal, que esta en manos del Ministerio Público, no solo resultaría 
inconciliable con el principio de objetividad, como se ha venido sosteniendo en este 
pronunciamiento, sino principalmente con textos expresos de instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos que garantizan el derecho de toda 
persona a ser oída por un tribunal imparcial para el examen de cualquier acusación 
contra ella en materia penal (artículos 10 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 26 párrafo segundo de la Declaración Americana de Derechos y Deberes 
del Hombre; 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Estos instrumentos 
internacionales no sólo tienen autoridad superior a las leyes (según el artículo 7 de 
la Constitución Política), sino además, a la propia Constitución Política, en la medida 
que otorguen mayores derechos o garantías a las personas (cfr. Sala Constitucional, 
Nº 9685 de las 14:56 horas del 1 de noviembre de 2000). Por otra parte, qué 
coherencia se puede encontrar si aceptamos expresamente que el juez de las 
etapas preparatoria e intermedia está sujeto a las solicitudes de las partes, excepto 
la posibilidad de plantear una "disconformidad" que, en definitiva, es el superior 
jerárquico del Ministerio Público que la resuelve, pero luego le dejamos al juez de 
juicio libre para separarse de lo que le solicitan las partes planteando, incluso, una 
tercera teoría de cómo resolver el caso. No sólo se violenta el principio de 
objetividad e imparcialidad, sino también el de imputación y el derecho de defensa 
del acusado. Si el debate gira en torno a una tesis que el órgano fiscal se 
compromete a demostrar, pero que luego no la mantiene, entonces bajo qué 
imputación resuelve el juez? Es claro que entre más prerrogativas oficiosas tengan 
los jueces, más difícil es que exista equilibrio, en tanto que los acusados tendrían 
que enfrentarse no sólo a un acusador, sino también a un juzgador que invade las 
competencias de este último y excede sus funciones. Es interesante observar la 
tendencia actual del sistema de justicia penal, con las reformas legales recientes 
que se le hicieron a nuestro Código Procesal Penal en materia de impugnación. Lo 
anterior para demostrar que ésta se aleja de un proceso de corte inquisitorial, en 
búsqueda de que se cumpla con un proceso penal que busca el equilibrio entre las 
partes. Se anota lo anterior respecto a la limitación que tiene el Ministerio Público o 
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el encargado de llevar adelante la pretensión punitiva, no sólo de recurrir más de 
una vez en casación, sino también para ofrecer prueba en la fase de impugnación 
(cfr. artículos 449 y 451 Ley Nº 8503 de 28 de abril 2006). Por todas estas razones, 
lo procedente es declarar con lugar el segundo motivo del recurso de casación 
interpuesto. Ahora bien, aunque la defensa solicita la anulación de la sentencia y el 
reenvío para nueva sustanciación, en realidad no tiene sentido ordenarlo, porque ya 
no es posible otra conclusión más que la absolutoria del acusado. En consecuencia, 
se revoca la sentencia condenatoria dictada en contra de Jason Sánchez Morales y 
en su lugar se le absuelve de toda pena y responsabilidad por el delito de abuso de 
autoridad que se le ha venido atribuyendo. Por innecesario, se omite 
pronunciamiento sobre los demás motivos del recurso de casación interpuesto”.  
 
En la misma resolución apuntada, existe como se indicó anteriormente un voto 
salvado discrepando de la posición de mayoría, sobre la potestad y monopolio de 
la persecución y solicitud de reproche penal por parte del Ministerio Público, 
ambas posiciones deben ser analizadas, pues como se ha observado el tema no 
es pacífico en la jurisprudencia nacional (cfr. Voto salvado): 
 
II- VOTO SALVADO DEL JUEZ CORTÉS COTO. El suscrito juez disiente del 
respetable criterio de mayoría. Estimo que el motivo segundo del recurso de 
casación presentado por la defensa del imputado debe declararse sin lugar. Se 
alega por parte de los recurrentes que la sentencia viola el debido proceso y el 
principio de imparcialidad del juzgador, dado que pese a que el Ministerio Público 
solicitó sentencia absolutoria en el presente caso, el tribunal condenó al imputado. 
Conoce este juzgador el criterio sostenido por ésta cámara en los Votos 201-2006, 
995-2006 entre otros, donde se consideró que por ser nuestro proceso penal 
acusatorio, no le es posible al tribunal condenar cuando el Ministerio Público solicita 
una sentencia absolutoria y no existe parte querellante que sostenga la acusación. 
Los argumentos que se han esgrimido se resumen en el hecho de que según su 
criterio el proceso penal nuestro es acusatorio. Que riñe con el principio acusatorio y 
el principio de imparcialidad del juez, el que un tribunal ante las conclusiones de 
absolutoria del fiscal, pueda condenar. Que no puede haber contradictorio, principio 
fundamental de nuestro sistema, en cuanto a los fundamentos de una condena y su 
sanción, si la Fiscalía pide una absolutoria, dado que la defensa no puede entonces 
conocer de previo las razones por las cuales se le podría condenar. Respeto, más 
no comparto ese criterio. Nuestro Código procesal penal no contiene un proceso 
penal acusatorio puro, como si lo es por ejemplo el proceso penal estadounidense el 
cual se caracteriza por una discrecionalidad absoluta del fiscal para acusar o no 
ejercer la acción penal, pudiendo incluso en igualdad de condiciones, acusar a unos 
imputados y negociar con otros, retirar cargos, e incluso hacer uso del instituto del 
“offering no evidence”, que consiste en no ofrecer prueba en contra de un sujeto 
imputado que colabore con la fiscalía. Dar inmunidad absoluta a un imputado y 
convertirlo en testigo para que declare contra otros etc. (Sobre el tema vease (sic) 
DIAZ PITA María Paula. El coimputado. Editorial Tirant Monografías. Valencia. 
España. 2000, p. 272 y siguientes). En los Estados Unidos no rige el principio de 
legalidad en el ejercicio de la acción penal, el cual continúa rigiendo en nuestro 
proceso según se admite incluso por ésta cámara en los votos citados y lo indica así 
el artículo 22 del Código Procesal Penal, estableciendo sólo algunas excepciones a 
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ese principio debidamente regladas. Este es un primer argumento para establecer 
que nuestro proceso penal no es acusatorio puro. Pero existen otras normas más 
que demuestran que el legislador estimó conveniente conservar poderes inquisitivos 
a los jueces. La primera de ellas es el 302 que regula la disconformidad, la cual 
podría decirse que no es totalmente inquisitiva en tanto mantiene la decisión final en 
el Ministerio Público, pero al menos posibilita que el Juez discrepe, lo cual ya no es 
propio de un sistema acusatorio. Otras normas son el artículo 320 que da la facultad 
al juez intermedio de oficio de ordenar prueba para el debate cuando sea manifiesta 
la negligencia de alguna de las partes. El artículo 352 en tanto permite al tribunal de 
juicio interrogar a los testigos y peritos. (norma que reafirma que la actitud del juez 
de juicio no es totalmente pasiva como se quiere hacer ver). El artículo 355 que 
establece la facultad del tribunal de ordenar prueba para mejor resolver. Es decir, el 
tribunal puede traer prueba si considera que la ofrecida por las partes es insuficiente 
para descubrir la verdad, algo propio de un sistema inquisitivo. Pero quizá la norma 
más representativa de los poderes inquisitivos del juez de juicio, es el numeral 362 
que posibilita, si en la deliberación se estima necesario, reabrir el debate para recibir 
nuevas pruebas o ampliar las incorporadas. En este caso, si el tribunal tiene duda al 
deliberar, pero cree que hay otra prueba que podría despejarla y que se puede traer, 
en lugar de absolver, puede traer prueba de oficio. Por otra parte el numeral 365 
permite al tribunal respetando el marco fáctico acusado, dar al hecho una 
calificación jurídica distinta a la de la acusación o aplicar penas más graves o 
distintas a las solicitadas. Estas normas demuestran que el legislador no hizo un 
código en el que el juez tuviera un rol totalmente pasivo, sino que tal y como lo 
establece el artículo 180, el tribunal DEBE PROCURAR LA AVERIGUACIÓN DE LA 
VERDAD REAL DE LOS HECHOS. Las normas de corte inquisitivo citadas, dan pie 
a sostener que en nuestro proceso penal, el principio acusatorio no rige con toda 
plenitud, que tiene excepciones que el legislador por razones de política criminal 
estableció, y que no pueden desconocerse a la luz de doctrinas y jurisprudencias 
extranjeras que interpretan legislaciones distintas a la nuestra. No se compromete la 
imparcialidad del juez cuando simplemente éste resuelve lo que objetivamente 
demostraron las pruebas traídas por las partes. El Ministerio Público ejerció la 
acción penal, elevó la causa a debate, presentó sus pruebas, y es el Tribunal quien 
tiene que valorar conforme a las reglas de la sana crítica todo el aservo probatorio y 
tomar una decisión, sin que quede vinculado por las peticiones de las partes. Es de 
hacer notar como otro argumento adicional, que las normas de la deliberación 
carecerían de sentido – siguiendo el criterio de mayoría- cuando el Ministerio 
Público solicita una sentencia absolutoria, y sin embargo el legislador no hizo 
excepción alguna en el numeral 360, siempre que se cierra el debate, el tribunal 
tiene que deliberar y dictar sentencia, algo que no ocurre en el sistema acusatorio 
puro norteamericano en donde si la Fiscalía retira los cargos, no hay conclusiones ni 
sentencia. Resultaría por lo demás sumamente peligroso para el Estado de Derecho 
que se llegara a utilizar por parte de la fiscalía un “offering no evidence” encubierto, 
a través de la petición de absolutoria en el debate, previamente negociada en forma 
secreta con coimputados, a cambio de su declaración incriminatoria, sin control 
jurisdiccional alguno, burlando el sistema de oportunidad reglado que estableció el 
legislador en el artículo 22 inciso b. Finalmente cabe destacar que en resoluciones 
recientes de la Sala Constitucional se ha admitido que el Tribunal de Juicio de oficio 
pueda dictar una prisión preventiva para asegurar la realización del debate. (cfr. 
Votos 13669-2005 y 2031-2006), lo que demuestra más que para nuestra Corte 
Constitucional nuestro proceso penal no es acusatorio puro. El suscrito juez quiere 
dejar claro que es partidario de un proceso acusatorio puro para Costa Rica, 
siempre y cuando se establezcan y exijan las debidas responsabilidades al 
Ministerio Público para evitar la arbitrariedad y la excesiva discrecionalidad en el 
ejercicio de la acción penal, pues ello podría llevar a consecuencias nefastas 
(impunidad) si esas potestades no se utilizan en forma objetiva y responsable. Se 
requiere dar independencia al Fiscal General para evitar que en su ejercicio sea 
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atemorizado por presiones políticas que condicionen su continuidad. Dotarle de un 
presupuesto propio, fuero especial de protección. Fijar reglas claras que permitan a 
las partes conocer las negociaciones realizadas con coimputados, y exponerlas en 
el contradictorio. Lo que desde luego requiere de reformas legales, pues la 
jurisprudencia nunca puede estar por encima de la ley, en un correcto sistema de 
jerarquía de las fuentes normativas. Por estas razones, discrepamos del criterio de 
mayoría y declaramos sin lugar el motivo, estimando que con fundamento en los 
numerales 180, 360, 365 del Código Procesal Penal, el tribunal debe resolver el 
contradictorio objetivamente conforme las pruebas recibidas, sin estar vinculado por 
la petición de las partes. Por ende, en este caso, no se ha producido la violación al 
debido proceso ni al principio de imparcialidad del juez. En cuanto al resto de los 
motivos de casación esbozados por la defensa, omito pronunciarme por ser 
innecesario, dado el criterio sostenido por la mayoría.  
 
2.1.3 FUNCIÓN ACUSATORIA DEL MINISTERIO PÚBLICO 
 
El Ministerio Público es el encargado de ejercer la acción penal pública, mediante 
una investigación objetiva e imparcial, con apego estricto al principio de legalidad. 
Durante la etapa preparatoria la Fiscalía debe investigar el hecho puesto en su 
conocimiento, o bien, oficiosamente, con el fin de recabar aquellas pruebas 
necesarias a fin de formular una solicitud ante el juez penal. Estas solicitudes 
pueden poner fin al proceso o continuar a otras etapas mediante la formulación de 
la acusación.   
El artículo 180 del Código Procesal Penal, compele a los administradores de 
justicia a investigar con objetividad (sic)  
“ARTICULO180.- Objetividad El Ministerio Público y los tribunales tienen el deber de procurar por sí 
la averiguación de la verdad mediante los medios de prueba permitidos, cumpliendo estrictamente 
con los fines de la persecución penal y los objetivos de la investigación”.  
Durante la etapa preliminar o de investigación, el Ministerio Público tiene el deber 
de investigar, apegado al ordenamiento jurídico vigente nacional e internacional, 
respetando los derechos y garantías del imputado, así como de la parte ofendida. 
Esta investigación es objeto de control jurisdiccional por parte del juez de la etapa 
preparatoria, como se ha indicado durante la investigación, este control en algunos 
casos excede los límites propios de un sistema acusatorio puro, es decir la 
investigación debe estar única y exclusivamente en manos del Ministerio Público y 
de la Policía Judicial, empero el ordenamiento jurídico costarricense, permite aún 
66 
 
la intromisión del juez en la etapa de investigación, encargándole diligencias como 
allanamientos, registros, secuestros, intervenciones telefónicas y otras. 
En buena teoría, la investigación realizada por el Ministerio Público es informal, 
sea debería privar la oralidad, inmediación y prontitud en la misma, sin embargo, 
en la actualidad se sigue haciendo uso del expediente formal, por lo tanto se hace 
una instrucción formalista donde media el uso excesivo de documentación. Esto 
también se debe al control indebido de la investigación y la violación constante al 
principio de lealtad dentro de la administración de justicia, así como la violación al 
principio de libertad probatoria, pues los juzgadores “tasan” prueba, exigiendo 
ciertas probanzas para los hechos investigados, violentando la máxima “todo 
puede ser probado mediante procedimientos lícitos”. 
El profesor Fernando Cruz Castro, señala en cuanto a la investigación 
preparatoria, varias características fundamentales (Castro, págs. 958-979) (sic):  
 
“1. Finalidad y naturaleza de la investigación preliminar es muy simple: determinar si 
existe base probatoria y jurídica para platear una acusación, cuyo contenido debe 
discutirse y resolver en el debate. (art.274 del c.p.p) Para cumplir este objetivo, no 
se requiere una investigación compleja y formal, basta que el fiscal instructor 
recolecte los elementos de prueba que le den fundamento a la acusación… 2. 
Legajo de investigación: La investigación preliminar deben constar en un legajo de 
investigación en el que se incluirán los datos, informes y documentos que puedan 
incorporarse en debate… 3. Anticipo de prueba. Esta es una medida que fortalece, 
notablemente, la efectiva vigencia del principio de oralidad e inmediación…4. La 
objetividad y respeto a las garantías del encausado como principios de la actuación 
fiscal. La imparcialidad y respeto a las garantías del encausado son los principios 
que deben orientar la actuación de los representantes del Ministerio Público. 
Comparte el fiscal los mismos fines que inspiran la acción del juez. Estos principios 
de actuación guardan perfecta concordancia con la definición del ente acusador 
como promotor de la legalidad y la justicia… La vigencia del principio de objetividad 
e imparcialidad que inspira la actuación fiscal, exigen que éste informe a las partes 
sobre las pruebas que sustentan la actuación…5. Límites temporales a la 
investigación. La investigación fiscal preparatoria no tiene un plazo ilimitado. El 
principio de justicia pronta y cumplida exige la determinación de los límites 
temporales más o menos precisos a la investigación o a la duración del proceso. El 
artículo 171 del c.p.p. impone al Ministerio Público la obligación de concluir la 
investigación preparatoria en un plazo razonable. No se optó por la determinación 
de un plazo fijo, como se ha hecho en el código procesal boliviano, sino que se 
introdujo una fórmula flexible que permite a la autoridad judicial determinar, en cada 
caso la duración del proceso… 6. Secreto de las actuaciones. El artículo 296 del 
c.p.p.c.r. otorga a los fiscales la potestad para decretar, mediante resolución 
fundada, el secreto total o parcial de la investigación preliminar, cuando el imputado 
no se encuentre detenido y la publicidad entorpezca el descubrimiento de la verdad. 
El plazo mencionado puede prorrogarse por diez días, pero en este caso cualquiera 
de los afectados podrá solicitar al tribunal del procedimiento preparatorio que 
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examine tal medida y la revoque, si lo estima pertinente… 7. Potestad de coerción 
personal fugaces. Los representantes del ministerio (sic) Público podrán ordenar la 
detención de una persona, siempre y cuando no superen las veinticuatro horas…8. 
Otras potestades de investigación. El artículo 188 del c.p.p. autoriza la inspección 
corporal del imputado o de otras personas sobre las que recaiga grave y fundada 
sospecha de que oculta entre sus ropas o lleva adheridos a su cuerpo, objetos 
relacionados con el delito. La inspección debe respetar el pudor del examinado, 
advirtiéndosele que al acto puede asistir la persona que él designe…9. Archivo de 
diligencias. Los representantes del Ministerio Público cumplirán una importante 
función al ordenar el archivo de los asuntos en los que no se ha podido 
individualizar al imputado”.      
 
2.1.4 EL MINISTERIO PÚBLICO OBJETIVO Y LAS OFICINAS DE DEFENSA 
CIVIL DE LAS VÍCTIMAS Y LA OFICINA ATENCIÓN A VÍCTIMAS Y TESTIGOS 
 
En relación a la defensa civil de la víctima, la misma se realiza por disposición 
legal, cuando la víctima delega la acción civil en el Ministerio Público. 
Evidentemente todo despliegue a favor enteramente de la víctima responde a un 
interés parcial, es decir del beneficio de la víctima a través del proceso penal, 
responde también a un interés constitucional de encontrar reparación y auxilio 
mediante la solución de conflictos dentro de la administración de justica.  
Este tema tiene relación con la independencia del Ministerio Público, ciertamente 
la víctima de cualquier delito debe y necesita ser reparada, no solo por una 
cuestión de legalidad sino de política criminal, como una respuesta Estatal sobre 
su cuota de responsabilidad sobre la comisión de hechos delictivos, partiendo que 
el delito es un fenómeno social derivado de las desigualdades sociales, sumado a 
factores ambientales, sociales y biológicos (Borja, 2001), por ende no resulta para 
nada descabellado el pensar en un fondo de asistencia para víctimas (Cubero, La 
tutela efectiva de los derechos de las víctimas en el proceso penal costarricense), 
además de la salida de la defensa civil del Ministerio Público, pues partiendo de la 
objetividad e imparcialidad del ente Fiscal, el hecho de jugar un doble rol no es 
coherente con el sistema procesal penal adoptado en nuestra legislación (sic): 
“…en este sentido del análisis de la normativa internacional se puede establecer 
que la promulgación de los principios de justicia para las víctimas abarca tres 
aspectos generales y fundamentales, a saber: l. Acceso real de la víctima a la 
justicia penal. 1l. Asistencia a las víctimas. lll Resarcimiento e indemnización . 
En lo referido al primer aspecto relativo al acceso real a la justicia penal, la 
Declaración de Naciones Unidas insta a los Estados miembros a establecer 
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mecanismos judiciales y administrativos que permitan a las víctimas obtener 
reparación mediante procedimientos oficiales y oficiosos que sean expeditos, justos, 
poco costosos, y accesibles, brindándoles a las víctimas la información requerida 
para tal fin. Igualmente se establece el necesario derecho de información a las 
víctimas sobre el discurrir del proceso penal y en especial sobre las decisiones que 
se tomen acerca de la causa, la asistencia a las víctimas durante el proceso, la 
adopción de medidas para evitar la victimización secundaria y la adopción de 
mecanismos oficiosos para la solución de controversias, tales como el arbitraje, la 
prácticas de justicia consuetudinaria y autóctona que faciliten la conciliación y la 
reparación de las víctimas. 
En lo relativo a la asistencia de las víctimas, la citada Declaración de Naciones 
Unidas insta a los Estados miembros a brindar asistencia médica, material 
psicológica, y social a las víctimas por los medios gubernamentales, comunitarios o 
voluntarios disponibles; igualmente señala la obligación de brindar información 
sobre tales servicios facilitando el acceso a ellos, capacitación al personal policial y 
personal social para que sean receptivos a las necesidades de las víctimas que 
garanticen una ayuda rápida y apropiada y finalmente que la asistencia que se 
brinde tome en consideración las necesidades especiales que se requieren en razón 
de los daños sufridos. 
La concretización del derecho de asistencia se ha operado por medio de la apertura 
de programas de asistencia que pueden asumir dos formas, el acogimiento urgente 
e inmediato, el cual básicamente lo que pretende es escuchar a la víctima, ayudarle 
a formular la denuncia, buscarle alojamiento, asistencia médica y asistencia 
psicológica; y el programa de asistencia dentro del derecho penal, que pretende 
brindarle asistencia a la víctima, tanto a nivel afectivo como práctico durante todo el 
desarrollo del proceso penal. 
En lo concerniente al derecho de resarcimiento e indemnización, componente que 
consideramos de suma importancia y lo ubicamos por ello como el último escalón 
hacia la tutela efectiva del derecho de las víctimas, la supracitada Declaración de 
Naciones Unidas establece primeramente que el resarcimiento que comprende la 
devolución de bienes, el pago de los daños sufridos, el reembolso de los gastos 
realizados como consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la 
restitución de derechos, es una obligación primaria del delincuente y de los terceros 
responsables. Seguidamente la Declaración en comentario insta a los Estados 
Miembros a revisar sus legislaciones de tal forma que el resarcimiento sea 
considerado como una posibilidad de sanción penal, además de que en caso de 
daños al medio ambiente se imponga como resarcimiento la rehabilitación de éste y 
en casos de daños causados por funcionarios públicos que actúan a título oficial 
debe existir una obligación del Estado de resarcir a las víctimas. 
En lo que respecta a la indemnización, la Declaración de Naciones Unidas dispone 
con carácter novedoso y verdaderamente progresista que cuando no sea suficiente 
la reparación procedente del delincuente o de otras fuentes, los Estados procurarán 
indemnizar financieramente. a) A las víctimas de delitos que hayan sufrido 
importantes lesiones corporales o menoscabo de su salud física y mental como 
consecuencia de delitos graves. B) A la familia, en particular a las personas a cargo, 
de las víctimas que hayan muerto o hayan quedado física o mentalmente 
incapacitadas como consecuencia de la victimización. 3) El establecimiento, 
reforzamiento y ampliación de fondos nacionales para la indemnización de víctimas. 
La concretización efectiva de éste derecho a la indemnización por parte del Estado 
se ha establecido a nivel de legislaciones nacionales por medio de leyes especiales, 




Sobre este punto, se han adoptado medidas a nivel legislativo, incorporando a 
derecho positivo normativa relacionada a la protección de la víctima, como es el 
caso de la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y otros sujetos intervinientes en 
el proceso penal, además de las reformas a los artículos 71 y 204 del Código 
Procesal Penal, pese a ello y en una errónea técnica legislativa, el artículo 71.3. a), 
hace referencia a que la víctima tiene derecho a recurrir aquellas decisiones, en 
que el Ministerio Público solicite absolutoria o bien sobreseimiento, es decir no 
esté de acuerdo con quien la representa, dicho artículo indica que la víctima puede 
ejercer los recursos de conformidad con el artículo 426 del Código Procesal Penal, 
sin embargo a raíz de las mismas modificaciones y la incorporación del 
Procedimiento en Flagrancia, la numeración se corrió, por lo tanto los recursos se 
encuentran a partir del artículo 437, entonces en aplicación del artículo 1 del 
mismo cuerpo legal, es decir el principio de legalidad procesal, la víctima posee la 
potestad formal de recurrir pero no material, es decir, la víctima a pesar del 
derecho a recurrir no lo puede realizar, violentando con ello la normativa 
internacional, en cuanto al derecho a un recurso efectivo. 
En cuanto a la acción civil delegada en el Ministerio Público y su participación en el 
proceso penal, se hace mención de lo indicado por Fernando Cubero Pérez, en 
relación a la ubicación y participación exclusiva en la representación civil de la 
víctima por parte del ente Fiscal (sic):   
…”A-3- Contradicción entre la delegación y los principios rectores de la 
función requirente del Ministerio Público.  
En el desarrollo de la función primordial del Ministerio Público, cual es la promoción 
y ejercicio de la acción penal, el ente acusador se encuentra regido por los 
principios de libertad, independencia y objetividad de sus actuaciones. Sin embargo 
si a ese mismo funcionario se le obliga a ejercitar la acción civil su libertad y 
objetividad en la promoción y ejercicio de la acción penal se puede ver 
comprometida y darse por consiguiente un choque entre la tutela de interés 
colectivo por la represión del delito y el interés privado del resarcimiento.  
En este sentido, un leve vistazo a la práctica nos muestra que tal contradicción 
puede aflorar en circunstancias tales como, en aquellos casos en los cuáles 
habiéndose promovido una acción civil resarcitoria por el funcionario del Ministerio 
Público durante la instrucción judicial, al término de ésta por razones diversas debe 
instar la solicitud de un sobreseimiento, o bien la circunstancia en que 
encontrándose en la etapa de debate el Agente Fiscal o Fiscal de Juicio, actuando 
según su saber y entender, solicita una absolutoria del encartado; afectando de esta 
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forma el interés del particular en el resarcimiento; también puede quedar en 
entredicho la objetividad del ente acusador en aquellos supuestos en los cuales 
existiendo una pluralidad de imputados en relación a un mismo hecho tienen 
igualmente la posición de ofendidos y todos delegan el ejercicio de la acción civil en 
el ente acusador.  
En todos estos casos citados, pareciera que los titulares del derecho resarcitorio, 
deberían tener una representación legal garantizado por el Estado para ejercitar a 
su favor la acción civil sin que en su labor tales órganos entren en contradicción con 
otras funciones asignadas por el ordenamiento legal”  (Cubero, La acción civil como 
acción delegada en el Ministerio Público, 1997). 
 
A pesar de que la acción civil resarcitoria se encuentra actualmente y en la 
mayoría de las jurisdicciones, en el caso de existir delegación, ejercida por medio 
de un abogado de la Defensa Civil de la Víctima, misma que puede discrepar de 
las conclusiones a las cuales puede arribar el representante de la acción penal 
(Fiscal o Fiscala), dicha oficina sigue siendo parte del Ministerio Público, por ende 
lo recomendable para mantener la estructura independiente, imparcial y objetiva, 
propuesta, es la salida de esta Oficina del abrigo de la Fiscalía y sea adscrita a la 
Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, a fin de mantener íntegro el espíritu 
acusador otorgado al Ministerio Publico. 
 
2.2 PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD DEL JUEZ 
 
El principio de imparcialidad del juzgador responde a los principios nacidos durante 
la ilustración, según la Sala Constitucional costarricense (voto 1739-92) forma 
parte del debido proceso en un Estado democrático de derecho. La garantía de un 
juez imparcial está contenida en los artículos 1, 24, 28, 35, 39 y 42 de la 
Constitución Política, así mismo se encuentra estipulado en la Convención 
Americana de Derechos Humanos: 
 
En el Capítulo II “DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS” reza: 
 
ARTÍCULO 8.- Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 




El principio de imparcialidad del juzgador plasmado en la Constitución Política, 
responde al principio de división de poderes. Tal y como se indicó respecto a los 
representantes del Ministerio Público, los mismos deberes y obligaciones cobijan a 
la figura del juzgador. 
 
2.2.1 JURISPRUDENCIA EN RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE 
IMPARCIALIDAD  
 
Para definir en qué consiste la imparcialidad del juzgador, se debe echar mano a la 
jurisprudencia y a la doctrina. En ese particular se procederá al análisis de 
resoluciones relevantes de diferentes Tribunales, para comparar los diferentes 
criterios existentes sobre tan importante principio. 
En la praxis judicial, existen diversas manifestaciones donde podemos encontrar la 
aplicación del principio de imparcialidad, de ante mano no se comulga con todos 
los criterios jurisprudenciales, como en el siguiente caso. La Sala Tercera de la 
Corte Suprema de Justicia, entra a conocer un recurso de casación, donde la 
defensa pública alega violación al principio de imparcialidad, en el entendido que 
los jueces integrantes en el debate, ya habían conocido sobre el grado de 
probabilidad (artículo 239 del C.P.P.), pues antes del debate resolvieron sobre la 
prórroga de prisión preventiva del acusado, por tanto tenían conocimiento previo 
del asunto. En ese particular la Sala Tercera, resolvió sin lugar el recurso, sin 
embargo consideramos válida la posición de la defensa pública, pues según las 
garantías constitucionales y del sistema interamericano de derechos humanos, el 
juez decisor no debe estar contaminado antes de la realización del juicio:  
“Considerando:  
I.- Recurso de la Licenciada Natalia Gamboa Sánchez, Defensora Pública del 
imputado xxxx . Como único motivo por la forma, la abogada invoca violación al 
principio de imparcialidad.  La impugnante alega que los Jueces del Tribunal 
sentenciador, previo a dictar la sentencia condenatoria, concurrieron a prorrogar la 
prisión preventiva del imputado, realizando una serie de aseveraciones sobre la 
probabilidad de comisión del hecho punible.  Se desprende de dicha resolución, una 
valoración de prueba, además que se prorroga la prisión preventiva más allá del 
término programado para la finalización del debate.  No se atiende el reclamo.  
Esta Sala considera que, en el presente caso, no se ha violentado el principio de 
juez imparcial argumentado por la impugnante y consecuentemente no se ha 
vulnerado el derecho del encausado xxx , a ser juzgado por un Tribunal imparcial.  
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En efecto,   el examen de la resolución de las trece horas con treinta minutos del 17 
de junio de 2008, suscrita por los Licenciados Alfredo Arias Calderón, Manuel 
Antonio Zambrana y Mayid Torres González, del Tribunal de Juicio de Heredia, la 
cual se pronunció sobre la prórroga de la prisión preventiva del imputado xxxx  por 
el término de tres meses, resulta apegada a los requisitos exigidos por el numeral 
239 inciso a) del Código Procesal Penal, el cual exige hacer un examen de los 
“elementos de convicción suficientes” para establecer la probabilidad de que el 
acusado es el presunto autor de un delito o partícipe de él.  La obligatoriedad de 
hacer este examen no solo deviene de la norma procesal aludida, sino que el 
mandato proviene de la propia Constitución Política, la que dispone en el numeral 
37 lo siguiente: “Nadie podrá ser detenido sin un indicio comprobado de haber 
cometido delito y sin mandato escrito de juez o autoridad encargada del orden 
público…”.   De esta forma la normativa constitucional y legal exigen que el juzgador 
haga una valoración preliminar de los elementos de juicio existentes en dicho 
momento procesal, para establecer en grado de probabilidad, si una persona está 
vinculada, a un hecho presuntamente delictivo que se está investigando, para así 
ponderar si el sospechoso amerita o no, la imposición de una medida cautelar de 
prisión preventiva. Dicho examen tendrá que reunir los criterios de objetividad y 
razonabilidad a los que el juzgador está sometido, y en ese quehacer propio de sus 
funciones, necesariamente deberá avocarse a un conocimiento de los elementos de 
juicio, pruebas e indicios, que existan en el momento de la valoración y la emisión 
de un pronunciamiento de probabilidad, sobre la presunta existencia del ilícito y la 
participación probable del indiciado en los hechos.  Este examen y conocimiento, 
resulta imperativo para el juez, el cual debe emitir un pronunciamiento sobre la 
pertinencia o no de la medida cautelar solicitada por el ente fiscal y para ello, tiene y 
debe, entrar a examinar si, en efecto, existen o no los aludidos presupuestos 
normativos que justifican la imposición de la medida cautelar. Así, cuando por 
circunstancias del funcionamiento del aparato judicial le corresponda a los mismos 
Jueces, conocer del fondo del proceso, su imparcialidad está incólume, debido a 
que simplemente, se avocaron a determinar si para efectos de la medida cautelar 
decretada, se cumplieron o no los requisitos legales. Esta circunstancia implica que 
el pronunciamiento sobre la parcialidad o imparcialidad del juez que conoce en 
diferentes momentos del proceso, primero sobre la medida cautelar de prisión 
preventiva, y luego, su participación como integrante del Tribunal de Juicio, para 
conocer del fondo de la causa, debe ser analizado casuísticamente, para establecer 
si, al hacer el juicio valorativo, el juzgador comprometió su criterio sobre el caso y si 
su primera intervención en el proceso puso en riesgo el derecho del imputado a ser 
juzgado por un Tribunal imparcial.  Es desde esta perspectiva que, al analizar la 
resolución dictada por los Jueces Arias, Zambrana y Torres, observamos que 
realizaron un análisis lógico, y razonable de las circunstancias fácticas y jurídico 
procesales que fueron sometidas a su conocimiento, a lo cual se avocaron en virtud 
de la solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva solicitada por 
el Ministerio Público y del contenido de los elementos de juicio que estaban 
aportados en el legajo de la causa, hasta ese momento.  En su único considerando, 
los Juzgadores señalaron que: “Existe indicio probado de la delincuencia acusada y 
de la participación del imputado en ellos, tanto así que contamos con dos autos de 
apertura a juicio los cual (sic) admite (sic) como probable los hechos imputados.” 
(folio 390, el destacado es suplido).  Se observa de dicho párrafo, la objetividad con 
que los Jueces emitieron su pronunciamiento, avocándose justamente al análisis de 
confirmación de la existencia de indicios comprobables de que el imputado es 
posible autor de los hechos que se le acusan.  Tales parámetros son totalmente 
válidos a la luz del artículo 239 del Código Procesal Penal y es bajo dicha directriz, 
que los Jueces procedieron a valorar si la solicitud de prórroga, se apegaba al 
mismo, por lo que a continuación analizaron si había suficiente sospecha de 
culpabilidad, señalando que existían dos causas con apertura a juicio. No consta en 
la resolución, una enumeración de los elementos probatorios existentes hasta ese 
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momento, de modo que ni siquiera se menciona el contenido de esas probanzas, 
con lo cual queda en claro, que no existió análisis probatorio de fondo por parte de 
los juzgadores, previo al juicio oral y público.  La impugnante, fundamenta su 
alegato en la circunstancia, de que en la redacción de esta resolución se indicó que 
“[…] los hechos acusados, ciertos o no, denotan un gran desprecio por la vida y la 
integridad humana.”   El recurso magnifica   y da dimensiones irreales al sentido del 
citado texto pues lo descontextualiza. En efecto, si se lee el párrafo completo, se 
observa que una alusión a la forma de comisión de los hechos, sin que se mencione 
siquiera características personales del imputado, tal y como interpreta la recurrente. 
Por último, y en lo referente al plazo por el que se dictó la prórroga de la prisión 
preventiva, nuevamente se malinterpreta ese extremo, pues el Tribunal opta por ese 
término, pues le está permitido por ley.  Nada impedía, en caso de ser absuelto el 
justiciable, que se le otorgara su libertad, pues más bien sería una obligación.  En 
caso de condena, procedería su revisión –como en efecto se hizo- a efectos de 
verificar su continuación o no.  En todo caso, de dicha circunstancia, no es posible 
extraer agravio alguno.  En síntesis la resolución hace un recuento de los elementos 
de prueba y circunstancias que permiten establecer la probabilidad de la 
participación del encausado y el riesgo de que puede continuar delinquiendo, por lo 
que no observan los suscritos, que los Juzgadores, comprometieran su 
imparcialidad, pues se avocaron a cumplir con la valoración que debían realizar de 
conformidad con la normativa antes citada y que además había que sopesar, si el 
Fiscal, llevaba razón en su solicitud, por lo que era necesario un adecuado examen 
de las circunstancias y las probanzas que se tenía hasta ese momento, lo cual se 
hizo de forma clara, sucinta y objetiva. No observamos frases o expresiones que 
indiquen que los Jueces que conocieron de la prórroga de la medida cautelar así 
como también del juicio, tuvieran una posición subjetiva y definida frente al caso, 
sino que se hizo un análisis dentro de los parámetros antes señalados, con 
objetividad y sentido común. En consecuencia, los Jueces Alfredo Arias Calderón, 
Manuel Antonio Zambrana y Mayid Torres González, no comprometieron su 
imparcialidad de cara al proceso, que les impidiera en un momento posterior, 
integrar el Tribunal  de Juicio que conoció el fondo de la causa, ni existe evidencia 
alguna de que eso influyera negativamente al momento de dictar sentencia, razón 
por la cual, tampoco se vulneró el derecho del imputado a ser juzgado por jueces 
imparciales. En razón de lo expuesto se declara sin lugar el motivo alegado”. 
(Resolución número 116-2009, Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. San 
José, de las 08:24 horas del 25 de febrero del 2009)   
 
En igual sentido la Sala Tercera se había pronunciado sobre el principio de 
imparcialidad, al conocer de un recurso de revisión, donde al igual que el anterior 
se cuestionaba la participación de una jueza en el debate, siendo que en etapas 
anteriores al mismo, se había pronunciado sobre el juicio de probabilidad, al tener 
conocimiento de las solicitudes de prisión preventiva, indicando la Sala lo 
siguiente:  
 “…no en vano, en este sentido, la Sala Constitucional (por ejemplo, en su 
resolución número 8490, de 14 de junio de 2006), y esta Sala Tercera, han señalado 
que la intervención de un juez en etapas previas al debate, más allá de los 
supuestos que señala el artículo 55 del Código Procesal Penal, no vulnera de 
manera necesaria la imparcialidad jurisdiccional en tanto no se pronuncie sobre 
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aspectos propios de la decisión de fondo en la etapa de juicio, de forma que la 
resolución final no constituya una reiteración o confirmación de lo acordado en 
momentos previos (al respecto, véase las siguientes resoluciones emitidas por este 
despacho: 887, de 27 de agosto de 2007; 1182, de 20 de noviembre de 2006; 1021, 
de 13 de octubre de 2006; 1034, de 9 de septiembre de 2005; y 1146, de 10 de 
octubre de 2005; 735, de 11 de agosto de 2006; 1453, de 14 de diciembre de 2005; 
1034, de 9 de septiembre de 2005; 475, de 24 de mayo de 2005; 256, de 8 de abril 
de 2005; y 489, de 14 de mayo de 2004). Lo anterior con fundamento en el artículo 
42 de la Constitución Política, que dispone: “Un mismo juez no puede serlo en 
diversas instancias para la decisión de un mismo punto. Nadie podrá ser juzgado 
más de una vez por el mismo hecho punible…” y en el inciso 1 del artículo 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos: “…Toda persona tiene derecho a 
ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 
o de cualquier otro carácter…” [la cursiva no pertenece al original]. Ello supone la 
prohibición, para quienes se han pronunciado sobre el fondo de un asunto, de 
resolver, de nuevo, sobre ese mismo extremo objeto del proceso. Por esa razón, 
esta Sala ha apuntado en otro precedente jurisprudencial (resolución número 887, 
de 27 de agosto de 2007), lo que sigue: “…No siempre que se dicta un auto de 
prisión preventiva, se compromete la imparcialidad del Juez… Este derecho a la 
imparcialidad se regula en nuestro sistema instaurando causales de excusa y 
recusación para cuando se presente alguna circunstancia que comprometa esa 
imparcialidad; en el ordenamiento costarricense, en el artículo 55 del Código 
Procesal Penal se asientan esas causales, que no resultan taxativas, sino que 
ejemplifican casos en los cuales se debilita esa objetividad. Se observa que el 
numeral dicho, en su inciso primero, establece que el juez debe excusarse cuando 
hubiere dictado el auto de apertura a juicio, el cual supone un análisis de las 
actuaciones, para determinar si existe o no base para el juicio. Situación similar, 
aunque no igual, se presenta al juez que debe resolver sobre la prisión preventiva. 
En ese caso, el análisis de probabilidad de la participación del sindicado en los 
hechos acusados, ha de limitarse a enunciar los elementos probatorios recabados al 
momento, y exponer su suficiencia. Igual con los demás presupuestos. Si bien no se 
establece expresamente en dicha norma, como causal de excusa, el emitir criterio al 
resolver sobre una solicitud de prisión preventiva, o al decidir sobre un recurso al 
respecto, ha de analizarse si en el caso concreto, se comprometió la imparcialidad… 
Conforme lo anterior, si uno de los integrantes del Tribunal, por alguna razón 
conoció o tuvo alguna participación directa en los hechos históricos que se someten 
a su conocimiento, se debe inhibir de inmediato o, en su defecto, puede recusarse 
por quienes tengan derecho o interés en hacerlo, toda vez que esta circunstancia 
podría afectar o incidir en la imparcialidad u objetividad con la que se impone que 
realice su función… Claro está, el motivo, causa o hecho que se invoca debe ser de  
una naturaleza o relevancia considerable, pues se debe acreditar que en efecto la 
imparcialidad u objetividad de los juzgadores está siendo violentada o vulnerada» 
(sentencia # 256-2003)…”…En definitiva, no se comprometió su objetividad como 
jueza de juicio y, entonces, debe declararse sin lugar el procedimiento” 
(Resolución: 2008-01465, Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. San 
José, a las 9.02 horas, del 9 de diciembre del 2008).  
 
 En definitiva, el estudio y revisión de la jurisprudencia fomenta el debate jurídico, y 
lleva a diversos caminos, debiendo concluir que existen diversidad de criterios 
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sobre un mismo asunto, asimismo ante un mismo conflicto existen diversidad de 
soluciones, dependiendo del caso en concreto. Sobre la imparcialidad del juez, 
distando de los criterios esbozados por la Sala Tercera, al igual que el caso 
referido anteriormente, donde el Tribunal de Casación Penal de Goicoechea 
discrepa de su criterio; lo mismo ocurre en relación con la imparcialidad y el criterio 
del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, con 
sede en Santa Cruz, este Tribunal declaró con lugar un recurso de casación por 
violación al principio de imparcialidad, porque los miembros del Tribunal 
procedieron a formular preguntas a los testigos (no aclaratorias), violentando el 
principio de imparcialidad, ello al tratarse proceso adversarial, acusatorio y 
contradictorio. En aras de cumplir con el principio de objetividad del Ministerio 
Público, este tipo de control jurisdiccional es el indicado, pues el juzgador no 
puede suplir o suplantar la actividad del acusador, únicamente debe servir como 
control de legalidad y resolver el conflicto puesto en su conocimiento, así expone 
sus consideraciones el Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz (sic):    
….“CONSIDERANDO  
I. Tercer motivo por la forma. Violación al principio de imparcialidad, en virtud 
de que el Tribunal Sentenciador somete a la testigo ofendida a una serie de 
preguntas que no son aclaratorias. Establece el recurrente como violados los 
artículos 1, 2, 6, 352 del Código Procesal Penal. Alega el defensor del encartado 
que "el interrogatorio realizado a la testigo ofendida, rompe los parámetros de la 
imparcialidad, pues la actitud que asumen los juzgadores desde el mismo momento 
en que empieza a declarar la testigo-ofendida A., quebranta el equilibrio entre las 
partes del proceso, ya que la declaración de dicha señorita dejó de ser una 
narración espontánea de los hechos y se convirtió en una serie de respuestas 
dirigidas por los jueces." (folio 239). Indica el recurrente que asume el juez en su 
interrogatorio un papel protagónico. Este motivo debe acogerse. Las políticas 
actuales respecto a la oralidad mantienen el papel del juez como director del debate, 
pero le otorgan una actuación un poco más pasiva en lo que respecta al 
interrogatorio limitándose a preguntas aclaratorias, dejando a las partes la actuación 
protagónica para demostrar su teoría del caso. Por lo que la injerencia del juzgador 
en el interrogatorio de las partes genera un quebrantamiento de su parcialidad. En 
ese sentido, esta Cámara ya se ha pronunciado en el voto 225-2008 de las catorce 
horas del dieciocho de noviembre del dos mil ocho en el sentido que: "El artículo 
352 del Código Procesal Penal vigente, establece las reglas del interrogatorio de las 
partes en relación con los peritos y testigos permitiendo que el Tribunal pueda 
también formular sus preguntas. De esta manera se deja un ámbito de participación 
del Juzgador en el interrogatorio de los testigos y peritos, luego de que las partes 
hayan finalizado esa labor. Es por ello que se entiende que el Legislador le deja al 
Juzgador esa potestad de interrogar a los testigos y peritos, luego de que las demás 
partes han finalizado su interrogatorio, con la finalidad de que si ha quedado algún 
aspecto aún sin aclarar, pueda ser dilucidado en ese momento con la pregunta que 
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realice el Juez. De ahí, que la labor de preguntar a los peritos y testigos es una 
facultad dada por ley al Juzgador dentro de su labor como tal, que se otorga luego 
de que las demás partes preguntan." Sin embargo, aún cuando el vicio pueda 
posteriormente presentarse como motivo del Recurso de Casación; también es una 
obligación de las partes oponerse o protestar oportunamente al interrogatorio de 
quien lo realice si las preguntas realizadas las considera improcedentes, aún si el 
interrogatorio es del propio juez, ya que las partes deben ser contralores de la 
imparcialidad del juez; situación que luego de escuchar la grabación del debate no 
hizo el defensor en este caso. En ese sentido, "Las partes, obviamente, se 
encuentran facultadas para oponerse a un interrogatorio de esa naturaleza, aunque 
provenga del juez y, de ser el caso, pueden pedir que se deje constancia de su 
reclamo en el acta de debate como reserva de casación, pues tanto en este tema 
del interrogatorio de testigos como en el de la prueba para mejor proveer ordenada 
de oficio, las partes han de jugar un papel contralor fundamental sobre las 
actuaciones del juzgador en su compromiso de asegurar el respeto al debido 
proceso […]” Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia voto número 879-06 de 
las 10:05 horas del 8 de setiembre de 2006, reiterado en el voto de la misma Sala 
número 2007-00312 de las diez horas diez minutos del veintiocho de marzo de dos 
mil siete. De la atención a la grabación del debate, esta Cámara ha podido 
constatar que el a quo violentó su deber de imparcialidad asumiendo el rol 
acusatorio, y dirigiendo a la ofendida en el interrogatorio como lo ha alegado 
la defensa del encartado. En ese sentido, se puede escuchar que el Juez 
presidente es quien interroga a la ofendida cuando ésta rinde su versión inicial 
de los hechos, es quien le pregunta las veces en que ocurrieron los hechos, e 
interroga incorporando una posible respuesta, por lo que la ofendida lo único 
que debía responder es sí o no. Esta misma actitud del Juzgador se observa 
cuando la representante de la Defensa Civil de la Víctima realiza su 
interrogatorio, a quien interrumpe para hacer preguntas directas, lo que se 
traduce en una evidente falta de imparcialidad. Al escuchar el registro del juicio 
oral y público se logra verificar esta falta de objetividad en que incurrió el 
Tribunal de Juicio al momento de la declaración de la ofendida. Como 
intervenciones más ejemplarizantes de esta falta de imparcialidad en que 
incurrió el Tribunal de Juicio se tienen las siguientes: durante el relato inicial 
de la menor el juez que preside la interrumpe con preguntas tales como: "¿él 
te penetra en la vagina?", en otro momento "¿con qué te penetra?", "¿qué 
quiere decir con manosear? Para que sea más clara que fue lo que le hizo en 
los pechos?"; o manifestaciones como "ah, se los chupaba" (15:18:30-33). 
Interroga sin haber participado aún el fiscal preguntando: "¿Hubo algún otro 
día o solo ese día?", "cuéntenos la segunda", "¿igual qué quiere decir, igual 
que el anterior", "usted se quitó la ropa, él también, y él penetró con el pene a 
las dos", "igual que el anterior". (15:19:05-15:20:53). Interrumpe al fiscal y se 
inmiscuye en su interrogatorio sin permitir que el representante del Ministerio 
Público realice su función y cuando la menor dice "me la penetró", es el juez 
presidente que la interpela diciendo: "¿adónde?", (15:22:41-48). Continúa 
interrogando el fiscal, y luego vuelve a inmiscuirse el juez presidente 
preguntando: "¿usted recuerda el año que fue eso? ¿Qué edad tenía usted 
cuando pasó eso?"; "¿y ahora tenés dieciséis?";(15:23:30-48). Luego más 
adelante la menor le responde al representante del ente acusador: "nos dio 
dos mil colones", nuevamente interrumpe el juzgador que preside y pregunta a 
la joven: "¿una vez o en las tres veces?" (15:24:24-31). Posteriormente el juez 
que preside interrumpe al representante del Ministerio Público: "Si usted sabe 
que ella denunció muéstrele la denuncia" (15:27:57-15:28:04), luego dice 
dirigiéndose a la ofendida "pero usted ya lo dijo como ocho veces, pero él 
quiere saber si está segura", (15:28:35-57). Igual situación se observa cuando 
se cuestiona respecto a las secuelas del hecho. La Defensora Civil de la 
Víctima le pregunta a la ofendida si a raíz de estos hechos su vida ha 
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cambiado y de qué manera; la joven contesta que sí ha cambiado, el juez 
presidente interrumpe el interrogatorio y le pregunta a la ofendida: "¿cuáles 
han sido tus cambios debido a esta situación te pregunta la colega?", "¿en 
qué le ha afectado?" (15:29:53-15:30:59). Más adelante vuelve a inmiscuirse en 
el cuestionamiento a la menor diciendo: "¿entiende?, no. Voy a preguntarte 
yo. Vamos a ver ya nos contaste eso que te pasó con este señor, tenemos que 
verlo después, la pregunta que te hace ella es si esto que te pasó con él te ha 
afectado de alguna manera?", luego dice el juez del Tribunal de Juicio "yo te 
entendí que dijiste, que ya no soy como antes, verdad, ¿cómo eras antes y 
como sos ahora? tal vez nos decís". Unos minutos después, dice el juez 
presidente: "vamos a tener que acudir a las preguntas directas, ¿antes usted 
era alegre o era feliz?"; "¿y ahora?". Luego dirigiéndose a la Defensora Civil 
de la Víctima le dice el juez presidente a ésta: "ahí le dejo el interrogatorio", y 
se ríe con la ofendida (15:32:02-15:34:34). Más adelante vuelve a intervenir el 
juez que preside y dice: "a ver si te entendemos bien. Los efectos que 
entiendo es que ahora te sientes un poco triste, sientes temor, te sientes como 
traumada, ¿así es como te sentís ahora por lo que sucedió?"; y la menor 
asiente con la cabeza;(15:33:05-15:36:52). Cuando la representante del 
Patronato Nacional de la Infancia le pregunta a la menor si sabe como le dicen 
al encartado, ella contesta que: "el sastre", en ese momento interrumpe el juez 
presidente y le pregunta a la ofendida: "¿Eso del sastre es el apodo? ¿Así le 
dicen?", la joven afirma diciendo: "ajá" (15:37:21-24). Es indiscutible con esta 
transcripción de la grabación que el Juez asumió roles que no le 
corresponden, propiamente del fiscal y del actor civil, lo que quebrantó su 
imparcialidad, dejando de esta manera de asumir una posición objetiva, 
neutral, equilibrada y de garante de los derechos de todas las partes. Sobre 
este aspecto, ya esta Cámara se ha pronunciado sobre este punto en su voto 154-
09 de las quince horas cuarenta y un minuto del seis de agosto de dos mil nueve: 
"Debe por ende, un Juez para cumplir bien y fielmente el sagrado deber de 
administrar justicia, que le ha conferido la ciudadanía, actuar de forma neutral, 
ecuánime, desinteresada, sin inclinar la balanza para ninguna de las partes, porque 
caso contrario, estaría violando el principio de igualdad procesal, lo que obstaculiza 
que las partes del proceso cumplan a cabalidad con su función. En este sentido se 
ha pronunciado la Sala Constitucional indicando que la objetividad e imparcialidad 
del Juez es parte integrante del debido proceso constitucional "según el cual el 
proceso, amén de regulado por ley formal y reservado a ésta, debe en su mismo 
contenido ser garantía de toda una serie de derechos y principios tendentes a 
proteger a la persona humana frente al silencio, al error o a la arbitrariedad, y no 
sólo de los aplicadores del derecho, sino también del propio legislador;" Voto N. 
1739-1992 Sala Constitucional. Considera esta Cámara que el Tribunal de Instancia 
faltó a su deber de imparcialidad asumiendo el papel del ente acusador que no le 
correspondía, por lo que procede acoger el motivo aludido por la defensa, anular la 
resolución recurrida, y ordenar realizar un nuevo juicio con otra integración. En 
virtud de lo resuelto, por innecesario, no se analiza el resto de los motivos” 
(Resolución 199-2009, Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de 
Guanacaste. Santa Cruz, de las 10.01 horas, del 8 de octubre del 2009). El 
subrayado y sobresalto son propios. 
 
 
En la jurisprudencia indicada de la Sala Tercera, donde se declaró sin lugar el 
recurso por no violentar el principio de imparcialidad, se hace mención al voto 887-
2007 de esa misma Cámara, sin embargo, en esa circunstancia se encuentra otro 
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punto o criterio dividido, en ese voto, la Sala sí declaró con lugar un recurso de 
revisión sobre un mismo punto, es decir, la participación de un juez en el dictado 
de una prisión preventiva y con posterioridad tener participación durante el debate. 
El punto medular a criterio de la Sala es el análisis del grado de probabilidad, es 
decir la posible participación del imputado en los hechos al momento de analizar la 
prueba, para el dictado de la prisión preventiva de conformidad con el artículo 239 
del Código Procesal Penal. Esta contradicción nace de la siguiente pregunta 
¿cuándo se deja de analizar el grado de probabilidad, para decretar una prisión 
preventiva o medidas cautelares?, la respuesta sería “nunca”, pues se trata de un 
imperativo legal, un deber del juzgador. Entonces no deberían existir 
contradicciones, si un juez ha tenido contacto con el proceso en etapas anteriores 
al juicio, no debe conocer de éste durante la etapa de juicio, por ende debe 
indicarse expresamente dicha prohibición en la legislación, máxime que Costa Rica 
ya ha sido condenada por situaciones similares por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, propiamente en el caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica 
(Humanos, 2008). Así indicó la Sala Tercera, en el mencionado voto 887-2007, la 
violación al principio de imparcialidad en la situación apuntada (sic):  
 
“ I.- En el motivo incoado en la ampliación de la demanda de revisión, se reprocha 
violación al principio de imparcialidad. Indica el gestionante, que los Jueces que 
intervinieron en el dictado de la sentencia, habían valorado prueba al denegar una 
medida cautelar, y prorrogar una prisión preventiva, actuando en consecuencia en 
diversas instancias del proceso, contraviniendo lo dispuesto en los artículos 42 de la 
Constitución Política, 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 3, 
178 incisos a) y b), 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Se acoge el reclamo. 
Efectivamente, consta a folios 82 a 84, que el licenciado Oscar Mario Vargas 
Quesada, quien integró el Tribunal sentenciador, resolvió recurso de apelación de la 
resolución que decretó la prisión preventiva. Para sustentar su decisión, valoró las 
probanzas existentes al momento, considerando que, principalmente en vista del 
reconocimiento practicado por parte del ofendido, el acusado fue, con alto grado de 
probabilidad, quien cometió el robo, además, se indica, muestra la intención de 
continuar delinquiendo. Señala el Juzgador: “Por otra parte tenemos que el 
imputado fue detenido en unión de otros sujetos portando armas de fuego y 
pasamontañas, lo cual, deja ver que se trata de una persona proclive a delinquir, 
pues según informes de la policía se trataba de un grupo que se dirigía a cometer 
otros delitos. En consecuencia, de acuerdo a la investigación llevada a cabo hasta 
ahora, el caso investigado cumple con los presupuestos de los incisos a) y b) del 
artículo 239 indicado.  En cuanto al peligro de reiteración delictiva, es válida la 
conclusión de que el imputado no es una persona que quiera adaptarse a las 
normas de convivencia social aceptadas pues, en cuanto al hecho que se le está 
atribuyendo existe gran probabilidad de que sea su autor por haber sido reconocido 
por el ofendido y, en cuanto a su conducta posterior al delito, portando armas de 
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fuego y pasamontañas, es evidente que muestra la intención de continuar 
delinquiendo según se indicó líneas atrás” (folio 83). No siempre que se dicta un 
auto de prisión preventiva, se compromete la imparcialidad del Juez, mas es claro 
que en este caso, se expuso un criterio sobre el fondo del asunto, emitiendo juicio 
de valor, aunque se diga que es en grado de probabilidad, circunstancia que mina la 
objetividad e imparcialidad, al momento de dictar sentencia sobre la existencia del 
hecho y la responsabilidad del acusado. Al respecto, ha indicado esta Sala: “ Por 
otro lado, los artículos 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, 26 de la Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre, 6 del Código Procesal Penal, establecen que toda persona 
tiene derecho a ser oída por un tribunal imparcial, esto es, neutral, objetivo. Al 
respecto, ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en sentencia 
del 2 de julio de 2004:   “Derecho a ser oído por un juez o tribunal imparcial (artículo 
8.1 de la Convención) 169. Los representantes de las presuntas víctimas alegaron 
que en el presente caso el Estado violó el derecho a ser oído por un juez o tribunal 
imparcial.  En relación con el derecho protegido en el artículo 8.1 de la Convención, 
la Corte ha expresado que toda persona sujeta a un juicio de cualquier naturaleza 
ante un órgano del Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano sea 
imparcial y actúe en los términos del procedimiento legalmente previsto para el 
conocimiento y la resolución del caso que se le somete. 170. La Corte Europea ha 
señalado que la imparcialidad tiene aspectos tanto subjetivos como objetivos, a 
saber: Primero, el tribunal debe carecer, de una manera subjetiva, de prejuicio 
personal.  Segundo, también debe ser imparcial desde un punto de vista objetivo, es 
decir, debe ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al 
respecto.  Bajo el análisis objetivo, se debe determinar si, aparte del 
comportamiento personal de los jueces, hay hechos averiguables que podrán 
suscitar dudas respecto de su imparcialidad.  En este sentido, hasta las apariencias 
podrán tener cierta importancia.  Lo que está en juego es la confianza que deben 
inspirar los tribunales a los ciudadanos en una sociedad democrática y, sobre todo, 
en las partes del caso. 171. La Corte considera que el derecho a ser juzgado por un 
juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental del debido proceso. Es decir, 
se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador 
cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio.  Esto permite a su vez, que 
los tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los 
ciudadanos en una sociedad democrática”.  Este derecho a la imparcialidad se 
regula en nuestro sistema instaurando causales de excusa y recusación para 
cuando se presente alguna circunstancia que comprometa esa imparcialidad; en el 
ordenamiento costarricense, en el artículo 55 del Código Procesal Penal se asientan 
esas causales, que no resultan taxativas, sino que ejemplifican casos en los cuales 
se debilita esa objetividad. Se observa que el numeral dicho, en su inciso primero, 
establece que el juez debe excusarse cuando hubiere dictado el auto de apertura a 
juicio, el cual supone un análisis de las actuaciones, para determinar si existe o no 
base para el juicio. Situación similar, aunque no igual, se presenta al juez que debe 
resolver sobre la prisión preventiva. En ese caso, el análisis de probabilidad de la 
participación del sindicado en los hechos acusados, ha de limitarse a enunciar los 
elementos probatorios recabados al momento, y exponer su suficiencia. Igual con 
los demás presupuestos. Si bien no se establece expresamente en dicha norma, 
como causal de excusa, el emitir criterio al resolver sobre una solicitud de prisión 
preventiva, o al decidir sobre un recurso al respecto, ha de analizarse si en el caso 
concreto, se comprometió la imparcialidad. Ha señalado esta Sala: “Ahora, si bien el 
artículo 55 de la normativa de rito en vigencia establece una serie de supuestos o 
causales por las que las partes o sujetos del proceso se pueden inhibir y recusar, se 
considera que este listado tiene un carácter enunciativo y no taxativo ( numerus 
apertus).   Así, si una circunstancia, situación o hecho específico puede 
eventualmente afectar los principios que se citan, y aunque no se hubiese 
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contemplado de manera expresa en la ley como una causal, las partes (y sobre todo 
los jueces) pueden excusarse de seguir conociendo la causa que tramitan.  Incluso, 
de no hacerlo de manera libre o espontánea, los otros intervinientes estarían 
facultados para interponer la recusación respectiva.  La propia Sala Constitucional 
ya se ha pronunciado a favor de esta tesis, es decir, a favor de la posibilidad de que 
los jueces u otros sujetos del proceso (fiscales, por ejemplo) se inhiban o se recusen 
cuando la imparcialidad con la que están obligados a actuar pueda verse lesionada 
de alguna forma, aun cuando el motivo que se acusa o invoca no esté previsto en la 
normativa de rito, pues señaló que:  “ Reclama el accionante que a pesar de que el 
artículo 8 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos contempla el 
derecho del imputado de ser juzgado por un juez imparcial, el artículo 29 del Código 
de Procedimientos Penales omite incluir dentro de su lista de causales de inhibición 
o recusación [lo mismo que el actual Código Procesal Penal] ,  la referida a la 
parcialidad del Juez, con lo que impide al imputado el ejercicio de un derecho 
fundamental.- De la lectura del texto cuestionado se observa efectivamente que no 
existe una causal específica que cubra casos de sospecha de parcialidad como el 
que se reclama, sin embargo, esta Sala no detecta el carácter excluyente -en 
relación con otras causales distintas de las enlistadas- que el accionante pretende 
asignarle a la norma jurídica que se impugna en esta acción.- En realidad, el artículo 
29 cuestionado solamente establece un listado de causales por las cuales procede 
la inhibición del juez, pero no regula nada referente a exclusividad o taxatividad, es 
decir, no contiene ninguna regla prohibitiva o impeditiva en relación con el 
accionante.- 
Lo anterior resulta de suma importancia porque la simple omisión atribuida a una 
norma jurídica (tal y como la que reclama el accionante) no tiene la virtud -por sí 
misma- de servir de impedimento para el ejercicio de un derecho fundamental, pues 
en tal caso, lo que procede es la aplicación directa por parte del Juez, de la norma 
de mayor rango, en este caso, el artículo 8 de la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos, del que se deriva -en el citado aspecto de la imparcialidad- una 
regla procesal clara y precisa sobre la imparcialidad que debe ostentar el juez.”  ( 
Sala Constitucional, voto No. 7531 de las 15:45 horas del 12 de noviembre de 
1997).  Conforme lo anterior, si uno de los integrantes del Tribunal, por alguna razón 
conoció o tuvo alguna participación directa en los hechos históricos que se someten 
a su conocimiento, se debe inhibir de inmediato o, en su defecto, puede recusarse 
por quienes tengan derecho o interés en hacerlo, toda vez que esta circunstancia 
podría afectar o incidir en la imparcialidad u objetividad con la que se impone que 
realice su función.  Claro está, el motivo, causa o hecho que se invoca debe ser de   
una naturaleza o relevancia considerable, pues se debe acreditar que en efecto la 
imparcialidad u objetividad de los juzgadores está siendo violentada o vulnerada”  
(sentencia # 256-2003).  Asimismo, uno de los aspectos relevantes de la reforma 
procesal penal en nuestro país, fue justamente la separación de la función de 
investigar y de juzgar, que tenía el juez de instrucción, y que regula el artículo 277 
del Código Procesal Penal, que establece, en su último párrafo, que los jueces no 
podrán realizar actos de investigación, salvo las excepciones expresamente 
previstas, esto con el fin precisamente de salvaguardar el principio de objetividad, 
que garantice una sentencia justa, también considerada por la Sala Constitucional 
como propia del debido proceso: “EL DERECHO A UNA SENTENCIA JUSTA: El 
debido proceso reclama que su conclusión por sentencia respete al menos ciertos 
principios constitucionales vinculados a una verdadera administración de justicia; los 
cuales pueden sintetizarse así: a) Principio pro sententia: Según éste, todas las 
normas procesales existen y deben interpretarse para facilitar la administración de la 
justicia y no como obstáculos para alcanzarla; lo cual obliga a considerar los 
requisitos procesales, especialmente las inadmisiones de cualquier naturaleza, 
restrictivamente y sólo a texto expreso, mientras que debe interpretarse 
extensivamente y con el mayor formalismo posible todo aquello que conduzca a la 
decisión de las cuestiones de fondo en sentencia…”  (#1739-92).   De la normativa y 
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jurisprudencia citada se deriva claramente el énfasis con que se ha querido tutelar el 
derecho a ser juzgado por un Tribunal imparcial” (sentencia #1146-2005). Por lo 
indicado, se declara con lugar la demanda de revisión incoada. En atención a lo 
resuelto, se omite pronunciamiento en cuanto al otro motivo de la gestión.”  
(Resolución número 887-2007. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. San 
José, de las 11.30 horas, del 27 de agosto del 2007)  
  
 
2.2.2 JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, SOBRE LOS PRINCIPIOS DE INDEPENDENCIA, OBJETIVIDAD E 
IMPARCIALIDAD.  
 
En relación a los principios de independencia e imparcialidad, el caso del 
periodista costarricense Mauricio Herrera Ulloa en contra de Costa Rica, sin duda 
alguna ha causado reflexión a lo interno del Poder Judicial, sobre todo, ha tocado 
un tema sensible para La Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, pues a raíz del 
pronunciamiento deben tomarse medidas profundas, las cuales implican la 
creación de nuevos Tribunales de Apelaciones y contar con una nómina suficiente 
para afrontar sustituciones, recusaciones o excusas de los y las juezas, en ese 
sentido la sentencia en lo que interesa indica (sic):   
 
“CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CASO HERRERA 
ULLOA VS. COSTA RICA, SENTENCIA DE 2 DE JULIO DE 2004: 
 
b) Derecho a ser oído por un juez o tribunal imparcial (artículo 8.1 de la 
Convención) 
 
169.Los representantes de las presuntas víctimas alegaron que en el presente caso 
el Estado violó el derecho a ser oído por un juez o tribunal imparcial.  En relación 
con el derecho protegido en el artículo 8.1 de la Convención, la Corte ha expresado 
que toda persona sujeta a un juicio de cualquier naturaleza ante un órgano del 
Estado deberá contar con la garantía de que dicho órgano sea imparcial y actúe en 
los términos del procedimiento legalmente previsto para el conocimiento y la 
resolución del caso que se le somete.  
 
170. La Corte Europea ha señalado que la imparcialidad tiene aspectos tanto 
subjetivos como objetivos, a saber:  
 
 Primero, el tribunal debe carecer, de una manera subjetiva, de prejuicio personal.  
Segundo, también debe ser imparcial desde un punto de vista objetivo, es decir, 
debe ofrecer garantías suficientes para que no haya duda legítima al respecto.  Bajo 
el análisis objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento personal de 
los jueces, hay hechos averiguables que podrán suscitar dudas respecto de su 
imparcialidad.  En este sentido, hasta las apariencias podrán tener cierta 
importancia.  Lo que está en juego es la confianza que deben inspirar los tribunales 
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a los ciudadanos en una sociedad democrática y, sobre todo, en las partes del caso. 
 
171. La Corte considera que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal 
imparcial es una garantía fundamental del debido proceso. Es decir, se debe 
garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función como juzgador cuente 
con la mayor objetividad para enfrentar el juicio.  Esto permite a su vez, que los 
tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los 
ciudadanos en una sociedad democrática. 
 
172. Como ha quedado probado, en el proceso penal contra el periodista 
Mauricio Herrera Ulloa se interpuso el recurso de casación en dos oportunidades 
(supra párr. 95. r y 95. w). La Corte observa que los cuatro magistrados titulares y el 
magistrado suplente que integraron la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia 
al decidir el 7 de mayo de 1999 el recurso de casación interpuesto por el abogado 
del señor Félix Przedborski  contra la sentencia absolutoria, fueron los mismos que 
decidieron el 24 de enero de 2001 los recursos de casación interpuestos contra la 
sentencia condenatoria por el abogado defensor del señor Mauricio Herrera Ulloa y 
apoderado especial del periódico “La Nación”, y por los señores Herrera Ulloa y 
Vargas Rohrmoser, respectivamente (supra párr. 95. y).   
 
173. Cuando la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia resolvió el primer 
recurso de casación anuló la sentencia casada y ordenó remitir el proceso al tribunal 
competente para su nueva sustanciación,  con base en que, inter alia, “la 
fundamentación de la sentencia no se presenta como suficiente para descartar 
racionalmente la existencia de un dolo directo o eventual (respecto a los delitos 
acusados)” (supra párr. 95. s).  
 
174. Los magistrados de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia 
debieron abstenerse de conocer los dos recursos de casación interpuestos contra la 
sentencia condenatoria de 12 de noviembre de 1999 porque, considera esta Corte, 
que al resolver el recurso de casación contra la sentencia absolutoria de 29 de mayo 
de 1998, los mismos magistrados habían analizado parte del fondo, y no solo se 
pronunciaron sobre la forma.  
 
175. Por las anteriores consideraciones, la Corte concluye que los magistrados 
de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, al resolver los dos recursos de 
casación interpuestos contra la sentencia condenatoria, no reunieron la exigencia de 
imparcialidad. En consecuencia, en el presente caso el Estado violó el artículo 8.1 
de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
del señor Mauricio Herrera Ulloa.” 
 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha resuelto en diferentes 
casos, la violación a los principios fundamentales de imparcialidad, 
objetividad e independencia, en relación a diferentes Estados Parte 
demandados, sobre los cuales es importante destacar los siguientes casos 
(sic):  
 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CASO APITZ BARBERA 
Y OTROS (“CORTE PRIMERA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”) VS. 




La demanda se relaciona con la destitución de los ex-jueces de la Corte Primera de 
lo Contencioso Administrativo (en adelante “la Corte Primera”) Ana María Ruggeri 
Cova, Perkins Rocha Contreras y Juan Carlos Apitz Barbera el 30 de octubre de 
2003, por haber incurrido en un error judicial inexcusable al conceder un amparo 
cautelar que suspendió los efectos de un acto administrativo que había negado el 
registro de una compraventa. La Comisión alegó que la destitución por dicho error 
“resulta contraria al principio de independencia judicial pues atenta contra la 
garantía de fallar libremente en derecho” y que se los destituyó “por haber incurrido 
en un supuesto error judicial inexcusable cuando lo que existía era una diferencia 
razonable y razonada de interpretaciones jurídicas posibles sobre una figura 
procesal determinada, en grave violación de su derecho a un debido proceso por la 
falta motivación de la decisión que los destituyó y sin que tuvieran a su disposición 
un recurso sencillo, rápido y efectivo que se pronunciara sobre la destitución de que 
fueron objeto”. De otra parte, la Comisión indicó que la Corte Primera había 
adoptado decisiones “que generaron reacciones adversas por parte de altos 
funcionarios del Poder Ejecutivo” y que un “conjunto de indicios” permitiría inferir 
que el órgano que ordenó la destitución carecía de independencia e imparcialidad y 
que dicha destitución obedecía a una “desviación de poder” que se explicaría en la 
“relación de causalidad [que existiría] entre las declaraciones del Presidente de la 
República y altos funcionarios del Estado por los fallos contrarios a intereses del 
gobierno y la investigación disciplinaria que fue impulsada y que devino en la 
destitución de las víctimas”. La Corte pasa ahora a analizar los alegatos de las 
partes sobre la supuesta violación de las garantías judiciales y la protección judicial. 
1. Libre remoción de jueces provisorios 
42. La primera cuestión a determinar es si los Estados deben ofrecer a los jueces 
provisorios un procedimiento de remoción igual o similar al ofrecido a los jueces 
titulares. La Comisión consideró que “más allá de que los jueces en un país sean 
titulares o provisorios, deben ser y aparecer como independientes”, razón por la cual 
“[s]u destitución debe realizarse en estricto apego a los procedimientos establecidos 
en la ley, respetando su derecho a un debido proceso”. Por su parte, el 
representante denunció que “el carácter provisorio (o temporal) de los jueces implica 
que carecen de estabilidad en sus cargos y que para separarlos de los mismos no 
es imprescindible la apertura de un procedimiento previo que garantice el derecho a 
la defensa, como tampoco lo es comprobar que hayan incurrido en una falta 
disciplinaria”. El Estado señaló que “habiendo sido los ex–jueces provisorios de la 
Corte Primera funcionarios temporales y por lo tanto desprovistos de la titularidad en 
el cargo, su destitución se produjo mediante un procedimiento disciplinario donde se 
otorgaron todas las garantías y protección judiciales que se le confieren a los jueces 
titulares”.  
43. La Corte observa que los Estados están obligados a asegurar que los jueces 
provisorios sean independientes y, por ello, debe otorgarles cierto tipo de estabilidad 
y permanencia en el cargo, puesto que la provisionalidad no equivale a libre 
remoción. En efecto, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas expresó 
que la destitución de jueces por el Poder Ejecutivo antes de la expiración del 
mandato para el que fueron nombrados, sin que se les dé razón concreta alguna y 
sin que dispongan de una protección judicial efectiva para impugnar la destitución, 
es incompatible con la independencia judicial 
44. Esta Corte ha destacado con anterioridad que los diferentes sistemas políticos 
han ideado procedimientos estrictos tanto para el nombramiento de jueces como 
para su destitución. Sobre este último punto, el Tribunal ha afirmado que la 
autoridad a cargo del proceso de destitución de un juez debe conducirse 
imparcialmente en el procedimiento establecido para el efecto y permitir el ejercicio 
del derecho de defensa. 45. De otro lado, puesto que el nombramiento de jueces 
provisionales debe estar sujeto a aquellas condiciones de servicio que aseguren el 
ejercicio independiente de su cargo, el régimen de ascenso, traslado, asignación de 
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causas, suspensión y cesación de funciones del que gozan los jueces titulares debe 
mantenerse intacto en el caso de los jueces que carecen de dicha titularidad. 
46. En el presente caso, la Corte constata que el Estado ofreció a las víctimas un 
proceso ante la CFRSJ previo a su destitución. Queda entonces por determinar si 
dicho procedimiento se ajustó a las obligaciones contraídas por el Estado frente a la 
Convención Americana. Al respecto, este Tribunal ha señalado que todos los 
órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional tienen el 
deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del 
debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana. El artículo 
8.1 de la Convención, que alude al derecho de toda persona a ser oída por un “juez 
o tribunal competente” para la “determinación de sus derechos”, es igualmente 
aplicable al supuesto en que alguna autoridad pública Corresponde a la Corte 
determinar si el hecho de que los jueces de la CFRSJ que destituyeron a las 
víctimas no hayan sido recusables vulneró el derecho de éstas a ser juzgadas por 
un tribunal imparcial.  
58. En similar sentido, la Corte considera que la provisionalidad no debe significar 
alteración alguna del régimen de garantías para el buen desempeño del juzgador y 
la salvaguarda de los propios justiciables. Además, no debe extenderse 
indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeta a una condición resolutoria, tal 
como el cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y conclusión de 
un concurso público de oposición y antecedentes que nombre al reemplazante del 
juez provisorio con carácter permanente. 
59 Los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de 
la Judicatura vinculan la permanencia del juez en su cargo con la garantía derivada 
de inamovilidad al reconocer la vigencia de esta última hasta que expire el período 
para el que los jueces hayan sido nombrados o elegidos, siempre que existan 
normas al respecto. En un sentido paralelo se expresó el señor para nombramientos 
provisionales deben constituir una situación de excepción y no la regla. De esta 
manera, la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los jueces o el hecho de 
que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha situación, generan importantes 
obstáculos para la independencia judicial. Esta situación de vulnerabilidad del Poder 
Judicial se acentúa si tampoco existen procesos de destitución respetuosos de las 
obligaciones internacionales de los Estados.  
60. Ello es así toda vez que la libre remoción de jueces fomenta la duda objetiva del 
observador sobre la posibilidad efectiva de aquellos de decidir controversias 
concretas sin temor a represalias. 
63. Al respecto, el Tribunal considera que la institución de la recusación tiene un 
doble fin: por un lado actúa como una garantía para las partes en el proceso, y por 
el otro, busca otorgar credibilidad a la función que desarrolla la Jurisdicción. En 
efecto, la recusación otorga el derecho a las partes de instar a la separación de un 
juez cuando, más allá de la conducta personal del juez cuestionado, existen hechos 
demostrables o elementos convincentes que produzcan temores fundados o 
sospechas legítimas de parcialidad sobre su persona, impidiéndose de este modo 
que su decisión sea vista como motivada por razones ajenas al Derecho y que, por 
ende, el funcionamiento del sistema judicial se vea distorsionado. La recusación no 
debe ser vista necesariamente como un enjuiciamiento de la rectitud moral del 
funcionario recusado, sino más bien como una herramienta que brinda confianza a 
quienes acuden al Estado solicitando la intervención de órganos que deben ser y 
aparentar ser imparciales. 
64. En tal sentido, la recusación es un instrumento procesal destinado a proteger el 
derecho a ser juzgado por un órgano imparcial y no un elemento constitutivo o 
definitorio de dicho derecho. En otras palabras, un juez que no pueda ser recusado 
no necesariamente es -o actuará de forma- parcial, del mismo modo que un juez 
que puede ser recusado no necesariamente es -o actuará de forma- imparcial.  
65. En lo referente a la inhibición, la Corte estima que aún cuando está permitida por 
el derecho interno, no es suficiente para garantizar la imparcialidad del tribunal, 
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puesto que no se ha demostrado que el justiciable tenga algún recurso para 
cuestionar al juez que debiendo inhibirse no lo hiciere. 
66. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte concluye que no hay prueba que indique 
que el Estado haya desconocido el derecho de las víctimas a ser juzgadas por un 
tribunal imparcial, pero sí está demostrado que su legislación (supra párr. 59) y 
jurisprudencia (supra párr. 61) les impidieron solicitar que la imparcialidad de su 
órgano juzgador sea revisada. Dicho de otro modo, no está demostrado el 
incumplimiento del deber de respeto del derecho, sino la falta de garantía del 
mismo. 67. Por todo ello, el Tribunal declara que el Estado no garantizó el derecho 
de las víctimas a ser juzgadas por un tribunal imparcial, lo que constituye una 
violación del artículo 8.1 de la Convención en consonancia con los artículos 1.1 y 2 
de la misma.  
6. Independencia 
95. La controversia sobre independencia judicial en el presente caso tiene dos 
componentes relacionados entre sí. En primer lugar, la inserción del caso en un 
alegado contexto de falta de independencia del Poder Judicial venezolano. En 
segundo lugar, la supuesta falta de independencia de la CFRSJ. 
6.1. Independencia del Poder Judicial en general 
96. El representante alegó que “la destitución de los jueces de la Corte Primera […] 
se inserta en un contexto político más amplio” en el que el Gobierno habría 
realizado una “depuración o una ‘limpieza ideológica’ de los tribunales venezolanos, 
a fin de deshacerse de todos aquellos jueces que […] no compartieran el proyecto 
político diseñado por el Presidente de la República” y que con esto se “interfirió con 
la independencia […] del Poder Judicial en general”.  
97. La Corte evaluará a continuación si de la prueba obrante en el expediente es 
posible incluir el caso de la destitución de las víctimas dentro de un patrón de casos 
que evidenciarían que el Poder Judicial venezolano carece de independencia. Al 
respecto, esta Corte ha establecido que no es posible ignorar la gravedad especial 
que tiene la atribución a un Estado Parte en la Convención del cargo de haber 
ejecutado o tolerado en su territorio una práctica de violaciones a los derechos 
humanos, y que ello “obliga a la Corte a aplicar una valoración de la prueba que 
tenga en cuenta este extremo y que, sin perjuicio de lo ya dicho, sea capaz de crear 
la convicción de la verdad de los hechos alegados”. 
98. Un primer acontecimiento reseñado por el representante es el discurso de un 
Magistrado de la Sala Constitucional del TSJ en la apertura de las actividades 
judiciales del año 2001. Según el representante, en este discurso se “comenzó a 
insistir en que la interpretación constitucional debe estar al servicio del proyecto 
político imperante”. 
99. El discurso en cuestión señala, inter alia, que: el Máximo Tribunal puede sentirse 
orgulloso y satisfecho de haber dado solución jurídica a los problemas generados 
[…] conforme al proyecto axiológico de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela y al Estado de derecho y de justicia que lo consagra. […] En este 
proceso, el derecho no sólo no ha sido un obstáculo al cambio social, sino que, por 
el contrario, ha resultado un instrumento al servicio de la juridización, sin solución de 
continuidad, del cambio mismo […] se ha rendido tributo al derecho y a la justicia y 
se ha rescatado la fe en la idoneidad normativa para producir el cambio político. 
Pese a la diatriba de quienes se oponen a dicho cambio, el Máximo Tribunal ha 
hecho lo que se esperaba de él, aunque no todos lo esperaran de la misma manera. 
A partir de ahora la doctrina constitucional habrá que desarrollarla en sentido 
progresivo. […] Quizá éste sea el inicio de un nuevo clima jurídico político para vivir 
la Venezuela deseable- 
100. La Corte no observa que en este discurso se haya insistido en que la 
interpretación constitucional debe estar al servicio del proyecto político imperante, 
como lo afirma el representante. El discurso alude a la solución jurídica de 
controversias políticas y no concluye necesariamente en la toma de partido por 




101. El segundo referente de contexto alegado por el representante es que se 
habría procedido a “la destitución o ‘jubilación’ de aquellos magistrados del [TSJ] 
que en algún momento se apartaron de la línea oficial”. Al respecto, el representante 
alude a la jubilación de tres magistrados de la Sala Electoral que suscribieron una 
sentencia sobre la realización del referendo revocatorio presidencial. La única 
prueba aportada al respecto es la declaración informativa de un periodista, lo cual 
es insuficiente para probar tal hecho. Asimismo, el representante presentó la opinión 
de dos peritos, relacionada con la anulación del nombramiento de un Magistrado del 
TSJ debido, supuestamente, a su participación como ponente en una sentencia que 
evaluaba como un “vacío de poder” los hechos ocurridos en abril de 2002. La Corte 
resalta que estos peritajes son opiniones de expertos que por sí solas no pueden 
constituir plena prueba del acaecimiento de un hecho. Dichos peritajes deben ser 
confrontados con otros elementos de prueba que deben ser aportados al expediente 
y estar sujetos a contradictorio. El representante también sostuvo que se habría 
aumentado el número de magistrados del TSJ “a fin de lograr [su] control absoluto”. 
Al respecto, la Corte constata que el 19 de mayo de 2004 se dictó la Ley Orgánica 
del TSJ que aumentó de 20 a 32 el número de magistrados que lo integran y que el 
13 de diciembre de 2004 la Asamblea Nacional procedió al nombramiento de dichos 
magistrados. Uno de los peritos propuestos por la Comisión sostuvo que se produjo 
“la ampliación, con móviles indubitablemente políticos, del número de Magistrados 
del Máximo Tribunal” y un declarante informativo afirmó que el incremento de 20 a 
32 magistrados tuvo "el propósito de recuperar el control absoluto del máximo 
tribunal", pero no existen otros elementos de prueba aportados al expediente que 
respalden las opiniones de estas personas, la cuales, por sí solas, no pueden 
considerarse como suficientes para declarar que el máximo tribunal de un país está 
controlado por el Ejecutivo.  
102. Una tercera circunstancia alegada son las supuestas arengas a favor del 
Presidente de la República proferidas por algunos jueces durante la inauguración 
del año judicial 2006. Como prueba, la Corte solamente encuentra que un 
declarante a título informativo hizo alusión a “jueces, togados, [que] en presencia del 
Jefe de Estado, vocearon consignas políticas”. 
114. Esta declaración no explicita cuándo ni cuáles fueron estas supuestas 
“consignas políticas”, ni explica cómo éstas afectarían la independencia del Poder 
Judicial. 103. El representante alegó, como un cuarto elemento de contexto, la 
existencia de ciertas declaraciones de funcionarios públicos que indicarían una 
injerencia del Poder Ejecutivo en el Judicial. En el año 2005 el entonces Presidente 
del TSJ calificó de “bolivarianos” a jueces recién juramentados. La Corte observa 
que dicha afirmación fue precisada por dicho Magistrado en los siguientes términos: 
Hoy estamos graduando de jueces republicanos y bolivarianos a 164 abogados […]. 
Hemos dicho y lo repetimos que no queremos jueces que actúen de manera 
proselitista La Constitución prohíbe que tanto los magistrados del TSJ como los 
jueces de la República tengamos militancia política. No queremos jueces afectos a 
la oposición ni al Gobierno. Queremos jueces constitucionalistas, que sean garantes 
de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Ese fue el sentido que 
quise darle a mis palabras.  
104. La segunda declaración sería la un diputado de la Asamblea Nacional, quien 
supuestamente habría dicho que: Si bien los diputados tenemos la potestad de esta 
escogencia, el Presidente de la República fue consultado y su opinión fue tenida 
muy en cuenta […] Vamos a estar claros, nosotros no nos vamos a meter autogoles. 
En la lista había gente de la oposición que cumple con todos los requisitos. La 
oposición hubiera podido usarlos para llegar a un acuerdo en las últimas sesiones, 
pero no lo quisieron. Así que nosotros no lo vamos a hacer por ellos. En el grupo de 
postulados no hay nadie que vaya actuar contra nosotros.  
105. La última declaración es una entrevista a la señora Luisa Estella Morales, 
exmagistrada de la Corte Primera, de 8 de febrero de 2007, en la que expresó: Para 
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nadie es un secreto que en el momento en que se produce nuestra salida (la de ella 
y la de la ex-magistrada de la Corte Primera Evelyn Marrero) la Corte estaba 
rodeada de unas circunstancias histórico-políticas que llevaron al país, no diría a 
una convulsión, pero sí a una reformulación de una serie de asuntos en el Poder 
Judicial…Era necesaria nuestra salida. Respecto de estas declaraciones, la Corte 
observa que la primera de ellas es presentada de forma descontextualizada por el 
representante, pero que si se la evalúa en su conjunto parece ser, antes bien, una 
negación de la injerencia que se pretende demostrar. Respecto de la segunda, la 
prueba aportada a esta Corte para acreditar que el diputado dijo lo que se indica 
constituye la declaración de la señora Ruggeri y la declaración del señor Edgar José 
López Albujas. 
118. No se aportó copia del documento original del cual Ruggeri y López obtuvieron 
este dato. Consecuentemente, el Tribunal no puede verificar que esa declaración en 
efecto se haya producido en esos términos. Finalmente, la Corte encuentra que el 
sentido de la declaración de la magistrada Morales es ambiguo, y que no prueba de 
forma concluyente la influencia de otros poderes del Estado en el Poder Judicial.  
107. Por último, el representante presentó un peritaje que alude a un patrón de 
destituciones o remociones de jueces como consecuencia de motivaciones políticas, 
sin embargo, no se cuenta con prueba en el expediente que se pueda cotejar con 
dicha opinión, la cual, en sí misma, es insuficiente para declarar probado el 
supuesto patrón. 
108. Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte sólo puede constatar que, en 
efecto, se aumentó el número de magistrados del TSJ y que hubo ciertas 
declaraciones de funcionarios públicos o de miembros del Poder Judicial. Sin 
embargo, lo anterior no permite a la Corte tener conclusión alguna respecto a la 
existencia de una injerencia del Ejecutivo en el Poder Judicial en su conjunto. 
Tampoco queda probado en el expediente del presente caso que el Poder Judicial 
haya sido “depurado” ideológicamente. Por estos motivos, con las pruebas obrantes, 
la Corte no encuentra demostrado que el Poder Judicial en su totalidad carezca de 
independencia. 
 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS CASO USÓN RAMÍREZ 
VS. VENEZUELA. SENTENCIA DE 20 DE NOVIEMBRE DEL 2009 
 
A.2) Imparcialidad 
117. El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía 
fundamental del debido proceso. Es decir, se debe garantizar que el juez o tribunal 
en el ejercicio de su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para 
enfrentar el juicio. Al respecto, este Tribunal ha establecido que la imparcialidad 
exige que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los 
hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 
ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda 
que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de 
imparcialidad99. La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no tengan 
un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y 
que no se encuentren involucrados en la controversia100. La imparcialidad personal 
o subjetiva se presume a menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la 
denominada prueba objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado brindó 
elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas 
sospechas de parcialidad sobre su persona.  
118. Consecuentemente, esta Corte ha señalado anteriormente que un juez debe 
separarse de una causa sometida a su conocimiento cuando exista algún motivo o 
duda que vaya en desmedro de la integridad del tribunal como un órgano imparcial. 
En aras de salvaguardar la administración de justicia se debe asegurar que el juez 
se encuentre libre de todo prejuicio y que no exista temor alguno que ponga en duda 
el ejercicio de las funciones jurisdiccionales. 119. En el presente caso, ha quedado 
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demostrado que el señor Eladio Ramón Aponte Aponte, uno de los magistrados de 
la Sala de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia que conoció el recurso 
de casación interpuesto por el señor Usón Ramírez, había sido quien, como Fiscal 
General Militar, ordenó iniciar la investigación en contra de éste 
103. Sin embargo, dicho fiscal/magistrado no se inhibió de conocer la causa ni 
aceptó la recusación en su contra 
104. Al haber participado en una primera etapa ordenando la apertura de la 
investigación en contra del señor Usón Ramírez, dicho fiscal/magistrado no debió 
haber intervenido en el posterior juzgamiento. Tales hechos no fueron desvirtuados 
por parte del Estado de manera convincente (supra párr. 106). Por lo tanto, el 
Tribunal considera que el Estado violó el derecho del señor Usón Ramírez a ser 
juzgado por un tribunal imparcial, lo que constituye una violación del artículo 8.1 de 
la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
 
 
2.2.3 EL PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA DEL (A) JUEZ (A) 
La independencia judicial es un principio jurídico hoy aceptado internacionalmente. 
De acuerdo con los principios básicos relativos a la independencia de la judicatura, 
confirmados por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en sus resoluciones 
40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985, aquella 
implica el reconocimiento y las garantías adecuadas para que:  
“Los jueces “resuelvan” los asuntos que conozcan con imparcialidad, basándose 
en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin 
influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean 
directas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo” (Justicia, 
2005) 
Ahora bien, como bien se reconoce en la definición de Naciones Unidas, la 
afectación de la independencia judicial puede provenir tanto de actores externos 
como internos al sistema judicial. Los actores externos pueden ser los otros 
poderes públicos o actores sociales poderosos como empresas, medios de 
comunicación, órganos armados, instancias internacionales, etc. A nivel interno, la 
independencia puede ser afectada por los superiores jerárquicos o las instancias 
encargadas del control de desempeño o disciplinar de jueces y fiscales (Justicia, 
2005). 
En un pronunciamiento conocido, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
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Justicia, ante una consulta judicial de constitucionalidad realizada, entró a conocer 
si el caso en concreto se vulneraba el principio de independencia, indicando la 
Sala:  
“… vale la ocasión para recordar que, respecto de la independencia judicial, 
esta Sala ha expresado que: 
"La independencia del Poder Judicial se encuentra garantizada 
constitucionalmente en los artículos 9 y 154. También la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, normativa de rango internacional de aplicación directa en 
nuestro país se refiere al tema. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establece la independencia del juez como un derecho humano, al 
disponer en el artículo 8.1 que: 
“1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral o de cualquier otro carácter..." 
La independencia del Órgano Judicial se plantea hacia lo externo. El Órgano 
Judicial es independiente frente a los otros Poderes del Estado, no así el juez cuya 
independencia debe ser analizada de una forma más compleja. Pero cuando se 
asegura que un Poder Judicial es independiente, lo mismo se debe predicar de sus 
jueces, pues éstos son los que deben hacer realidad la función a aquél 
encomendada (...).- La independencia que verdaderamente debe interesar -sin 
restarle importancia a la del Órgano Judicial- es la del juez, relacionada con el caso 
concreto, pues ella es la que funciona como garantía ciudadana, en los términos de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos.". 
"Para el caso que nos ocupa, interesa referirse al tema de la independencia de los 
jueces frente a sus superiores y frente a la legislación. En el primer caso, por 
cuanto en el ámbito latinoamericano existe la tradición de aceptar como válida 
y aún exigible la fiscalización de los superiores sobre la labor, que en lo 
judicial desempeñan los jueces de rango inferior, y el tratar de que los 
criterios de aquéllos sean los que informen la acción del “subalterno”; y en el 
segundo, porque la forma en que se legisle sobre la organización de los 
tribunales y el procedimiento a aplicar al administrar justicia en el caso 
concreto, inciden directamente en el reconocimiento de una mayor o menor 
independencia de los jueces. Por otra parte, la organización vertical del Poder 
Judicial también favorece la intervención sobre los jueces de rango inferior. 
En forma equivocada se estima que la existencia de los recursos conlleva a 
que los tribunales deban estar organizados verticalmente, sea con superiores 
que conozcan de esos recursos, cuando en realidad lo único que se pretende 
es establecer un sistema que pueda superar el error en que frecuentemente 
cae el ser humano. La propia nomenclatura acepta esa dirección, existen Cortes 
Supremas, Tribunales Supremos y Tribunales Superiores, por ejemplo, cuando en 
realidad lo que se da es una distribución de la competencia por razones de la 
materia, la cuantía o el territorio. La jurisdicción es una sola y se la distribuyen los 
diferentes tribunales según las reglas de competencia previamente establecidas. Es 
de recordar que los recursos no aparecieron históricamente como una garantía, sino 
como una forma de fiscalizar la actuación de los inferiores; su origen lo encontramos 
en el sistema inquisitivo, como medio para posibilitar la fiscalización de los 
superiores de la actuación de los inferiores, pues la actuación de los primeros -por 
90 
 
estar más cerca de quien delegó la administración de la justicia- es la que realmente 
resulta válida para el sistema, ello conllevó también a que el órgano judicial se 
organizara verticalmente, en instancias, con superiores e inferiores, pero la situación 
ha cambiado radicalmente al presente, en que los recursos son conceptualizados 
como una garantía de las partes y en tal razón la organización de los tribunales 
puede ser variada con base a distribución de funciones y a criterios de 
horizontalidad. La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 
8.2.h señala el derecho de recurrir del fallo, para toda persona inculpada de delito, 
como una garantía. No obstante que en la fórmula empleada en la Convención se 
utiliza el calificativo de superior para el juez o tribunal que conozca del recurso, no 
creo que con ello se haya optado por una organización jerarquizada de los jueces -
herencia de los sistemas autoritarios que nos heredó la Corona Española-, 
simplemente, parece que el legislador convencional utilizó la terminología propia -en 
América- al momento en que se aprobó la Convención (1969), sin esforzarse por 
analizar el tema y optar por una terminología propia de un sistema más democrático 
de organización judicial, con estructuras más horizontales y distribución de 
competencias por materia, territorio y cuantía, con el término superior sólo se 
pretendió señalar que quien conoce del recurso tiene el poder suficiente para 
resolver en forma contraria a como lo hizo quien resolvió inicialmente." (Resolución 
número 6759-98, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, de 
las 15.51 horas, del 22 de setiembre de 1998). 
 
Sobre el principio de independencia judicial, la doctrina y la jurisprudencia, 
han tomado una posición ecléctica referente a las decisiones y 
responsabilidades de la función jurisdiccional, dependiendo de la normativa 
y la legislación vigente de cada país. En el caso costarricense, se han 
presentado diferentes propuestas de reformas al Código Procesal Penal y a 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, con el fin de garantizar el principio de 
independencia judicial, en ese caso se presentó en su oportunidad el 
expediente número 14273, denominado “Ley para fortalecer la 
independencia del juez”. En este caso específico se pretendía la reforma al 
artículo 199 del la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su exposición de 
motivos se indicaba (sic): 
“Justamente, algunas de estas presiones internas son posibilitadas por lo dispuesto 
en el segundo párrafo del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que 
dice: 
 
“Sin embargo, en casos de retardo o errores graves e injustificados en la 
administración de justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial, sin más trámite 
deberá poner el hecho en conocimiento de la Corte Plena, para que esta, una vez 
hecha la investigación del caso, resuelva sobre la permanencia, suspensión o 
separación del funcionario.” 
 
 La aplicación práctica de este párrafo ha llevado, por ejemplo, a que se interprete 
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que un órgano disciplinario, como es la Corte Plena, valore, revise y cuestione 
resoluciones jurisdiccionales concretas, por considerarse que se ha incurrido en 
“errores graves e injustificables”, frase que, además de ser muy abierta y genérica, 
permite un sin número de juicios, interpretaciones y abre un amplísimo margen de 
apreciación discrecional. Con lo cual, el juez, además de estar sujeto a la 
Constitución y a la ley, por este párrafo, es obligado también a sujetarse a los 
criterios jurídicos de los miembros de la Corte Plena. 
 Por ello, este párrafo encierra el peligro de que un órgano disciplinario califique de 
“errores graves e injustificables”, lo que es una simple discrepancia de criterios de 
interpretación de los preceptos legales aplicables a un caso concreto.  Así, en la 
práctica, el juez puede ser sancionado por tener criterios jurídicos diversos a los 
magistrados de la Corte Plena. 
 Tal y como lo dice la Procuraduría General de la República en la audiencia 
conferida en la acción de inconstitucionalidad Exp. Nº
 
98-008687: 
“...existen mecanismos accesorios que permiten determinar la existencia de errores 
graves e injustificados en una resolución jurisdiccional concreta para efectos de su 
corrección disciplinaria, mecanismos que no implican, como en el caso de la norma 
cuestionada, el quebranto de principios constitucionales como el de independencia 
del juez.” 
En efecto, los jueces, como cualquier funcionario público, son responsables civil, 
penal y disciplinariamente, si en el desempeño de sus funciones infringen la ley por 
negligencia o ignorancia inexcusables.  Así se tiene que habrá: 
Responsabilidad civil: El artículo 85 del Código Procesal Civil establece que 
cuando los funcionarios que administran justicia, en el desempeño de sus funciones, 
infringieren las leyes, la parte perjudicada podrá exigir responsabilidad contra 
aquellos, ante el superior inmediato de quien hubiere incurrido en la falta, sin que 
sea necesario que haya precedido proceso penal. 
Responsabilidad penal: El numeral 350 del Código Penal sanciona con prisión de 
dos a seis años al funcionario judicial que dicte resoluciones contrarias a la ley o las 
fundare en hechos falsos. 
Responsabilidad disciplinaria: Los artículos 190 y siguientes de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, establecen faltas gravísimas, graves y leves por las cuales puede 
ser sancionado un juez. 
 
 Por todo lo anterior, este proyecto de ley pretende fortalecer la independencia del 
juez, cerrando la posibilidad de esta sanción disciplinaria del artículo 199, dejando 
únicamente lo referente a casos de retardo en la administración de justicia, 
eliminando lo referente a “errores graves e injustificables”, y aclarando que, en todo 
caso, el procedimiento disciplinario a seguir debe ser el de la Ley General de la 
Administración Pública, para garantizar el respeto de los principios del debido 
proceso. 
 Con base en todo lo anterior, se somete a consideración de los señores diputados 
el presente proyecto de ley. 
 
ARTÍCULO 1.-  Reformase el segundo párrafo del artículo 199, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, Nº
 








  “Sin embargo, en casos de retardo en la administración de justicia, el 
Tribunal de la Inspección Judicial, sin más trámite, deberá poner el hecho en 
conocimiento de la Corte Plena, para que ésta, una vez seguido el debido proceso 
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que establece la Ley General de la Administración Pública, resuelva sobre la 
permanencia, suspensión o separación del funcionario.” 
 
 
2.3 EL PRINCIPIO DE JUEZ NATURAL 
 
Sobre el principio de juez natural, la jurisprudencia en varios votos ha señalado el 
contenido de dicho principio, por ejemplo la sentencia número 1739-1992, de la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justica. San José, a las 11.45 horas, 
del 1 de julio de 1992): 
 
C) EL DERECHO AL JUEZ REGULAR: 
Este derecho, que en la tradición anglo norteamericana se ha desarrollado como el 
llamado "derecho al juez natural", pero con perfiles muy propios que no 
corresponden a los de nuestro derecho latino -ya que comprende, por ejemplo el 
derecho al juez del domicilio y, sobre todo, al juzgamiento por los pares que se 
expresa, a su vez, en el jurado lego, conceptos que en los sistemas de tradición 
romano-germánica más bien han producido experiencias negativas-, en nuestra 
Constitución se recoge especialmente en el artículo 35, según el cual: 
"Artículo 35 - Nadie puede ser juzgado por comisión tribunal o juez especialmente 
nombrado para el caso, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de 
acuerdo con esta Constitución.” 
Este principio, que hemos llamado del "juez regular", se complementa, a su vez, con 
los de los artículos 9º, 152 y 153 y, en su caso, 10, 48 y 49, de los cuales resulta 
claramente, como se dijo supra, la exclusividad y universalidad de la función 
jurisdiccional en manos de los tribunales dependientes del Poder Judicial, así como 
con el del artículo 39, en el cual debe entenderse que la "autoridad competente" es 
necesariamente la judicial y ordinaria, esto último porque el 35 transcrito excluye 
toda posibilidad de juzgamiento por tribunales especiales para el caso o para casos 
concretos, y porque el 152 y 153 agotan en el ámbito del Poder Judicial toda 
posibilidad de creación de tribunales "establecidos de acuerdo con esta 
Constitución", con la única salvedad del Supremo de Elecciones para el contencioso 
electoral. 
Si, pues, la jurisdicción consiste, en general, en la potestad de administrar justicia, y 
la competencia en la distribución que hace la ley de las diferentes esferas de 
conocimiento de los tribunales con base en criterios de materia, gravedad o cuantía, 
territorio y grado, tanto la jurisdicción -general o por materia- como la competencia 
son parte del debido proceso, pues garantizan que los conflictos sean resueltos por 
los tribunales regulares, en la forma dicha. 
 
 
Por su parte la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, ha 
señalado lo siguiente (sic): 
 
“Considerando: “I.- El licenciado, Wilson Flores Fallas, en su condición de 
defensor público del imputado José Ramón Palacios Palacios, de conformidad con 
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los artículos 1, 39, 41 de la Constitución Política; 8 inciso d) apartado h, 1, 142, 369 
inciso d), 443 del Código Procesal Penal, 1 y 71 del Código Penal, interpone recurso 
de casación contra la sentencia número 127-98, de las dieciséis horas con treinta y 
cinco minutos del diecinueve de marzo de mil novecientos noventa y ocho, dictada 
por el Tribunal de Juicio de Cartago, con sede en Turrialba, fallo mediante el cual se 
declaró a su representado José Palacios Palacios, autor responsable de los delitos 
en concurso material de hurto simple en perjuicio de Carlos Luis Cordero Rodríguez 
y de robo agravado en perjuicio de Rafael Ángel Fonseca Céspedes y a Pastor Cruz 
Espinoza, autor responsable del delito de robo agravado en perjuicio de Rafael 
Ángel Fonseca Céspedes, imponiéndosele pena de diez años de prisión. Segundo 
motivo: Violación al debido proceso, por trasgresión al principio de juez 
natural: Reprocha el quejoso con fundamento en la normativa citada “supra”, 
quebranto al principio de juez natural. Alega en este motivo, falta de imparcialidad 
del Tribunal, puesto que uno de sus integrantes, propiamente el Licenciado Denis 
Villalta Canales, mediante sentencia de las dieciséis horas con treinta y cinco 
minutos del diecinueve de marzo de mil novecientos noventa y ocho, participó como 
Juez en el dictado de la sentencia en contra de su representado. Aduce a la vez, 
que en un nuevo juicio de reenvío, que se hizo en la presente causa y para conocer 
solamente aspectos de pena, nuevamente intervino el mismo juzgador en el dictado 
de la sentencia, violentándose así, el principio de juez natural. Solicita se anule la 
sentencia dictada por el Tribunal de Juicio de Turrialba y se ordene el reenvío para 
una nueva sustanciación de la pena.  
II.- En cuanto a este segundo motivo, para la Sala, el reclamo es de recibo. 
Efectivamente del estudio integral del expediente, se logra establecer que el 
Tribunal Penal de Cartago, con sede en Turrialba, mediante sentencia número 127-
98, de las dieciséis horas con treinta y cinco minutos del diecinueve de marzo de mil 
novecientos noventa y ocho, declaró a José Palacios Palacios, autor responsable de 
los delitos en concurso material de hurto simple en perjuicio de Carlos Luis Cordero 
Rodríguez y de robo agravado en perjuicio de Rafael Ángel Fonseca Céspedes y a 
Pastor Cruz Espinoza, autor responsable del delito de robo agravado en perjuicio de 
Rafael Ángel Fonseca Céspedes. Como integrante del cuerpo colegiado, participó el 
Licenciado Denis Villalta Canales, (ver folios 118 a 132). En fecha trece de febrero 
del 2004, el sentenciado José Palacios Palacios, interpuso procedimiento de 
revisión en contra de la citada sentencia y esta Sala mediante resolución 00696-
2004, de las nueve horas del dieciocho de junio de 2004, declaró con lugar el 
procedimiento de revisión y anuló el fallo únicamente en cuanto a la pena impuesta 
a José Palacios Palacios y a Pastor Cruz Espinoza, por el delito de Robo Agravado, 
cometido en perjuicio de Rafael Ángel Fonseca Céspedes y ordenó el juicio de 
reenvío solo para efectos de pena (ver folios 245 a 249). Mediante sentencia 
numero 92-2004, de las catorce horas treinta y cinco minutos del 30 de julio de 2004 
y en un nuevo Juicio de reenvío, nuevamente con la intervención del Juez Denis 
Villalta Canales, quien había integrado como juez en el Juicio anterior y había 
emitido criterio, se condenó nuevamente a los imputados, imponiéndoseles una 
pena de diez años de prisión a cada uno. Para la Sala ,el vicio apuntado debe ser 
acogido, para garantizar la transparencia de la función jurisdiccional, encomendada 
en exclusiva al Poder Judicial, en atención al principio de juez natural, a la 
independencia judicial e imparcialidad, conforme a lo establecido en los artículos 
14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 10 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, 26 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 
6 del Código Procesal Penal, en el sentido de que toda persona, tiene derecho a ser 
oída por un tribunal imparcial, esto es, neutral, objetivo. Este derecho, se regula 
instaurando causales de excusa y recusación para cuando se presenta alguna 
circunstancia que comprometa esa imparcialidad. En el ordenamiento vigente, en el 
artículo 55 del Código Procesal Penal, se asientan esas causales, que no resultan 
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taxativas, sino que ejemplifican casos en los cuales se debilita esa objetividad. En el 
caso bajo examen, se lesionó ese principio, en vista de que el Juzgador Denis 
Villalta Canales no se inhibió y concurrió a dictar sentencia en las dos oportunidades 
anotadas, pronunciándose en ambas sobre el fondo del asunto. Es por ello, que 
para esta Cámara se vulneró el principio de Juez Natural y el principio de 
objetividad, lo que a raíz del pronunciamiento emitido por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos el 2 de julio de 2004 , no es legítimo, puesto que para que el 
pronunciamiento sea imparcial, se requiere que, en la medida de las posibilidades, 
los jueces que resuelvan no tengan una idea preconcebida de la causa o hayan 
conocido previamente los hechos, debiéndose declarar con lugar el recurso, anular 
la sentencia N° 92-2004 de las catorce horas treinta y cinco minutos del treinta de 
julio del dos mil cuatro del Tribunal Penal de juicio de Cartago, Sede Turrialba que 
impuso el tanto de DIEZ AÑOS DE PRISION a JOSE RAMON PALA-CIOS 
PALACIOS y a PASTOR ENRIQUE CRUZ ESPINOZA y ordenar nuevamente el 
reenvío del presente asunto para que se realice sustanciación en cuanto a la pena, 
conforme a Derecho. Ahora bien, pese a que únicamente recurrió en casación el 
defensor del imputado PALACIOS PALACIOS, lo cierto es que el co-sentenciado 
PASTOR ENRIQUE CRUZ ESPINOZA se encuentra en idénticas condiciones 
objetivas, debiendo entonces favorecerse por efecto extensivo del recurso. Se 
aclara, que en aras de tutelar la garantía del juez natural y la imparcialidad de sus 
decisiones, en la nueva audiencia que aquí se ordena no deberán intervenir los 
jueces que participaron en debates anteriores y que concurrieron a dictar sentencia, 
o el pronunciamiento cuya nulidad se ha decretado”. (Sala Tercera de La Corte 
Suprema de Justicia. Resolución número 1036-2006- San José, a las 10.30 horas, 
del 13 de octubre del 2006) 
  
2.4 EL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD DEL JUEZ 
 
 




…“ARTÍCULO 6.- Objetividad 
Los jueces deberán resolver con objetividad los asuntos sometidos a su 
conocimiento. 
Desde el inicio del procedimiento y a lo largo de su desarrollo, las autoridades 
administrativas y judiciales deberán consignar en sus actuaciones y valorar en sus 
decisiones no solo las circunstancias perjudiciales para el imputado, sino también 
las favorables a él. 
Serán funciones de los jueces preservar el principio de igualdad procesal y allanar 
los obstáculos que impidan su vigencia o lo debiliten. 
     
En relación al principio de objetividad en la función jurisdiccional, el Tribunal de 
Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, ha expresado varios 
criterios interesantes de analizar, entre estos ha indicado (sic): 
 
“... En el tercer motivo se reclama la violación al principio de imparcialidad y 
objetividad del juzgador. El motivo debe rechazarse. Si bien la imparcialidad y 
objetividad del juez son los presupuestos básicos de la jurisdicción a los 
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efectos de garantizar por parte del operador jurídico el mayor grado posible de 
sujeción al ordenamiento Jurídico, lo cierto es que al momento de dictar la 
sentencia, el juez debe tomar partido y emitir su decisión. En este caso 
concreto no se discute que durante el proceso el juzgador se haya mostrado 
interesado con la tesis de alguna de las partes, sino que mantuvo una actitud pasiva 
y expectante, como corresponde a un juez imparcial. Es en la sentencia, cuando ya 
ha tomado su decisión y procede a fundamentar la misma que realiza una serie de 
aseveraciones inapropiadas, pero que no vician la decisión. Al respecto es 
absolutamente impropio del Tribunal cuestionar la estrategia de la defensa pues ello 
entra en ámbito de protección del derecho fundamental que lo cobija. No 
corresponde a los juzgadores establecer si la misma es incorrecta y mucho menos 
realizar juicios de valor sobre la misma. De manera que deviene en inaceptable el 
comentario del señor juez cuando asegura que el hecho de sacar al imputado para 
que no se realizara el reconocimiento es 'jurídicamente aceptable pero no 
moralmente". Se trata de una desafortunada expresión por parte del juzgador. Pero 
aún más, si las partes o el Tribunal querían realizar un reconocimiento judicial, 
perfectamente podía hacer comparecer al imputado, aún mediante el uso de la 
fuerza, pues en estos casos el encartado funge como objeto de prueba. No existe 
ningún derecho del encartado a retirarse de la audiencia. Todo lo contrario el 
derecho es a estar presente, escuchar Y contradecir la prueba. Excepcionalmente y 
de conformidad con el artículo 328 párrafo segundo del Código Procesal Penal, el 
tribunal puede autorizar a retirarse de la sala del debate. Al respecto una reciente 
sentencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia señaló: "Para concluir, 
llama la atención que en el  presente asunto ,  el Tribunal autorizó que el imputado 
no estuviera presente al momento en que declararon los testigos; sin embargo, la 
decisión la efectuó sobre la base errónea de que ello constituía un derecho de éste, 
cuando más bien es todo lo contrario , existe la obligación de estar presente pese a 
su deseo en contrario de retirarse y el Tribunal puede válidamente auxiliarse incluso 
con los miembros de la Fuerza Pública, para que en caso de ser necesario se 
respete su decisión, todo ello claro está de que los Juzgadores, valorando cada c 
aso en particular, decidan permitirle retirarse y seguir siendo representado por su 
defensor en cuyo caso su ausencia no vendría avalada por un derecho sino por un 
permiso que le ha sido otorgado y que como tal, puede ser revertido en cualquier 
momento.  En tal sentido, el artículo 328 del Código Procesal Penal, dispone que el 
juicio deberá realizarse con la presencia ininterrumpida de los jueces y de las 
partes, donde lógicamente está incluido el acusado, de manera que el imputado no 
está en condiciones de retirarse si no tiene el permiso del Tribunal, lo que implica 
que su libre disposición de tránsito, se encuentra limitada ante la necesidad de 
garantizar los fines del proceso, en concreto la realización del juicio oral y público" 
(Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Voto 2009-00930 de las 8:55 horas 
del 24 de julio de 2009). Conforme lo señala la impugnante, las manifestaciones del 
juzgador respecto a que la estrategia de la defensa fue "desesperada" es otra de las 
manifestaciones inadecuadas del juzgador, pero que finalmente no vician la 
sentencia porque se dieron al momento de fundamentar la decisión. En relación al 
análisis del testigo propuesto por la defensa, así como la versión del encartado, son 
aspectos que corresponden a la valoración de la prueba y en ese aspecto se 
observa la existencia de vicio alguno. En consecuencia, s e declara sin lugar el 
motivo. (Resolución 2009 – 1233, Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito 
Judicial de San José, Goicoechea, de las 10.00 horas, del 10 de noviembre del 







2.5 UTILIDAD EN LA DIFERENCIACIÓN ENTRE LA OBJETIVIDAD DEL FISCAL 
Y LA DEL JUEZ 
 
El principio de objetividad es uno solo, así se plasma en el citado artículo 6 del 
Código Procesal Penal, sin embargo, ese mismo cuerpo legal en el artículo 63 
indica un deber de objetividad específico para el Ministerio Público, así también lo 
vuelve a indicar el legislador en el artículo 180, esta vez, haciendo referencia tanto 
al Ministerio Público como a los Tribunales, en el entendido de procurar la verdad 
de los hechos mediante los medios de prueba permitidos. 
La diferenciación en cuanto a la utilidad del principio de objetividad, va a depender 
del rol al cual se esté haciendo referencia. Es decir, el Ministerio Público tiene un 
deber de objetividad respecto de la investigación, sea ponderar aquellas 
probanzas y situaciones que puedan perjudicar o favorecer al investigado, formular 
respecto a su conclusión investigativa un requerimiento o acto conclusivo de la 
fase preparatoria. Este deber de objetividad para el Ministerio Público continúa 
durante la etapa intermedia y de juicio, toda vez que le es intrínseco a sus 
funciones, tal y como se ha venido apuntando. En la etapa conclusiva del debate, 
es donde el o la Fiscal, pierden parcialmente la objetividad, pues en caso de 
requerir una sentencia condenatoria, pese que es una postura totalmente 
parcializada, sea la de solicitar una pena, debe observar las circunstancias 
establecidas en el artículo 71 del Código Penal, y aquí nuevamente le rige un 
deber de objetividad, en el entendido de solicitar una pena con base en varios 
aspectos del proceso, entre éstos el comportamiento del imputado, la calidad de 
los elementos determinantes y las condiciones subjetivas del acusado. Bajo ese 
examen, si existieren circunstancias favorables para el imputado, deben ser motivo 
de análisis por parte del representante del Ministerio Público, es decir, la aplicación 
del principio de objetividad no es un valor atinente a la función, es un deber 
normativo a lo largo del proceso a cargo del Ministerio Público. 
En relación a la función jurisdiccional el principio de objetividad tiene otro matiz. Si 
bien es cierto, se han apuntado resabios del proceso inquisitivo, en el Código 
Procesal Penal vigente, ciertamente el juez de la etapa preparatoria no tiene una 
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injerencia preponderante en la labor investigativa, entonces la aplicación del 
principio va a tener una función o utilidad valorativa durante todas las etapas del 
proceso. La valoración del juez radica en los hechos y probanzas puestas en su 
conocimiento por las partes o sujetos procesales, ésta debe ser objetiva, libre de 
todo prejuicio de carácter personal que pueda influenciar su decisión, así mismo no 
debe estar contaminado con el proceso, es decir en la medida de lo posible al 
momento de tomar una decisión, el juzgador no debe tener conocimiento previo del 
asunto a conocer, caso contrario podría vulnerarse los principios de objetividad e 
imparcialidad, los cuales le son intrínsecos a su función. 
El juzgador es el contralor de legalidad de la función realizada por el Ministerio 
Público en el proceso penal, esta función responde como límite al monopolio de la 
acción penal otorgado al ente acusatorio, respondiendo como límite al propio ius 
puniendi del Estado. Esto no coloca al juzgador como superior del Ministerio 
Público, sino como garante de los derechos procesales de las partes intervinientes 
en el proceso penal, sobre todo del resguardo de las garantías fundamentales de 
la persona sujeta a investigación. 
 
2.6 CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DEL PRINCIPIO DE 
OBJETIVIDAD POR PARTE DE LOS Y LAS FISCALES 
 
La legislación penal, procesal penal, administrativa y orgánica vigente, en relación 
a la función del Ministerio Público, no hacen referencia directa a una o varias 
consecuencias derivadas de la inobservancia al principio de objetividad. 
En cuanto a los juzgadores existen ciertas figuras penales, la cuales derivan en 
una consecuencia punitiva en torno a la inobservancia a los deberes propios de su 
función, tal es el caso a modo de ejemplo del delito de prevaricato, es decir dictar 
sentencias contra legem.  
Partiendo de la idea básica del principio de objetividad, como una construcción 
ideológica, valorativa y normativa, su incumplimiento debería acarrear 
consecuencias. Ciertamente se puede inferir la importancia de un principio, en 
cuanto a las consecuencias posibles a raíz de su inobservancia. En el caso del 
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principio de objetividad sucede un fenómeno abstracto, tanto como su propia 
definición. Dicho principio está presente en todo el quehacer jurídico penal, pues 
en toda decisión en el ámbito penal se deben ponderar un sin número de 
situaciones particulares, las cuales deben ser resueltas conforme a lo establece el 
ordenamiento jurídico, lo cual significa en caso de ser inobservado una 
consecuencia negativa para el propio proceso, no así a nivel personal del 
funcionario, excepto exista una circunstancia que así lo determine. 
La inobservancia del principio de objetividad por parte de los representantes del 
Ministerio Público, acarrearía como consecuencia una afectación directa a los 
intereses de la investigación fiscal y por consiguiente un debilitamiento de la 
misma. Los ejemplos son innumerables, tantos como la generalidad de los casos 
existentes. La objetividad significa en primera instancia el respeto a las garantías 
del encausado (Cruz, ob. cit. p.963), por tanto la observancia a la Constitución y al 
Derecho Internacional, deben ser los pilares centrales del diseño de las políticas 
de persecución penal. 
El principio de objetividad sirve como un límite para el ejercicio de la actuación 
fiscal, sumado a los principios de legalidad e imparcialidad, su inaplicación se 
refleja dentro del proceso penal como una causa de nulidad de las actuaciones, así 
a modo ejemplarizante se tiene la ausencia de dirección funcional en las 
actuaciones policiales, la incorporación de prueba ilícita, las intervenciones 
corporales sin resguardo del pudor o las reglas establecidas en el Código Procesal 
Penal, la ausencia de investigación sobre la hipótesis planteada por la defensa 
técnica o material, entre otras. Estas actuaciones repercuten directamente en el 
resultado del proceso, debilitando la hipótesis fiscal o bien los elementos 
probatorios ofrecidos. 
El pensar en repercusiones a nivel personal de los funcionarios, resultaría 
peligroso pues podría ocasionar la búsqueda de investigaciones excesivamente 
engorrosas y formalizadas, donde el funcionario se vería compelido “a cuidarse las 
espaldas”, más que preocuparse por el proceso mismo.   
Como se ha señalado, el Ministerio Público tiene la dirección funcional de la Policía 
Judicial, ésta cumple un papel de corte inquisitivo, en cuanto a la investigación 
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realizada; es entonces el Ministerio Público, el llamado a servir de contrapeso 
mediante la mencionada dirección funcional, es decir, procurar una investigación 
objetiva. Este primer incumplimiento podría acarrear en el futuro del proceso, un 
incumplimiento a las garantías fundamentales del sospechoso, por lo tanto 
devendría en una posible impunidad del hecho investigado.  
Posteriormente, en las fases ulteriores del proceso, tales como la audiencia 
preliminar y el juicio oral y público, la falta de objetividad de los y las 
representantes del Ministerio Público, pueden llevar a un desgaste innecesario de 
la administración de justicia, en algunos la acusación responde a un interés 
subjetivo y eficientista, es decir, “sacar al sujeto de circulación, etiquetarlo etc.”  
A nivel penal o administrativo, no se establece sanción alguna contra el fiscal que 
incumpla con el principio de objetividad, sin embargo, existen diferentes tipos 
penales a los cuales podría verse expuesto en caso de su inobservancia, tales 
como abuso de autoridad, incumplimiento de deberes, facilitación culposa (Ley de 
Estupefacientes), entre otras. El incumplimiento al deber de objetividad, acarreará 
de una u otra forma un detrimento en el proceso; la gama de posibilidades es 
amplia, viéndose reflejada en cada una de las actuaciones posibles por parte de 
los y las representantes del Ministerio Público. 
 
2.7 CAUSAS DE RECUSACIÓN Y EXCUSA DE LOS REPRESENTANTES DEL 
MINISTERIO PÚBLICO 
 
Las causales de recusación y excusa de los y las representantes del Ministerio 
Público, según el artículo 40 de la Ley Orgánica, son las mismas indicadas en el 
artículo 55 del Código Procesal Penal para los jueces, exceptuando los incisos f) y 
g): 
ARTICULO 55.- 
Motivos de excusa El juez deberá excusarse de conocer en la causa:  
a) Cuando en el mismo proceso hubiera pronunciado o concurrido a pronunciar el 
auto de apertura a juicio o la sentencia, o hubiera intervenido como funcionario del 
Ministerio Público, defensor, mandatario, denunciante o querellante, o hubiera 
actuado como perito, consultor técnico o conociera del hecho investigado como 
testigo, o tenga interés directo en el proceso.  
b) Si es cónyuge, conviviente con más de dos años de vida en común, pariente 
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dentro del tercer grado de consanguinidad o afinidad, de algún interesado, o este 
viva o haya vivido a su cargo.  
c) Si es o ha sido tutor o curador, o ha estado bajo tutela o curatela de alguno de los 
interesados.  
d) Cuando él, su cónyuge, conviviente con más de dos años de vida en común, 
padres o hijos, tengan un juicio pendiente iniciado con anterioridad, o sociedad o 
comunidad con alguno de los interesados, salvo la sociedad anónima.  
e) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, padres, 
hijos u otras personas que vivan a su cargo, son acreedores, deudores o fiadores de 
alguno de los interesados, salvo que se trate de bancos del Sistema Bancario 
Nacional.  
f) Cuando antes de comenzar el proceso hubiera sido denunciante o acusador 
de alguno de los interesados, hubiera sido denunciado o acusado por ellos, 
salvo que circunstancias posteriores demuestren armonía entre ambos.  
g) Si ha dado consejos o manifestado extra-judicialmente su opinión sobre el 
proceso.  
h) Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los 
interesados.  
i) Si él, su esposa, conviviente con más de dos años de vida en común, padres, 
hijos u otras personas que vivan a su cargo, hubieran recibido o reciban beneficios 
de importancia de alguno de los interesados o si, después de iniciado el proceso, él 
hubiera recibido presentes o dádivas aunque sean de poco valor.  
j) Cuando en la causa hubiera intervenido o intervenga, como juez, algún pariente 
suyo dentro del segundo grado de consanguinidad.  
Para los fines de este artículo, se consideran interesados el imputado, el 
damnificado, la víctima y el demandado civil, aunque estos últimos no se constituyan 
en parte; también, sus representantes, defensores o mandatarios.  
 
Estas causales según lo ha indicado la Sala Constitucional en los votos 2250-96 y 
3062-95, no son taxativas y responden al principio de imparcialidad (Llobet, 2007. 
p. 283). Según Manzini citado por Llobet (ob. cit. p.284) la recusación no sólo tiene 
una finalidad de prevenir resoluciones injustas, sino también la de evitar 
situaciones embarazosas para el juez y mantener la confianza de la población en 
la administración de justicia. En el caso particular de los representantes del 
Ministerio Público, responde tanto al principio de imparcialidad como el de 
objetividad, sin embargo la imparcialidad a la cual hace referencia el artículo de 
cita no es la misma referida al juez, pues efectivamente el o la fiscal tiene un 
conocimiento previo del asunto y mediante actos externos manifiesta su opinión 







2.8 LÍMITES PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL DEL MINISTERIO 
PÚBLICO, DESDE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD 
 
2.8.1 PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
En el marco del XVII Congreso Latinoamericano Iberoamericano de Derecho Penal 
y Criminología, celebrado en Guayaquil, Ecuador, en el año 2005, la doctora María 
del Carmen Rodríguez en torno al rol del fiscal en un sistema acusatorio, y la 
aplicación del principio de legalidad en la acusación y sus consecuencias indica 
(sic): 
“El principio de legalidad procesal implica que la promoción de la acción penal 
constituye un imperativo. Este imperativo se funda en los presupuestos de las 
teorías absolutas de la pena y en el principio de igualdad ante la ley y, por otro lado, 
en el principio de legalidad sustantiva que tiene la ilusión de hacer justicia en todos 
los casos aún en los más pequeños.  
Es así que esta persecución penal obligatoria, como se ha entendido, al no permitir 
distinción alguna en el tratamiento de los casos penales, satura la justicia penal y 
contribuye a determinar un proceso de selección manifiestamente irracional. 
Estos criterios selectivos no institucionalizados que eliminan un sinnúmero de 
hechos delictivos del sistema penal, tienen  orígenes distintos, por un lado, la falta  
de información de los órganos estatales acerca de la comisión de gran cantidad de 
ilícitos (fenómeno conocido como cifra negra) y por otro la selección que los mismos 
operadores del sistema realizan ante la imposibilidad práctica de perseguir todos los 
delitos o de dedicar las mismas fuerzas a todos ellos,  denominada cifra dorada. 
Esta se conforma por aquellos delitos que si bien pueden  ser conocidos por la 
autoridad, no entran  formalmente al sistema ya sea por la imposibilidad aludida o 
por la falta de transparencia y la corrupción de los operadores policiales o judiciales, 
conocida como la “impunidad del poderoso”. 
Otra consecuencia de la aplicación del imperativo en la persecución penal es lo que  
Cafferata Nores ha llamado “priorización inversa” y  consiste en la propensión del 
sistema a tratar primero lo mas leve y lo mas fácil de investigar y dejar para después  
lo grave y más complejo, lo que se traduce en impunidad para las grandes cosas y 
castigo para las pequeñas. 
De este modo la administración de justicia resulta ineficaz para atender las 
necesidades sociales y genera más impunidad. Como remedio propuesto para 
neutralizar o reducir a parámetros tolerables las consecuencias negativas del 
principio de persecución penal pública obligatoria  -legalidad procesal-, surge el 
principio de oportunidad, según el cual, cuando se toma conocimiento de hechos 
punibles, puede no iniciarse o suspenderse la persecución penal por razones de 
conveniencia, de utilidad o de asignación de recursos.   
Sería importante distinguir que los problemas que genera el principio de legalidad  
dando origen a la sobrecarga de la administración de justicia penal pueden tener 
una alternativa en la organización de los recursos de modo que parte de esa 
sobrecarga se diluya con una adecuada planificación y distribución del trabajo. En 
este sentido, el Ministerio Público debe reflexionar y empezar a construir un sistema 
102 
 
que posibilite el mejor aprovechamiento de los escasos recursos existentes.  
A su vez, una normativa clara respecto de la aplicación del  principio de oportunidad, 
puede resultar  una herramienta útil para ser administrada por el  Ministerio Fiscal, 
de modo de establecer pautas generales de políticas persecutorias que permitan 
revertir las consecuencias negativas producidas por el principio de legalidad. 
(Rodríguez, 2005) 
 
El principio de legalidad penal sirve como límite general al poder punitivo del 
Estado, así se encuentra plasmado en la Constitución Política de Costa Rica y en 
los tratados sobre Derechos Humanos debidamente ratificados. El principio de 
legalidad formal, deriva de la propia constitución y la normativa emanada de la 
Asamblea Legislativa, sea, el ordenamiento positivo es el primer límite  en función 
del Ministerio Público, se podría deducir entonces que, el principio de objetividad 
forma parte de un deber de legalidad normativa, y su inobservancia producirá las 
consecuencias que la misma ley indique.  
 
2.8.2 PRINCIPIO DE LIBERTAD PROBATORIA 
 
El principio de libertad probatoria, derivado del principio de legalidad, es otro límite 
a la actividad del Ministerio Público visto en función del principio de objetividad. 
Este principio se encuentra recogido en el Código Procesal Penal, y es contrario al 
antiguo sistema de prueba tasada o íntima convicción del juzgador. El Ministerio 
Público sólo puede incorporar prueba recabada mediante mecanismos lícitos, es 
decir, apegado al ordenamiento positivo y que no vulneren garantías 
fundamentales del acusado. El Estado tiene a su favor el recurso y medios para 
obtener pruebas en contra y a favor del sospechoso, por ende el principio de 
libertad probatoria responde en un sistema acusatorio a dos razones primordiales; 
la primera evitar cualquier exceso en la obtención de medios de prueba, y la 
segunda una libre valoración de prueba por parte del juzgador, quien razonará si 
de conformidad con las reglas de la lógica, experiencia y sentido común, el 
elemento de prueba es apto para ser utilizado y valorado. 
Desde otro punto de vista, se convierte en una exigencia para el Ministerio Público 
y un reto en la investigación, partiendo que ésta debe ser ágil e informal, los 
medios y elementos de prueba deben recabarse de manera sencilla y, apegados a 
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los requerimientos exigidos en la ley instrumental, empero, la burocratización de la 
investigación, puede generar un letargo en la duración del proceso.   
 
2.8.3 EL GARANTISMO PENAL VERSUS EFICIENTISMO 
 
El garantismo penal es una construcción, basa en el respeto a las garantías 
fundamentales del proceso, así lo ilustra Ferrajoli (sic):   
 
“Los fundamentos axiológicos -hasta aquí ilustrados- de la independencia de los 
jueces y de los componentes del ministerio público y a la vez del creciente papel de 
la jurisdicción en la vida pública, suponen todos una condición esencial: la 
efectividad de las garantías penales y procesales. Las fuentes de legitimación del 
poder judicial, como se ha dicho, se identifican por completo con el principio de 
estricta legalidad y con el sistema de las garantías, o sea de los límites y vínculos 
dirigidos a reducir al máximo el arbitrio de los jueces para así tutelar los derechos de 
los ciudadanos. Y es evidente que tales fuentes deben ser tanto más fuertes cuanto 
más relevante sea el papel político desarrollado por la magistratura. En efecto, a 
falta o en defecto de garantías el poder judicial se transforma en lo que Montesquieu 
llamaba "el poder más odioso". Y sería una contradicción en los términos suponer 
que éste, en defecto de garantías y de estricta legalidad, pueda presentarse, según 
el modelo aquí expuesto, como garante de los derechos de los ciudadanos y de la 
legalidad de los poderes públicos. 
Por eso los magistrados tendrían que ser los primeros en defender y 
reivindicar, no sólo en la práctica judicial sino también en el ámbito de la legislación, 
el pleno respeto de las garantías penales y procesales como condiciones 
irrenunciables de su legitimación: sobre todo la certeza del derecho, a través de la 
expulsión del sistema penal de todas las figuras de delito indeterminadas y una 
drástica despenalización que restituya a la intervención penal su carácter de 
extrema ratio; en segundo lugar, la restauración del juicio, frente a la coartada de los 
procedimientos alternativos, cuyo resultado último es la definitiva marginación del 
debate contradictorio. Por eso, cuantos valoran como fundamentales la 
independencia de la acusación pública y la obligatoriedad de la acción penal que es 
su presupuesto, deberían contestar -más que la separación entre las carreras del 
juez y la del ministerio público (que hoy es extrañamente la reforma más debatida 
en Italia y más discutida por los magistrados italianos)- la falta de certeza de la ley 
penal generada por su inflación y, por otra parte, las ampliación de la negociación, 
que equivale a una forma enmascarada de contratación y por tanto de 
discrecionalidad de la acción penal. 
Y aquí querría llamar la atención sobre un peligro, que se ha puesto de manifiesto 
en mi país: el peligro para los magistrados de ser indulgentes con el corporativismo, 
es decir con la defensa acrítica de su trabajo e incluso de los poderes impropios que 
les otorga el déficit de garantías del sistema penal y procesal. El corporativismo de 
los jueces, al comportar la pérdida del punto de vista externo a la corporación y por 
consiguiente del horizonte axiológico de su trabajo, representa un riesgo gravísimo 
para la credibilidad de la jurisdicción, dado que puede comprometer su papel de 
garantía tanto de la legalidad como de los derechos de los ciudadanos. Contra él no 
existen remedios institucionales, sino sólo antídotos culturales: en primer lugar, la 
consciencia de que la legitimación de la actividad judicial no es nunca apriorística, 
sino condicionada al respeto de las garantías y siempre imperfecta, a causa de los 
márgenes insuprimibles de ilegitimidad generados por la divergencia que existe 
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siempre entre el ejercicio concreto de la función y su modelo normativo; en segundo 
término, y consecuentemente, no sólo la aceptación, sino también el ejercicio por 
parte de los propios magistrados, como contrapeso de su independencia y como 
factor de responsabilización, de la crítica pública de sus resoluciones, fuera de toda 
apriorística solidaridad entre colegas; en fin, el desarrollo del asociacionismo 
judicial: que quiere decir no sólo maduración crítica de una común deontología 
profesional informada por los valores democráticos de los derechos de los 
ciudadanos y sus garantías, sino también dialéctica interna en la magistratura, 
confrontación abierta y transparente entre las diversas concepciones políticas e 
ideales, las diversas orientaciones interpretativas y las diversas opciones 
jurisprudenciales. Por eso, respecto a estos fines, la fundación de vuestra 
asociación y este primer congreso representan momentos decisivos. Ya que lo más 
nocivo para la magistratura es su imagen de casta cerrada y separada. Y sólo la 
reflexión crítica y autocrítica promovida por los propios magistrados y su apertura al 
control democrático de la opinión pública puede dar sentido, legitimación y valor al 
difícil oficio de juez.  (Traducción de Perfecto ANDRÉS IBÁÑEZ) (Ferrajoli, 2006) 
 
Las garantías procesales, significan un resguardo a los derechos del sospechoso, 
como el respeto a la legalidad misma, evitando cualquier tipo de injerencia política, 
social o de grupos de poder. Por otro lado, el eficientismo busca resolver el 
conflicto de otra manera:    
 
“Para nadie es un secreto que en la actualidad se están presentando cambios 
sustanciales en el Derecho Penal y Procesal Penal. Esa tendencia busca resolver 
los problemas de la criminalidad organizada, y afrontarlos como un fenómeno nuevo 
que tiene implicaciones no solo criminológicas, sino también desde la óptica jurídico-
penal (sic). El marco ideológico y doctrinario que justifica este proceso de 
transformación lo constituye el discurso del aumento de la "inseguridad' y el "miedo" 
en las sociedades actuales. Discurso que ha llevado a considerar la "seguridad' 
como una pretensión social que demanda respuestas del Estado de modo "eficaz". 
(Campos M. , 2000) 
 
Para Eugenio Raúl Zaffaroni, el eficientismo penal se encuentra basado en la 
ideología de la seguridad total, derivada de la llamada nueva derecha 
norteamericana, lo cual generó y ha generado en ese país un aumento de la 
criminalidad, y del número de personas en prisión (sic): 
 
“Si bien la seguridad es un problema real, es tomado como pretexto para legitimar 
una clara tendencia al control total de la población, lo que técnicamente es posible 
por vía control electrónico de la conducta. La creciente violencia urbana proporciona 
el mínimo de realidad necesario para la construcción paranoica de un nuevo objeto 
amenazante, tematizado en un discurso de emergencia que legitima el estado 
policial. De este modo se desarrolla una confusa ideología de seguridad total que 
anuncia una nueva forma de aparición del totalitarismo. 
Parte de esta ideología es la llamada criminalidad organizada, pseudiconcepto (sic) 
útil para introducir institutos inquisitoriales propios de viejos estados policiales y que 
son los mismos procedimientos extraordinarios que siempre se ordinarizaron (sic): 
penas desproporcionadas; funciones judiciales a las policías; tipos de autor; 
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analogía; jueces, testigos y fiscales anónimos; procesos inquisitivos; desprecio por 
los principios liberales; militarización social; aplicación de ámbitos de corrupción; 
etcétera. 
Aunque pensamientos rudimentarios como los de la nueva derecha norteamericana 
pudieron ser funcionales a esta tendencia, lo cierto es que ésta no tiene desarrollo 
teórico. La ideología de la seguridad total es un ejercicio de poder que se vale de 
mensajes emocionales simplistas aunque eficaces, mientras los políticos no 
perciben el riesgo, ocupados en sus luchas competitivas. Antes de la aparición de 
los estados de policía del siglo XX, los políticos también fueron complacientes con 
los discursos irracionales: el caso paradigmático los representó la República de 
Weimar.” (Zaffaroni, p.272) 
 
El reto del Ministerio Público es no caer en la trampa del eficientismo; por un lado 
pues debe responder a las necesidades de un Estado Democrático, contralor de 
legalidad y evitar cualquier exceso de control y poder estatal. Por otro lado, la 
búsqueda de la independencia de la Fiscalía del Poder Judicial, debe responder a 
una necesidad de ejecutar su función con autonomía y libertad, no para satisfacer 
las necesidades políticas o de grupos de control, pues al final los sectores 
vulnerables de la sociedad son quienes pagarán las consecuencias del 
eficientismo, dirigido a la invisibilización de los verdaderos problemas sociales, 
como la pobreza, salud y corrupción. 
  
 
2.9 EL DISEÑO DE LA POLÍTICA DE PERSECUCIÓN PENAL, DESDE LA 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD EN SENTIDO AMPLIO 
 
En cuanto al diseño de las políticas de persecución penal, la posición del fiscal 
Saúl Araya Matarrita, es la más apegada a los elementos rectores del principio de 
objetividad, en ese particular señala lo siguiente (sic):  
 
…”Para diseñar una política prosecutoria (sic), adecuada no a las exigencias de los grupos de 
presión sino a la totalidad de factores en juego, es necesario, en primer lugar, que se tome en 
cuenta la necesaria dependencia de la política de persecución penal elaborada por el 
Ministerio Público, respecto de la política criminal (diseñada por el legislador en coordinación 
con el Poder Judicial para el área de justicia penal exclusivamente) y respecto de la política 
general del Estado (pragmatizada por el Consejo de Gobierno para todas las áreas de acción 
del Estado, incluido el servicio público de justicia), todo ello en el marco de respeto a un 
Derecho Penal mínimo, de garantía, con rostro humano y apegado al respeto de los derechos 
humanos reconocidos internacionalmente, estén o no estén positivizados (sic) en nuestro 
Derecho. En segundo lugar, evidenciar que la política de persecución penal está influida por 
las características criminológicas de la política criminal (abordaje del autor de un hecho 
punible, explicación de la génesis y estructura de la acción humana no querida, elaboración 
del catálogo de desviaciones, modo de operación y razón de ser del proceso de conocimiento 
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de la desviación, equilibrio de la persecución respecto de todos los sujetos involucrados en el 
conflicto, ajuste del poder de los perseguidores, los defensores y los juzgadores, 
sistematización del reproche en términos de quantum, tipo de pena, proporcionalidad y 
finalidad de la misma), política criminal que en la actualidad costarricense responde al modelo 
del “Derecho Penal eficaz”. evidenciar ese vínculo tiene una razón de ser: es desmitificando 
el discurso represivo que se esconde detrás del Derecho Penal como instrumento de poder, 
como se pueden sentar las bases para no seguir duplicando la dosis cuando se demostró que 
la medicina no es efectiva. En tercer lugar, aportar algunos principios generales para la 
elaboración de una política de persecución penal por parte del Ministerio Público 
costarricense, de modo que evite zigzaguear entre los encantos fáciles del Derecho Penal 
“eficaz” y las “difíciles” propuestas del humanismo, el garantismo y el minimismo  de la 
reacción. La ubicación sistemática de la política de persecución penal dentro de la política 
criminal y esta dentro de la política general del Estado determinan las características de todo 
programa del Ministerio Público, sin que importe cuál quiera ser. Ninguna política de 
persecución penal puede ser autónoma más que en cierto sentido, pues está determinada por 
otras esferas dentro de las cuales se encuentra inserta. Para toda política de persecución 
penal hay un espacio de intangibilidad, que le viene dado por todos los institutos que no 
puede cambiar porque le está vedado, dado que la fuente de creación de estos está fuera del 
marco de acción del órgano que detenta la política de persecución penal. Estas otras políticas 
le comunican a la prosecutoria sus asertos, sus crisis, su visión de mundo. Hay una política 
más, que opera a modo de un cuarto círculo interior concéntrico en el dibujo del poder y por lo 
mismo no tiene poder de contestación de abajo hacia arriba: la política de investigación 
delictiva, gobernada, de algún modo, por el concepto de dirección funcional creado con la 
reforma de 1998 al sistema penal costarricense. La política de investigación delictiva es el 
conjunto de decisiones sobre qué, a quién y cómo investigar que desarrolla la policía judicial 
en el abordaje de los diversos delitos. Hasta antes de la reforma, en la experiencia 
costarricense, la política de investigación delictiva no había sido atada a las vicisitudes 
propias de la estructuración del poder de castigar. He aquí una explicación para su actual 
convulsión y crisis de poder, cuando se le dice a esa política que tiene que sujetarse a la 
política de persecución penal. Dicho de un modo más claro: la política de investigación 
delictiva no va a la deriva en el sistema punitivo, y tampoco es una zona oscura dentro del 
bloque normativo costarricense: está circunscrita dentro de la política de persecución penal, y 
por eso debe respetar el marco prosecutorio establecido por el Ministerio Público (aun dentro 
de un sistema mixto como el nuestro), pues la política criminal costarricense ha apostado por 
un sistema acusatorio, por lo que las propuestas   persecutorias inquisitivas o selectivas, 
diseñadas desde el escritorio policial, han tenido que ceder espacio a los niveles que 
protegen los derechos humanos, propugnan por una mínima reacción y hacen valer el 
principio de proporcionalidad (razonabilidad, racionalidad, adecuación, utilidad, necesariedad, 
pertinencia de la reacción del Estado ante conductas estimadas como disvaliosas por el 
legislador). El cuarto término, la política de investigación delictiva, viene a ser el subcírculo 
concéntrico interno en el dibujo total del poder de diseñar el qué, el a quién, el cómo y el para 
qué de la persecución. Cuanto más externo se encuentre el círculo, mayor poder de decisión 
tendrá sobre el diseño de la política. Si la política general del Estado, que es el círculo 
exterior, decide que nuestro país respetará tal o cual instrumento internacional sobre 
derechos humanos de cualquier generación, el círculo de política criminal debe autoajustarse; 
con este reajuste sobreviene necesariamente el de la política de persecución penal, el que a 
su vez condiciona el modo de investigar del cuarto círculo. Si el cuarto círculo desea 
intervenir todas las comunicaciones telefónicas para la eficaz persecución de los crímenes se 
encontrará con que la política de persecución penal se lo impide y aunque esta quiera hacerlo 
también, hallará un reparo en la política criminal, que opera como contralor de legalidad en el 
primer y segundo gran límite (el legal y el jurisprudencial). Desde la perspectiva de este 
estudio, entonces, en cuanto al diseño de políticas de persecución delictiva, existe una 
relación de abajo hacia arriba, así: política de investigación delictiva, política de persecución 
penal, política criminal, política general del Estado. De arriba hacia abajo se impone un mayor 
nivel de resistencia. Es por ello necesario que la política general del Estado responda a la 
protección de derechos constitucionales y a la promoción del individuo, especialmente de los 
derechos humanos involucrados en toda política criminal. Igualmente queda evidenciado que 
las crisis de identidad que puedan encontrarse en el pináculo del diseño, permean 
necesariamente al resto del conjunto hacia abajo; y, en el mismo sentido, las crisis de ajuste 
en el modelo inferior producen incompatibilidades y colisiones con las propuestas del 




El Fiscal General de la República es el encargado del diseño de las políticas de 
persecución penal, estas pueden responder en un sentido amplio, a la aplicación 
del principio de objetividad en un Estado Democrático, pero también, pueden 
incidir en la aplicación de un derecho penal eficaz, restrictivo y discriminante. De 
ahí la importancia de fortalecer la independencia del Ministerio Público, mediante 
un control jurisdiccional basado en un proceso penal acusatorio, sin injerencia 
sobre las facultades investigativas, pero, garante en todo momento de los 




































El principio de objetividad en su concepción amplia (todos los actores del proceso 
penal), responde a los planteamientos contenidos en la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 
Por su parte, en relación con el Ministerio Público, el principio de objetividad 
responde dentro de un Estado Democrático, a la necesidad de un límite al ius 
puniendi Estatal. Si bien es cierto, los límites a la actividad represiva del Estado 
cobra especial relevancia a nivel legislativo, lo cierto es que a nivel judicial, y 
especialmente al Ministerio Público como actor penal público, sirve de límite en 
relación a la procedencia de incoar una acusación en contra del sospechoso 
(investigado). 
El principio de objetividad, regulado en el artículo 63 del Código Procesal Penal, 
compele al Ministerio Público a la observancia de las garantías fundamentales de 
los imputados, no solo las garantizadas en la normativa nacional, sino en el 
derecho internacional, por lo tanto en la aplicación del principio de legalidad, el 
Ministerio Público debe inspirarse en una realidad normativa, no en un axioma o un 
deber ser. 
Si se observa el principio de objetividad en relación con el fiscal como una realidad 
normativa, se evitará le exceso en la persecución de causas penales sin 
relevancia, es decir, de aquellas en las cuales no se lesiona o se pone en peligro 
un bien jurídico tutelado. 
La inobservancia del principio de objetividad, como una realidad normativa, en el 
diseño de las políticas de persecución penal, pueden llevar al Ministerio Público a 
un lamentable dirección, coquetear con el eficientismo penal. 
En conclusión, el principio de objetividad del Fiscal, es distinto del principio de 
objetividad atinente al Juez, pues este último se alimenta y complementa de otros 
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principios como imparcialidad e independencia, y como se ha indicado, el 
Ministerio Público no se cobija de estos principios y por lo tanto el principio de 
objetividad, lo invita única y exclusivamente a ser un garante de la normativa 
positiva, es decir, cumplir un deber legal que por demás está decir es la misma 
función del Ministerio Público, ser el actor penal, incorporando al proceso prueba 
recabada de manera lícita. 
Se debe tener claro en cuanto al principio de objetividad en relación con el 
Ministerio Público, lo complementa un deber de lealtad con el proceso, es decir, 
ante la autoridad jurisdiccional, defensa e imputado, además dicha lealtad debe ser 
entendida como el agotamiento de todas las posibilidades de investigación, así 
como el conocimiento público de los elementos probatorios, ello no significa que se 
deba confiar o creer todas las manifestaciones realizadas por la defensa, sino el 
ponderar las mismas con todo el elenco probatorio y el cuadro fáctico planteado. 
Esta conclusión se arriba, pues la lealtad está regulada en nuestro Código 
Procesal Penal de manera taxativa (artículo 127), en ese sentido la defensa no 
tiene un verdadero deber de lealtad (pues la legislación lo prevé como prácticas 
dilatorias, o bien que afecten a la administración de justicia), y podría incurrir la 
defensa técnica en alguna sanción de índole disciplinario, misma que no acarrearía 
consecuencia ulterior para el proceso, salvo la ocurrencia de una ilegalidad. 
Uno de los mayores retos de la aplicación del principio de objetividad por parte del 
Ministerio Público, es el quebrantamiento al principio de inocencia, mismo que 
forma parte del debido proceso. Esto por cuanto la carga de la prueba la tiene el 
Ministerio Público, e históricamente la labor de la defensa se ha limitado a 
desacreditar la prueba y la labor investigativa. A raíz de esto, la Fiscalía en 
muchos de los casos sólo se representa la hipótesis derivada del análisis lógico y 
técnico del elenco probatorio, ignorando muchas de las circunstancias que rodea el 
hecho, esto por cuanto el imputado no está en la obligación de declarar en su 
contra, salvo casos excepcionales donde su dicho le puede favorecer, como la 
ocurrencia de alguna causa de justificación o exculpación, y en la praxis judicial 
éstas se alegan en la etapa de juicio, esto puede ocurrir por dos razones, primero 
porque la defensa no desea ventilar su estrategia en las etapas preliminares y 
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segundo la violación al principio de lealtad, pues ante la libertad de defensa del 
imputado, no acarrea ninguna responsabilidad para el defensor el ocultar tales 





3.2.1 RECOMENDACIONES CONSTITUCIONALES 
Conceder al Ministerio Público de rango constitucional, otorgándole al Fiscal 
General de la República, los mismos fueros otorgados a los miembros de los 
Supremos Poderes, así mismo reconocer la independencia funcional y autonomía 
a nivel constitucional del Ministerio Público. 
 
3.2.2 RECOMENDACIONES A NIVEL PROCESAL 
Para garantizar el fiel cumplimiento de las garantías procesales, contenidas en la 
legislación vigente y en derecho internacional, deben acogerse una serie de 
medidas en aras de un proceso penal humanizado y justo. 
Para garantizar el fiel cumplimiento de una investigación objetiva por parte del 
Ministerio Público, debe reforzarse en primera instancia los mecanismos de control 
sobe éste, a lo interno y externo de la Institución, sin embargo el objeto del 
proceso es la solución al conflicto y de la investigación la búsqueda de la verdad 
real, es primordial fortalecer la independencia e imparcialidad del juez, quien a 
todas luces es el controlador legal de todas las actuaciones realizadas por el 
Ministerio Público y que puedan afectar derechos fundamentales de las partes, en 
tal sentido se propone lo siguiente: 
a) En virtud de los artículos 28, 39 y 41 de la Constitución Política; artículos 6, 
238, 239 y 253 del Código Procesal Penal, y los artículos 8 y 9 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, debe reformarse la legislación procesal penal 
costarricense en el entendido que “…ningún juez que haya tenido participación 
en las diferentes etapas del proceso anteriores al juicio oral y público, 
conociendo de prisiones preventivas o medidas cautelares, prórrogas de 
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prisión preventiva, apelaciones a la prisión preventiva o bien incidentes 
donde se haya ventilado el juicio de probabilidad del asunto, podrá conocer 
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